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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, y los Ministros de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Justicia, señor José Antonio Gómez Urrutia, y de Salud subrogante, señor Jaime Burrows Oyarzún. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 6ª, ordinaria, en 7 de abril; y 7ª y 8ª, especiales, de 8 de abril, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 
MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE SARGENTO DE LA ARMADA RODRIGO SANHUEZA SOTO, FALLECIDO EN OPERACIONES DE PAZ EN HAITÍ
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En primer lugar, solicito guardar un minuto de silencio en memoria del Sargento 2° de la Armada Rodrigo Andrés Sanhueza Soto, quien falleció trágicamente mientras cumplía con sus funciones en las operaciones de paz de la MINUSTAH, en Haití.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de reforma constitucional que dispone la declaración de patrimonio y de interés de los ex Presidentes de la República (boletín N° 9.984-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que elimina prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso (boletín Nº 9.481-04).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:



Con el que informa que dio su aprobación al proyecto de ley que permite facilitar la infraestructura y equipamiento deportivo de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública a organizaciones deportivas y establecimientos educacionales (boletín N° 9.707-02) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de resolución rectificatoria de la sentencia definitiva pronunciada en la causa sobre control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Remite copia de resoluciones dictadas en requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las siguientes disposiciones legales:



1.- Artículo 416, inciso tercero, del Código Procesal Penal.



2.- Artículo 5° de la ley N° 18.900, que pone término a la existencia de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y a la autorización de existencia de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo.



3.- Artículos 19, 26 y 28 del decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.



4.- Artículo 3°, letras i) y l) del decreto con fuerza de ley N° 292, de 1953, que aprueba la Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y la Marina Mercante, y artículos 95, 96, 97, 142, incisos tercero y cuarto, 149, inciso primero, 150, incisos primero y cuarto, y 151 del decreto ley N° 2.222, de 1978, que establece la Ley de Navegación. 



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional:


Rinden informe anual, mediante oficio reservado, sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo, con arreglo al artículo 18 de la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297.



--Se remiten copias del documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. 



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Da respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a posibilidad de disponer el retiro de la estatua del almirante José Toribio Merino, ubicada en el Museo Naval de Valparaíso.



Del señor Ministro de Energía:


Contesta solicitud de información, cursada en nombre de los Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, atinente a creación de incentivos y desarrollo de planes de fomento para la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país.



De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la posibilidad de destinar recursos a la reconstrucción de la Casa Furniel, en la comuna de Río Bueno.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Remite copia de una presentación, en formato digital, efectuada por el señor Gustavo San Martín, profesional de la Unidad de Biodiversidad y Conservación de esa Subsecretaría, en la Universidad de Concepción, antecedente requerido en nombre del Senador señor De Urresti.



Atiende solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto del “Estudio de reconversión tecnológica. Etapa 1: investigación de marcado para tecnologías de maquinarias procesadoras de productos del mar para el consumo humano”, proyecto financiado por la Corporación de Desarrollo de Los Ríos.



Del señor Comandante de Ingenieros del Ejército:


Da respuesta a solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor García-Huidobro, con la adhesión del Senador señor Patricio Walker, respecto de los hechos impeditivos del avance de las obras que el Cuerpo Militar del Trabajo realiza en el camino Huinay-Leptepú, tramo Leptepú-Vodudahue, Región de Los Lagos.



Del señor Presidente del Consejo Directivo del Banco del Estado de Chile:


Responde solicitud de información, cursada en nombre de los Senadores  señor Tuma, señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Chahuán, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Ossandón, Pizarro, Quintana, Patricio Walker y Zaldívar, relativa a la posibilidad de incorporar un operador que promueva la competencia en las plataformas de pago electrónico.



Del señor Subdirector Nacional Sur de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor García, respecto del estado de ejecución de la sentencia pronunciada por el señor Juez de Letras del Primer Juzgado Civil de Temuco en causa caratulada “Gerardo Víctor Sánchez Coloma y otro”, rol V-325-2011, que dio lugar a la desafectación de un terreno indígena.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:


Expone que ha remitido a la señora Superintendente de Pensiones la solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a  los motivos por los que a don Rafael González Gallardo, domiciliado en la comuna de Corral, se le descuenta de su pensión de vejez  la cotización del 7% de salud.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Atiende solicitud de información, planteada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre evaluación del plan de manejo y reciclaje de residuos y desechos que se desarrolla en el Parque Nacional Torres del Paine.



Del señor Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria:


Responde solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Matta, referida a difusión de las herramientas que provee la legislación de propiedad intelectual con la finalidad de reconocer el valor de la agricultura de la Región del Maule.



Del señor Fiscal Regional del Biobío:


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la investigación que lleva a cabo el Ministerio Público por delito de daño ambiental presuntamente acaecido en la comuna de Coronel. 



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación del Maule:


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Matta, acerca de los resultados alcanzados en los diálogos sociales  sobre reforma educacional efectuados en comunas de la región.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso (boletín Nº 9.481-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 18 de mayo como Día Nacional del Chuquicamatino y Chuquicamatina (boletín Nº 9.356-24) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia a la religiosa Augusta Pedrielli Cleanti (boletín Nº 9.848-06) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (boletines Nos 7.025-31 y 7.855-13, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo con el fin de prohibir la discriminación por discapacidad en el trabajo y establece cuota mínima obligatoria de trabajadores con discapacidad en medianas y grandes empresas (boletín N° 9.394-13) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar  la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11) (Véase en los Anexos, documento 8).



-- Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley General de Bancos para obligar a estos a cambiar billetes de alta denominación por billetes o monedas de menor valor (boletín N° 9.979-05) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, De Urresti y Patricio Walker, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Penal con el fin de aumentar las penas a los delitos de cohecho, soborno y tráfico de influencias (boletín N° 9.977-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Ossandón, Guillier y Quinteros, para dar inicio a un proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de autoridades que señala, establece elecciones complementarias, amplía causales de cesación y renuncia de los cargos parlamentarios y elimina el fuero procesal de Diputados y Senadores (boletín N° 9.978-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión Especial encargada de conocer los proyectos relativos a probidad y transparencia.
)---------(
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Quiero solicitar la anuencia de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda discutir en general y en particular, en los términos del artículo 36 del Reglamento, el proyecto que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales.


En la Comisión lo discutimos en esa forma ad referendum, estamos de acuerdo y ya se han recibido indicaciones. 



Entonces, con el objeto de despacharlo rápidamente, tal como lo están pidiendo las municipalidades interesadas, pido autorización para analizarlo en general y en particular, de tal manera de poder tratarlo en la Sala seguramente la próxima semana. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeción, se procederá en la forma solicitada.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos: 


1.- Guardar un minuto de silencio en homenaje al Sargento 2° de la Armada señor Rodrigo Andrés Sanhueza Soto, quien falleció en acto de servicio en Haití integrando la Misión de Estabilización de Naciones Unidas.



2.- Colocar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que elimina prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso (boletín Nº 9.481-04).



3.- Incorporar, en la tabla de la sesión ordinaria de mañana miércoles, el proyecto de ley que otorga financiamiento a la reconstrucción de la zona norte afectada por el sistema frontal de mal tiempo acaecido a partir del 25 de marzo del año 2015 (boletín Nº 9.985-05), siempre que sea despachado por la Honorable Cámara de Diputados, autorizando a la Comisión de Hacienda para sesionar de manera simultánea con la Sala, si fuere necesario, e informar mediante certificado.



4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley:



a) El que establece la prohibición y sustitución progresiva de las bolsas de polietileno, polipropileno y otros polímeros artificiales no biodegradables en la Patagonia Chilena (boletín N° 9.133-12), hasta las 12 horas del martes 21 de abril.



b) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15), hasta el lunes 20 de abril a las 12 horas. En este caso, las indicaciones deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



5.- Por otra parte, los Comités, con el voto en contra del Senador señor Navarro, acordaron votar, antes del inicio del Orden del Día de la presente sesión, un proyecto de acuerdo con el que diversos señores Senadores piden que la Corporación adopte determinados acuerdos en relación con Venezuela (boletín Nº S 1.804-12) (Véase en los Anexos, documento 12).

)----------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito el desarchivo de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que considera los informes geológicos en los planes reguladores comunales e intercomunales como vinculantes, presentado el 30 de abril de 2010 (boletín N° 6.912-14).



2.- El que exige a las empresas elaboradoras de cemento rotular sus envases en caso de usar en su fabricación elementos tóxicos o peligrosos para la salud, ingresado el 7 de abril de 2010 (boletín N° 6.874-11).


3.- El que faculta a los intendentes regionales para declarar el estado de catástrofe en los casos que indica, presentado el 5 de abril de 2010 (boletín N° 6.868-07).



4.- El que reduce el plazo de vigencia de la advertencia de los productos fabricados con tabaco, ingresado el 22 de diciembre de 2009 (boletín N° 6.803-11).



5.- El que modifica el Código Civil en relación con la prelación de créditos en caso de quiebra, presentado el 1 de diciembre de 2009 (boletín N° 6.782-07).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Acordado.

FUNDAMENTO DE RECHAZO A VOTACIÓN DE PROYECTO DE ACUERDO 

SOBRE VENEZUELA

El señor NAVARRO.- Por otra parte, señor Presidente, quiero hacer presente que el MAS no dio la unanimidad en los Comités para tratar en Sala el proyecto de acuerdo que va a ser votado a continuación.



Creo firmemente que tal iniciativa es una intromisión indebida en los asuntos internos de la República Bolivariana de Venezuela, por interpelar a un poder del Estado, que es el Poder Electoral, a anticipar o realizar elecciones. 



Considero del todo improcedente, más allá de los temas políticos, que un Poder del Estado de Chile se entrometa en las facultades de un Poder del Estado de Venezuela, como es el Poder Electoral.



Yo ya quisiera al Poder Electoral en reemplazo de nuestro viejo SERVEL para cautelar nuestras elecciones, o a la Constitución democrática de Venezuela, que es muchísimo, muchísimo más democrática que la vieja, arcaica y nauseabunda Constitución del 80.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, leí el proyecto de acuerdo en cuestión y, a mi parecer -quiero dejar constancia de ello-, falta un párrafo donde se pida a la Presidenta de la República que reciba a las señoras de los dos políticos de la República Bolivariana de Venezuela, para así no solo hacer mención de la situación, sino también dar una señal importante en el sentido de que el Senado, si está de acuerdo con esta iniciativa, pida a la Primera Mandataria recibir a esas dos personas, con lo cual damos una señal de que respetamos los derechos humanos en todos lados.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, solo a modo de información -porque acá, desde la testera, no puedo emitir juicios de valor- le señalo que Su Excelencia la Presidenta de la República me explicó hoy en la mañana que ella no había recibido ninguna solicitud de audiencia. Esa situación se la expresé tanto a Mitzy Capriles como a Lilian Tintori. Ellas reconocieron el gesto. 



Por lo tanto, le traspaso esa información, que me entregó la señora Presidenta de la República.

LIBERTAD DE PRESOS POLÍTICOS, PROCESOS ELECTORALES JUSTOS Y TRANSPARENTES Y DEFENSA IRRESTRICTA DE DERECHOS HUMANOS Y LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN VENEZUELA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Según lo establecido por los Comités, corresponde pronunciarse sobre un proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores, referido a la situación en Venezuela.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.804-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa dice lo siguiente:



“El Senado de Chile acuerda:



“1.- Solicitar la libertad de todos los presos políticos en Venezuela, de todos aquellos que por ser representantes democráticos o por pensar distinto han sido privados de su libertad. En Leopoldo López y Antonio Ledezma simbolizamos esta demanda de libertad.



“2.- Exigir de dicho Gobierno que el proceso electoral futuro se dé en un contexto de garantías e imparcialidad, y en una fecha establecida con la debida antelación, pues promover y cuidar la democracia supone procesos electorales justos y transparentes.



“3.- Reclamar al Ejecutivo venezolano una defensa irrestricta a los derechos humanos y la libertad de expresión. La represión a la protesta, tortura y encarcelamiento sin pruebas, vulneran la dignidad de la persona y afectan gravemente los principios democráticos y el respeto al principio de separación de poderes, base fundamental para la correcta aplicación del estado de derecho”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (30 votos a favor, uno en contra y 4 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Navarro. 


Se abstuvieron los señores Girardi, Lagos, Quintana y Tuma.
V. ORDEN DEL DÍA

ELIMINACIÓN DE PROHIBICIÓN PARA PARTICIPACIÓN DE ESTUDIANTES Y FUNCIONARIOS EN GOBIERNO DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar, en el primer lugar del Orden del Día, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.481-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 93ª, en 28 de enero de 2015.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son eliminar las prohibiciones actualmente existentes que impiden la participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.



Asimismo, se busca consagrar expresamente la prohibición para que las instituciones de educación superior contengan en sus estatutos, normativa interna o en cualquier acto o contrato entre ellas y sus miembros alguna prohibición, limitación u obstáculo al derecho de asociación.


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 18 de marzo del presente año, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi e Ignacio Walker.


La Comisión de Educación consigna que, de acuerdo al trámite dispuesto por la Sala al ingresar esta iniciativa al Senado, correspondía que durante su debate en particular fuera informada también por la de Hacienda. Sin embargo, agrega que las normas que motivaron dicho procedimiento, contenidas en los artículos 2°, 3° y 4° transitorios del proyecto, fueron suprimidas por el referido órgano técnico, por lo que, como consecuencia de lo anterior, informa que no debe ir a trámite a la Comisión de Hacienda.


Como resultado de esa supresión, la Comisión propone cambiar la denominación de la iniciativa por la de “Proyecto de ley que elimina la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, asegurando el derecho de asociación”.


En cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Educación realizó diversas enmiendas, las que aprobó por unanimidad.


Cabe hacer presente que el artículo 1º permanente tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos favorables.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de entrar al debate del proyecto, sin perjuicio de poner en discusión general y particular la iniciativa, tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que recabe la autorización de la Sala para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización pueda sesionar a las cinco de la tarde, a fin de despachar el proyecto sobre probidad de la función pública.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Por supuesto que doy acuerdo, señor Presidente, porque esa iniciativa me parece muy importante. Pero sería conveniente que, asimismo, abriera la votación de la que nos ocupa, ya que es de quórum especial, y los colegas tendrían que asistir a esa Comisión.



Así podríamos hacer las dos cosas al mismo tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El problema, Su Señoría, es que hay normas de quórum especial.

El señor PIZARRO.- Por eso le pido que abra la votación. Porque son veinte para las cinco, y, mientras tanto, los integrantes de la Comisión podrían ir dejando su voto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, si les parece a los señores Senadores, se autorizará a la Comisión de Gobierno para sesionar paralelamente con la Sala.



--Se autoriza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No sé si llamarlo “semiacuerdo” o “acuerdo tácito”, pero se pidió que en este proyecto ojalá solo intervinieran los miembros de la Comisión de Educación. Lo dejo a la voluntad de cada señor Senador, pues no les puedo impedir hablar; se había pedido que la iniciativa se tratara como si fuera de Fácil Despacho, pero este objetivo nunca se cumple.



En consecuencia, espero que se puedan limitar las intervenciones, porque a pesar de que hay solo tres proyectos en tabla, varios que quedaron en condiciones de ser agregados a ella y, por lo tanto, sería ideal que se acogiera la sugerencia de que hablarán únicamente los integrantes de la Comisión de Educación, sin perjuicio -repito- de que no puedo impedir la intervención de los Senadores.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana, para informar la iniciativa.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, tal como lo han señalado los señores Senadores integrantes de la Comisión de Educación y también el señor Secretario en su relación, este proyecto tiene normas de quórum especial y busca eliminar la prohibición expresa contemplada en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1990, que a su vez reitera lo dispuesto por normas similares de los años 80.



Todo esto es anterior a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Básicamente, prohíbe cualquier tipo de participación de los estudiantes y de los funcionarios no académicos en los gobiernos universitarios tanto de las universidades, en general, como también de los centros de formación técnica y de los institutos de educación superior.



El Senado hizo dos modificaciones a lo aprobado por la Cámara.



Una de ellas -por supuesto con la venia del Ejecutivo y recogiendo el planteamiento que nos formularon varias universidades que asistieron a la Comisión de Educación- elimina los artículos transitorios relacionados con la aprobación de los estatutos de dos universidades: la de Santiago y la de Valparaíso.



Por otro lado, se incorporan una precisión, un nuevo literal al proyecto -espero referirme a eso en los tiempos de mi intervención y de mi fundamento del voto-, que busca dejar muy claro que esta eliminación de la prohibición expresa para que los estudiantes y los funcionarios no académicos puedan participar en los gobiernos universitarios y en la elección de sus autoridades, rija para todas las universidades.



Ello, porque el Gobierno anterior hizo una interpretación, más bien sistémica -en general, hay consenso en aquello-, en cuanto a que esto rige no solo para las universidades privadas, como uno podría suponer, dado que las estatales son creadas por una ley especial -por ejemplo, la Comisión de Educación está estudiando la iniciativa sobre creación de las universidades de la Región de Aisén y de la Región de O’Higgins-, sino también para todos los planteles de educación superior.



Por cierto, se mantiene el carácter y la autonomía de los centros de estudios. En consecuencia, es bueno hacer esta precisión en el sentido de que no porque se elimine esta prohibición vamos a suponer que en todos los planteles universitarios tendremos la participación de los estudiantes y de los funcionarios no académicos. Sería lo deseable y probablemente ello va a ocurrir en muchas universidades; pero, finalmente, serán las propias comunidades educativas las que decidirán el tipo de gobierno universitario que se darán.



Esto lo señalo simplemente como un informe muy general de este proyecto, sin perjuicio de lo que diré en el tiempo que me corresponda.



Debo agregar que todos los artículos de la iniciativa fueron aprobados por unanimidad. Los cinco señores Senadores de la Comisión de Educación escuchamos a varias universidades, escuchamos a la CONFECH, escuchamos a presidentes de federaciones de estudiantes -este tema les importa mucho a las federaciones estudiantiles de nuestro país-, y también escuchamos a funcionarios académicos y no académicos agrupados en distintos referentes a nivel nacional.



Es cuanto puedo informar.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, muy brevemente, deseo complementar lo que ha dicho el Presidente de la Comisión.



En términos muy simples, yo diría que toda persona que crea en la participación, en la libre asociación y, sobre todo, en la autonomía de los establecimientos de educación superior (que incluye su forma de gobierno), debería votar a favor de este proyecto de ley que, como ha dicho su Presidente, fue acordado por los cinco miembros de la Comisión de Educación, después de un debate realmente muy interesante.



En definitiva, aquí se trata de eliminar una prohibición.



Uno podrá discutir cuál es la mejor forma de estructurar la organización interna de una institución de educación superior sobre la base de su propia autonomía. Algunos haremos el alegato, cuando corresponda, de que no creemos en el cogobierno. No obstante, esto no tiene nada que ver con ello, directamente.



Lo que elimina esta iniciativa es una prohibición absolutamente superada. El artículo 56, letra e), señala que los estatutos de las universidades deben contemplar disposiciones que establezcan la estructura de la entidad.



Y agrega: “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos, de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas”.



Imagino que, en su momento, el legislador, “bajo la dictadura”, habrá tenido en cuenta a lo mejor la mala experiencia de lo que fueron algunos cogobiernos en universidades o instituciones de educación superior.



Insisto: personalmente estoy en contra de esas formas de cogobierno. Pero mal pueden afectarse aspectos tan esenciales de la vida ciudadana en democracia como son la participación, la libre asociación y, sobre todo -insisto-, la autonomía de las instituciones de educación superior, mediante la prohibición o la exclusión por ley de esa participación.



Efectivamente, hubo al efecto un debate -lo planteó muy bien el señor Secretario-, porque el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 2 dispone que las universidades no creadas por ley -o sea, las privadas- tendrán ciertas características, y el artículo siguiente determina los requisitos que consignarán los estatutos. Pero, al eliminarse la prohibición que indica el proyecto, evidentemente que ella se elimina respecto de cualquier institución de educación superior, pues es la única mención que va a existir en una norma legal o en un cuerpo legislativo en materia de prohibición.



Junto con ello, la iniciativa agrega una nueva disposición, referida a que ninguna normativa interna, ni ningún acto ni contrato entre la universidad y sus estudiantes o personal académico y no académico contendrá disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos últimos.



Por cierto, queremos propender a la libre organización de los estamentos que componen una comunidad en un establecimiento de educación superior.



Y, finalmente, el proyecto concede el plazo de un año para adecuar las normas de los estatutos de esas instituciones a esta legislación.



A mi juicio, lo anterior explica la unanimidad alcanzada en la Comisión de Educación. 



Ojalá que pudiéramos avanzar rápido en el despacho de este proyecto de ley, que constituye además no solo un aspecto importante de las demandas estudiantiles, sino también de la reforma educacional y de los compromisos programáticos del Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Por eso, voto a favor.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Quiero recordar a Sus Señorías que se encuentra abierta la votación y que esta iniciativa fue acogida en forma unánime en la Comisión -por eso se colocó en el primer lugar de la tabla-. Sin embargo, hasta ahora han votado muy pocos señores Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tal como explicó el Presidente de la Comisión de Educación, Senador Quintana, y como mencionó el Senador Ignacio Walker, esta iniciativa fue aprobada por la unanimidad de sus miembros. Y la verdad es que las razones de ello saltan a la vista.



En primer lugar, aquí se elimina, se deja sin efecto una prohibición del todo injustificada y que razonadamente podía entenderse como una inhibición, una prohibición al derecho de asociación que deben tener en los planteles de educación superior todos quienes participan en dichas entidades: estudiantes, docentes, paradocentes, funcionarios; es decir, el conjunto de la comunidad universitaria. Los estamentos de la comunidad universitaria no tienen por qué ser sometidos a una norma que de alguna manera implique una limitación en su derecho de asociación.



En segundo lugar, señor Presidente, es preciso señalar que en la Comisión de Educación -y quiero destacar la participación de dos rectores de universidades estatales: los señores Valle y Zolezzi- yo diría que hubo, junto con las intervenciones de los representantes del Gobierno, una clara demostración en orden a que la autonomía universitaria es un valor por cautelar. 



Si queremos que verdaderamente existan universidades con el nombre de tales, la autonomía, la no interferencia indebida, el que ellas puedan desarrollar sus proyectos educativos aparece casi como de la esencia.



De ahí que se elimine la mencionada prohibición y, al mismo tiempo, se refuerce tal concepto.



Por otra parte, en lo que dice relación con los artículos transitorios, creo conveniente dejar constancia -está en el informe de la Comisión- de que los propios rectores de las universidades estatales hicieron ver la necesidad de que el Congreso pudiera abocarse a un análisis más detallado de los principios del gobierno universitario en el caso de los planteles que pertenecen al Estado. Porque en esta materia, señor Presidente, tenemos, de un lado, establecimientos que forman parte de él, y de otro, recintos privados propiamente tales, y también un conjunto de universidades, entre las que se encuentran, por ejemplo, las que conforman la denominada “Red G9”. Estoy pensando en la Universidad de Concepción y en la Universidad Austral, a la que conozco particularmente bien por el hecho de haber representado en alguna oportunidad a la Región de Los Ríos.



El planteamiento que ellos formularon fue que, si bien es cierto en las universidades privadas o en las de la Red G9 -por así decirlo-, la autonomía y las modificaciones estatutarias dicen relación con sus propios organismos y con sus propias normas internas, en el caso de los planteles estatales se requiere una legislación.



Y a nosotros nos pareció completamente razonable que, si se requería una legislación particular para cada uno de esos planteles, hubiese una suerte de “ley marco” -por señalarlo de algún modo- donde se establecieran los principios generales conforme a los cuales el legislador pretende que exista el gobierno de las universidades estatales.



Por último, señor Presidente, deseo destacar que -tal como se ha manifestado aquí- hay por delante un interesante debate.



Nadie se halla en contra de la participación intensa, activa, positiva, fructífera al interior de los establecimientos universitarios. ¿Quién podría decir que lo está? Francamente, creo que nadie.



Sin embargo, distinto es introducir el concepto de cogobierno en la forma en que se le conoce de manera tradicional, que, por cierto, es algo extraordinariamente discutible. 



Si uno revisa la lista de las cien universidades más prestigiosas del mundo, dificulto que encuentre alguna que esté en la idea del cogobierno del modo en que se ha entendido tradicionalmente en Chile.



Pero, en fin, ese tema lo deberemos discutir más adelante, pensando precisamente en establecer criterios generales respecto de una suerte de ley marco que inspire la necesaria readecuación de los estatutos de las universidades estatales.



Por todas esas razones, señor Presidente, vamos a votar a favor del proyecto.



Creo que lo que he señalado justifica, desde el punto de vista de la Oposición, por qué nos pronunciamos favorablemente y por qué ha habido unanimidad para aprobar esta iniciativa del Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.
El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, la iniciativa que votamos hoy es un logro concreto del movimiento social que se ha estructurado desde el año 2011 en adelante, detrás de las banderas de la educación pública gratuita y de calidad.



No obstante, su origen es aún anterior. La participación estamental en el gobierno universitario fue uno de los ejes de la reforma universitaria de los años 60, y luego, de la lucha del movimiento estudiantil contra los rectores delegados y la intervención militar de las universidades.



Ha sido, por tanto, una demanda histórica, respaldada por varias generaciones de jóvenes estudiantes que en distintos momentos han salido a las calles para reclamar no solo por sus condiciones particulares, sino también por la democracia; por los derechos humanos; por la suerte de los trabajadores, de las mujeres, de los pueblos originarios; y por todos los postergados del sistema.



En consecuencia, me parece de plena justicia este proyecto de ley, que al menos en parte sintoniza con ese movimiento, que -como decía- ha cruzado generaciones. 



En concreto, por un lado, esta iniciativa fortalece la democracia al resolver las limitantes de participación de estudiantes y trabajadores, ampliando las posibilidades de ejercicio de la autonomía de universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica, y por otro, ayuda a configurar un sistema universitario más participativo, acorde no solo a los tiempos que corren, sino también al tipo de educación que anida en la base de la reforma de la enseñanza comprometida con la ciudadanía.



Mucho se ha hablado acá en el último tiempo de la libertad de enseñanza. Precisamente este proyecto de ley pone en tensión el discurso referido a la libertad de enseñanza y obliga a ser consecuentes. ¡En el país necesitamos hechos y no solo palabras!



Aquí ya no estamos hablando de la libertad de emprender negocios educativos, sino de garantizar la participación de los estudiantes y administrativos en la gestión de sus casas de estudio, recogiendo en ello un principio básico de la libertad de enseñanza: la autonomía universitaria.



La autonomía universitaria conculcada atenta contra la libertad del desarrollo del pensamiento crítico y, por tanto, afecta la libre expresión del conocimiento, el que, sin limitaciones mayores que aquellas que puedan incidir en el bien común, debe estar abierto y ser garantía de permitir a la capacidad humana ampliar las fronteras, siempre dinámicas, del saber.



El proyecto establece que en ningún caso los estatutos o normativas internas de las universidades podrán contener disposiciones que prohíban la libre organización de sus estudiantes y personal docente, a fin de asegurar que la comunidad universitaria pueda asociarse libremente.



Aquí hay un elemento destacable. Si esperamos contar con una ciudadanía activa, que participe, se empodere, decida y actúe de modo colectivo, el permitir su organización dentro de las universidades debiera ser un paso necesario, si es que no imprescindible, en el proceso de formación para la vida, que se espera que entreguen las instituciones de educación superior.


Lamentablemente, todavía hay casas de estudio que ponen limitaciones a la organización estudiantil o que afectan la libertad de cátedra, lo que se contradice abiertamente no solo con el desarrollo que ha alcanzado nuestra legislación, sino también con el nivel de madurez de las personas y el rol creciente que estas juegan en el quehacer de las instituciones.


El sector público ha avanzado desde la recuperación de la democracia en el desarrollo de los espacios de participación, pero poco ha hecho el sector privado en este ámbito. Nada se habla, por ejemplo, sobre la participación de los trabajadores en la conducción de las empresas.


¡Cuántas irregularidades que se esconden en las actas de los conspicuos directorios de empresas se habrían evitado con una participación, así sea simbólica, de los trabajadores en esas instancias!


El país necesita abrir las ventanas y permitir que entre el aire fresco de la renovación y de la participación democrática de la gente, tanto en el sector público como en el privado.


Por esas razones, señor Presidente, voto a favor de esta iniciativa.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en primer lugar, debo señalar que lo que busca la reforma en análisis, que aprobamos unánimemente en la Comisión de Educación, es eliminar una prohibición.



Actualmente, la norma pertinente dice que la forma de gobierno de una universidad “deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos”.



Y uno de los aspectos principales de discusión en el órgano técnico fue la necesidad de que cada institución de educación superior determine de manera autónoma cuál va a ser su organización interna, y que esta no sea impuesta desde afuera por ley.



El debate en esta materia se centró en si el cambio propuesto (terminar con esta prohibición de participación con derecho a voto) significaba automáticamente que debía existir participación con derecho a voto de algunos estamentos de la universidad. Tal planteamiento implicaría una intromisión en la autonomía universitaria.



En ese sentido la respuesta del Ejecutivo fue sumamente clara, en palabras del asesor del Ministro de Educación señor Patricio Espinoza. Y leo el informe: “Aseveró que la redacción propuesta es fundamental para asegurar no sólo la participación de los estamentos aludidos sino también su organización. Con todo, enfatizó que lo anterior no obligará a los planteles a reestructurar sus formas de gobierno, toda vez que la organización interna de las instituciones de educación superior es una decisión propia de ellas, en virtud de la autonomía que las rige. A mayor abundamiento, reafirmó que serán ellas quienes decidirán cuál será su forma de gobierno y los grados de participación de las comunidades.”.



Recalco este punto, señor Presidente, porque fue un tema importante de discusión si la enmienda planteada avanzaba de alguna manera hacia el cogobierno; si constituía la dictación de una legislación que imponía cierto modo de organización a las universidades, por ejemplo, para recibir financiamiento del Estado. 



Pero lo manifestado por el Gobierno con mucha claridad, que fue recogido por todos los miembros de la Comisión, es que se va a respetar la organización que cada universidad se fije.



Por otro lado, no se quiere -y por eso estamos eliminando la norma pertinente- que exista una prohibición respecto de determinada modalidad de gobierno. Lo que todos buscamos, transversalmente -y así lo expresamos en las reuniones del órgano técnico-, es que las universidades, de modo autónomo, puedan establecer su estructura interna y las formas de participación que van a tener los estudiantes y los demás estamentos, considerando que, de hecho, es muy diverso el carácter de dichas casas de estudio a lo largo del país.



En definitiva, no se desea que a través de una norma legal se afecte directamente la autonomía universitaria. Y en cierta manera la disposición que se propone suprimir sí lo hace, porque prohíbe la participación con derecho a voto de alumnos y administrativos.



Con la iniciativa que nos ocupa existirá autonomía total de parte de las universidades para organizar sus estamentos internos y definir la forma de participación que tendrán los estudiantes, los académicos, los distintos departamentos que las componen.



Por lo tanto, señor Presidente, después de una fructífera discusión en la Comisión, se dio apoyo unánime al proyecto, con algunos cambios que se introdujeron después de una conversación entre el Ejecutivo y los integrantes de la Comisión, señores Allamand, Quintana, Rossi, Ignacio Walker y quien habla.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que pase a remplazarme en la testera el Honorable señor Andrés Zaldívar, mientras me ausento para recibir a una delegación internacional.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Andrés Zaldívar, en calidad de Presidente accidental.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, seré muy breve.



Los “pingüinos”, cuando marcharon el 2006, y los universitarios, cuando lo hicieron el 2012 y el 2013, plantearon entre sus principales demandas -curiosamente, se exigió con mucha fuerza desde el mundo secundario- modificar el DFL N° 2 mediante la eliminación de esta prohibición, que es un resabio autoritario. En vez de prohibir, se busca establecer que cada institución regule sus mecanismos de participación interna.



Agradezco al movimiento estudiantil chileno por haber impulsado y promovido desde hace muchos años estas demandas, y también al Gobierno por haberlas acogido. De esta forma se termina con una institucionalidad que le hace mal a Chile.



Si bien es cierto esta propuesta legislativa está dirigida fundamentalmente a las universidades privadas, también involucra a varias del CRUCH. Y es muy importante que así sea. Más aún, si consideramos -y por eso he pedido la palabra- que se está debatiendo la creación de dos universidades estatales: en las Regiones de Aisén y del Libertador General Bernardo O’Higgins. La idea es que estas se creen sin este tipo de prohibición absurda.



El Senador Ignacio Walker planteó su percepción sobre el cogobierno.



Por otra parte, tenemos la experiencia de la Universidad de Chile; en particular, de lo que significa su Senado Universitario, como espacio de participación ponderada de la principal casa de estudios superiores, a mi juicio, del país. En esta instancia la participación no ha impedido, más bien ha enriquecido, el proceso de construcción de una institución de tremenda trascendencia.



Señor Presidente, voto a favor del proyecto.



Y nuevamente aprovecho la oportunidad para agradecerle al Gobierno -a través del Ministro de Educación, aquí presente- por haber acogido la demanda de los estudiantes y, por sobre todo, al movimiento estudiantil por haber levantado esta bandera de lucha por tantos años.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, efectivamente, como indique en mi informe, lo que se plantea es muy importante.



Uno se pregunta a estas alturas, después de 25 años de democracia, cómo es que mantenemos una aberración jurídica tan notoria, en virtud de la cual se prohíbe de manera categórica y expresa la participación de los estudiantes y también de los funcionarios de las universidades.



Dicha participación no necesariamente debe referirse a la conducción de las instituciones de educación superior, y tampoco al cogobierno. Nosotros escuchamos a las federaciones estudiantiles en la Comisión, y no señalaron eso.


Por supuesto, la norma en cuestión tiene una raíz histórica y una explicación.



La restricción que rige hoy data del año 80. Alguien dirá: “Este es el DFL N° 2 del año 90”. Pero tal normativa es una reiteración del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, de 1981, y del DFL Nº 1, de 1980, el primero que establece esta prohibición.



Lo que se buscaba era terminar con un peligro para la dictadura, considerando lo ocurrido en los años 60 en Europa. En todo caso, recordemos que lo que pasó en Mayo del 68 en París tuvo su origen en protestas de estudiantes latinoamericanos, especialmente en Córdoba. Ahí empieza a manifestarse ese deseo de los estudiantes por participar, pero no necesariamente -reitero- en la conducción de los planteles educativos.



Claro, hubo experiencias -lo dijo el Senador Ignacio Walker- que derivaron en cogobierno, lo que nadie busca reeditar hoy. Se dieron casos de universidades en cuyas asambleas se decidía qué profesor realizaría determinada cátedra.



En ese sentido, creo que aquí ha primado la responsabilidad tanto del Senado como de quienes han encabezado este proyecto, que, por lo demás, forma parte de la reforma educacional propuesta por la Presidenta Bachelet, proceso en el cual el Ministro Nicolás Eyzaguirre ha jugado un rol fundamental en la mantención del diálogo con los estudiantes y, asimismo, con los rectores de las universidades. 



Estos han planteado, y con razón -por eso se sacaron de la iniciativa casi todos los artículos transitorios-, que, antes de la aprobación de los estatutos de cualquier universidad, deben fijarse ciertas ideas fuerza, cierto sentido común, ciertas bases, relativas a la sana administración y, por supuesto, a la conducción de la organización; es decir, establecer temas propios de la rectoría, de los componentes directivos, en fin. 



En suma, se propone terminar con una aberración jurídica, con algo que no debió existir. Por lo mismo, uno se pregunta cómo nada se dijo en los Gobiernos anteriores (de la Concertación y de la Derecha) respecto de la antigua aspiración de los estudiantes universitarios de poner fin a esta prohibición expresa de participación. 



Reitero: lo que se plantea abarcará a todas las universidades, no solo a las privadas, las que, como se señaló acá, no se crean por ley especial. Ello, con la precisión que introdujimos en la Comisión. 



Nos parece que se da un gran paso. 



Esta iniciativa forma parte de la reforma educacional y constituye una muestra más de perfeccionamiento responsable, por cuanto se entiende que la participación, así como la libertad y la autonomía, son pilares esenciales en una universidad, que no es otra cosa que una comunidad donde distintos actores deben luchar por alcanzar objetivos superiores en la búsqueda del conocimiento. 



Voto, con entusiasmo, a favor del proyecto. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Señor Ministro, no puedo darle la palabra, porque estamos en votación. Pero si su intención es efectuar una rectificación de hecho, no hay inconveniente en que intervenga. 

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Es una aclaración.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Entonces, puede hacer uso de la palabra. 

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señor Presidente, se trata de una precisión, a fin de que haya completa transparencia. 



Efectivamente, como se ha señalado, esta iniciativa no prefigura ninguna forma de organización para las universidades. Simplemente prohíbe prohibir. 



Sin embargo, en aras de la transparencia, dejo constancia en la historia fidedigna de la ley de que ello no significa que en el futuro, particularmente respecto de las universidades estatales, nosotros no podamos legislar sobre su gobernanza. 



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- A usted, señor Ministro, por la aclaración. 



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, el Ministro acaba de introducir el tema al cual quiero referirme. 



Si bien, al parecer, la aprobación del proyecto será unánime, cabe señalar que no puedo compartir los argumentos dados esta tarde en la Sala en el sentido de que la autonomía universitaria se deba entender como el derecho a establecer cualquier forma de gobernanza -según se expresó- o de gobierno en una institución de estudios superiores. 



Son algo intrínseco al hecho de ser universidad la participación de todos los estamentos y, también, la democracia interna. 



Por lo tanto, con esta iniciativa estamos dando una señal política potente para terminar con resabios de otra época, aunque falta cambiar muchas cosas en educación superior que vienen de la dictadura. Al menos, ahora estamos eliminando la aberración legal que excluye la participación de distintos estamentos de la comunidad universitaria en el gobierno de dichas casas de estudio. 



Claramente eso atenta contra la autonomía universitaria. 



Pero esta no debe ser entendida como un cheque en blanco para que cualquier institución de educación superior haga lo que desee, conculcando garantías constitucionales o vulnerando la naturaleza propia de ser universidad. 



Alguien decía -creo que fue un papa- que las universidades son centros incomparables de búsqueda de la verdad. ¡Cómo se puede buscar la verdad si existen restricciones a la libertad de asociación, de organización, o limitaciones a la participación de los diferentes estamentos!



Aquí ni siquiera estamos hablando de cogobierno. 



Por otra parte, además de suprimir esta prohibición -insisto- absurda, se introduce una disposición para que la normativa interna no impida la libre organización. O sea, estamos metiéndonos en los estatutos de las casas de estudios superiores. Que no se crea que, a partir de algunas declaraciones que se han hecho, tales instituciones pueden regirse por cualquier tipo de norma, porque eso va en contra de lo que significa ser universidad. 



Más aún, si esta pretende suscribir un convenio con el Estado para recibir recursos públicos, debe tener libertad de cátedra y de asociación, cosa que en varios planteles no hemos visto. 



Lamentablemente, en mi propia universidad, la Pontificia Universidad Católica de Chile, se ha censurado a un profesor y, también, se ha expulsado a un destacado investigador. Más allá de todo lo que ella ha hecho por nuestro país, deploro que incurra en ese tipo de prácticas, pues atentan contra el espíritu universitario.



Por lo tanto, quiero ser muy claro: la organización interna de las instituciones de educación superior debe ser definida por cada una de ellas, de acuerdo a su autonomía y dentro de un marco legal con reglas claras, que reflejen lo que la sociedad chilena considera que debe regir a las universidades.



Desde esa perspectiva, señor Presidente, evidentemente vamos a aprobar este proyecto. 



Asimismo, me parece relevante señalar que la autonomía universitaria carece de rango constitucional. Así lo han dicho destacados constitucionalistas. Se ha hecho una interpretación un tanto oportunista al respecto, aduciendo que aquella tendría ese carácter, lo cual no es efectivo. 



Sin embargo, si bien es cierto cada institución tiene derecho a establecer las normas que la rigen, las que de alguna manera representan su forma de gobierno, es muy importante entender que debe haber un piso mínimo, ciertas normas básicas que rijan a todas las universidades: no solo a las estatales, sino también a las privadas que reciben fondos públicos, que son cuantiosos. 



Reitero que vamos a aprobar esta iniciativa.



Ojalá pronto podamos debatir sobre una nueva regulación para la educación superior, ya que continúan vigentes las mismas normas dictadas en 1980. Y todos entendemos muy bien que ha cambiado el panorama en esta materia, no solo en cuanto a la proliferación de la matrícula, sino también respecto del incremento de la oferta educacional.



En consecuencia, resulta imperioso -imagino que lo mismo ocurrirá cuando hablemos de gratuidad- abordar todos los aspectos relativos a las instituciones de educación superior, a la Superintendencia respectiva y a los demás elementos sobre el particular. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, quiero recordar que fui Vicepresidente y Secretario General de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Valparaíso en los años 90 y 91. 



En ese entonces ya demandábamos una nueva forma de gobernanza universitaria. Ha pasado bastante tiempo y hoy existe voluntad del Gobierno para empujar un proyecto de ley en ese sentido. 



Ciertamente, establecer “Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre la universidad y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos” representa un aporte relevante. 



En esa época nosotros impulsábamos con fuerza la capacidad triestamental para que los estudiantes, el personal no académico y el académico puedan contar con una nueva forma de gobierno. 



Me parece doblemente valioso que la dictación de los nuevos estatutos se inicie en la Universidad de Valparaíso, en la cual yo fui dirigente estudiantil y donde levantamos en su oportunidad estas banderas de lucha, y, también, en la USACH. 



Me parece que este es un paso decisivo. 



A partir de esta futura ley, habrá una acción hacia nuevas formas de organización. Pero, como bien dijo el Senador Rossi, ello no significará un cheque en blanco, sino, por el contrario, mucha responsabilidad para generar un proceso de cambio y una manera distinta de entender la gobernanza universitaria.



En consecuencia, voto a favor de este proyecto de ley. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- No queda ningún Senador inscrito para fundar el voto. 



Señor Secretario, consulte. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (34 votos afirmativos) y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron 
las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

ADECUACIÓN DE LEGISLACIÓN NACIONAL A ESTÁNDAR DE CONVENIO MARCO DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD PARA EL CONTROL DEL TABACO

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi y Rossi y del entonces Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, con segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.886-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi y Rossi y del entonces Senador señor Ruiz-Esquide):



En primer trámite, sesión 11ª, en 10 de abril de 2013.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 35ª, en 5 de agosto de 2014.



Salud (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.



Discusión:



Sesiones 36ª, en 6 de agosto de 2014 (queda pendiente la discusión en general); 37ª, en 12 de agosto de 2014 (aprobado en general).
 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 12 agosto de 2014.



 La Comisión de Salud deja constancia en su informe, para los efectos reglamentarios, de que los números 1), 2), 3), 5) y 12) del artículo 1°; el artículo 3°, y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión o votación.

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- De acuerdo con el Reglamento, daríamos por aprobadas las normas señaladas.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pedimos que el proyecto se vote artículo por artículo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Conforme.



Solicito el asentimiento de la Sala para que pase a remplazarme en la testera el Senador señor Ignacio Walker, ya que debo integrar la Comisión de Gobierno.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Walker, don Ignacio, en calidad de Presidente accidental.

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por otra parte, el número 14) del artículo 1°, que no fue objeto de modificaciones en el segundo informe, debe aprobarse en particular con quórum orgánico constitucional, esto es, con 22 votos favorables.



La Comisión de Salud realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de cinco de ellas, que serán puestas en discusión y en votación oportunamente.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador impugne la proposición de la Comisión a su respecto o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que transcribe, en la tercera columna, las modificaciones introducidas por la Comisión de Salud y, en la cuarta, el texto como quedaría al aprobarlas.



De consiguiente, en primer lugar habría que proceder a dar por aprobadas las normas que señalé (números 1), 2), 3), 5) y 12) del artículo 1°; el artículo 3°, y el artículo transitorio), por cuanto no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones ni tienen quórum especial.

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, ¿está pedido el debate de las cinco normas?

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Estamos en la discusión en particular, artículo por artículo, y el señor Secretario acaba de dar algunas indicaciones sobre la materia.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, ¿el numeral 12) del artículo 1° es uno de los que ha señalado el señor Secretario? ¿Se entendería que está aprobado?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente, los números 1), 2), 3), 5) y 12) del artículo 1°; el artículo 3°, y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Y de acuerdo al artículo 124 del Reglamento, al no ser normas de quórum especial, deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. 

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Muy bien. Se darían por aprobadas, entonces, las disposiciones mencionadas.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo tengo una observación respecto del numeral 12), que me parece difícil de aplicar y bastante complejo. Por eso, solicité la posibilidad de discutirlo, si hubiera unanimidad. En cuanto al resto, no tengo objeciones. 

La señora ALLENDE.- ¿En qué página estamos?

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Página 17 del boletín comparado. 

El señor HARBOE.- Sí, señor Presidente.



Ahora, ¡a lo mejor el Senador Girardi le pide al Senador Rossi que no dé la unanimidad…! Pero está bien.

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Entonces, se darían por aprobadas las normas que hemos mencionado. 



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Para aclarar: el numeral 12), que pasa a ser 13), no fue objeto de modificaciones ni indicaciones. Figura en la página 17, segunda columna, del boletín comparado.



Lo que sucede es que se agregaron normas, por lo que la numeración fue cambiando.



El número 12) dice: “Agrégase el siguiente artículo 13, nuevo:



“Artículo 13.- Se prohíbe el ingreso de menores de edad a lugares habilitados para fumadores.”.

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- ¿Está claro?

El señor HARBOE.- Está perfecto, señor Presidente. No tengo objeciones sobre esa disposición.

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Entonces, daremos por aprobadas las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en la Comisión. 



--Quedan aprobados reglamentariamente los números 1), 2), 3), 5) y 12) del artículo 1°; el artículo 3°, y el artículo transitorio.
El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Correspondería seguir el orden del proyecto y comenzar a ver las normas de votación dividida. Sin embargo, si se desea, puede votarse antes el número 14) del artículo 1° -figura en la página 18 del boletín comparado-, que sustituye el artículo 15 de la ley, ya que si bien no fue objeto de modificaciones en el segundo informe, es una norma de quórum orgánico constitucional, por lo que requiere, para su aprobación, 22 votos favorables. 

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, deseo hacer una observación de forma.



Este artículo le otorga a la autoridad sanitaria la competencia para los procedimientos de infracción, sacándolos de los juzgados de policía local. Sin embargo, de conformidad al artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para eso se requiere la opinión de la Excelentísima Corte Suprema. Y, hasta donde yo entiendo, ella no se ha solicitado.

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- ¿Les parece que vayamos votando las normas en orden, una por una, y que cuando lleguemos a este numeral llevemos a cabo la discusión? Así, la Secretaría también podrá chequear este aspecto en el informe.



Señor Secretario, sigamos el orden del proyecto y usted nos indica qué se vota y en qué página del comparado se encuentra el texto respectivo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera norma aprobada solo por mayoría en la Comisión es el numeral 4), nuevo (por esa razón cambia la numeración de las demás disposiciones, como se dijo antes), del artículo 1°, que señala: 



“4) Reemplázase en el actual inciso final del artículo 4°” -su texto figura en la primera columna del comparado- “la palabra “diez” por “veinte”.”.



Este numeral fue aprobado por 3 votos a favor, uno en contra y una abstención.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Ignacio (Presidente accidental).- Vamos a poner inmediatamente orden en las tribunas.



No está permitido ningún tipo de manifestación. El respeto de esa norma depende enteramente de ustedes. Por eso, les advierto que, si persisten en su actitud, querámoslo o no, tendremos que adoptar las medidas que corresponden.



Así es que les pido absoluto silencio.



Gracias.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en general, todas estas modificaciones, que algunos a lo mejor pueden encontrar absurdas o disparatadas a primera vista, no son arbitrarias; más bien, se trata de recomendaciones que recogimos de la Organización Mundial de la Salud y de la legislación comparada que ha tenido cierto éxito en controlar la adicción tabáquica.



No quiero profundizar los argumentos, sino solo dar un dato muy claro y que de alguna manera explica por qué estamos legislando: en el grupo etario de niñas entre 13 y 15 años Chile tiene la tasa de consumo de tabaco más alta del mundo, ¡del mundo!



Y este proyecto está muy enfocado a los menores de edad, pues tiene mucho que ver con la publicidad. 



Ahora, establecer la venta de un mínimo de 20 cigarrillos -una cajetilla normal, la que todo el mundo conoce- va en la misma dirección de lo planteado cuando se prohibió vender cigarrillos sueltos, ya que se halla del todo comprobado en la evidencia científica que el precio o el costo del cigarrillo tiene directa relación con su consumo, particularmente en jóvenes y niños. En la medida en que se vende una cantidad inferior a 20 cigarrillos se facilita el acceso a los menores de edad.



Ese es el sentido de esta disposición, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Ministro de Salud subrogante, don Jaime Burrows.

El señor BURROWS (Ministro de Salud subrogante).- Señor Presidente, seré muy breve.



Más que referirme a este numeral en particular -concuerdo con el Senador Rossi en cuanto a su importancia y a su orientación hacia el inicio del consumo por parte de los adolescentes y los jóvenes-, deseo hacer una breve reflexión general.



Este proyecto es muy relevante para el Ejecutivo porque enfrenta un tremendo problema de nuestro país.



Las semanas anteriores presenciamos una enorme catástrofe en el norte y el Ejecutivo ha puesto todos sus recursos para abocarse -me parece que nadie se niega a ello- a dar solución a los problemas sanitarios que emergen a partir de esa situación de emergencia.



Pues bien, el tabaquismo en Chile constituye una catástrofe sanitaria mucho peor, ya que 45 chilenos mueren día a día debido a esa adicción; más de 16 mil compatriotas fallecen al año por causas relacionadas con el consumo del cigarrillo, y estamos en los primeros lugares del ranquin tanto en consumo de escolares adolescentes como de adultos.



Por ese motivo el Gobierno considera necesario avanzar en una legislación que permita al menos disminuir los incentivos para que los jóvenes y los niños comiencen a fumar.



En tal sentido, resulta relevante destacar algunos aspectos del proyecto de ley que nos interesa sobremanera que sean rescatados y aprobados por la Sala del Senado.



En primer lugar, la prohibición de exponer los productos del tabaco mediante su exhibición en los lugares de venta.



En segundo lugar, el establecimiento de una mayor cobertura para la advertencia y de una envoltura genérica para las cajetillas de tabaco. 



En tercer lugar, la prohibición de fumar en parques y plazas destinados a que jueguen los menores de edad. 



Por último, la propuesta de devolver la tuición y la fiscalización de la aplicación de la Ley del Tabaco a la autoridad sanitaria, ya que pudimos comprobar que la entrega de esa potestad a los juzgados de policía local no ha tenido el efecto buscado por la normativa.



En resumen, y volviendo al tema planteado por el Senador Rossi, creemos que este proyecto es importante, ya que nos permitirá avanzar en la solución de la catástrofe sanitaria que significa la epidemia de consumo de tabaco en Chile.



Muchas gracias.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, nadie puede desconocer que el tabaquismo es un problema de salud pública, ni tampoco -porque así lo demuestran las cifras- que el nivel de consumo de tabaco en jóvenes, y particularmente en niños, ha aumentado.



Sin embargo, hay un aspecto que llama tremendamente la atención. En nuestro país venderles tabaco a menores es ilegal. Por lo tanto, resulta un poco contradictorio argumentar a favor de algunas normas establecidas en esta iniciativa que pretenden sancionar aquello que ya es ilegal.



Me da la impresión de que, si queremos evitar la venta de tabaco a menores, lo que se debe hacer…



--(Aplausos en tribunas).


… es aumentar la fiscalización en los puntos de venta en que compran los menores.



--(Aplausos en tribunas).



En segundo lugar, escuchamos decir aquí que esta moción pretende adecuar nuestra normativa al Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud.



Sin embargo, leí el Convenio y encontré una serie de aspectos que este proyecto de ley no toca, como aquellos referidos a la conciencia pública, o los relacionados con las medidas para generar tratamientos de abandono del tabaquismo, o los relativos a acciones alternativas que hagan viables las actividades económicas de los productores, sobre todo de los dedicados a la pequeña agricultura del tabaco.



Entonces, de verdad llama la atención que se pretenda, a través de esta normativa, controlar la venta de tabaco a menores.



Considero que esta medida -por eso voy a votar en contra- lo que hace es…



--(Aplausos en tribunas).
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Excúseme un minuto, señora Senadora.



Les informo a los asistentes a las tribunas que el Senado tiene un Reglamento, según el cual las manifestaciones están prohibidas.



Les pido ajustarse a él y, por consiguiente, que no se expresen ruidosamente.


Ello, para que nos sigan acompañando en esta discusión.



Puede continuar, señora Senadora.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, señalaba yo que la medida a que nos estamos refiriendo, al final del día, fomenta el expendio de cigarros sueltos.



Yo les quiero decir que al frente, ¡a cien metros del Senado, venden cajetillas ilegales, contrabandeadas...!


Por lo tanto, pensar que al disminuir el contenido de las cajetillas se va a reducir el consumo de tabaco es no entender cómo funciona la naturaleza humana.


Sinceramente, creo que, en definitiva, las mismas personas que adquieren paquetes de diez unidades comprarán cigarrillos sueltos, probablemente a un costo mayor y, por cierto, de calidad infinitamente peor.



--(Aplausos en tribunas).



En esta materia, a mi juicio, debemos hacer políticas públicas que apunten a desincentivar el tabaquismo. Pero tengo el convencimiento de que la medida que se nos propone no va en este sentido. Creo que, por el contrario, tal como cuando muchos de nosotros éramos jóvenes y fumábamos, se volverá a la venta de cigarros sueltos.



Así que, de verdad, considero que la medida sugerida es muy mala y atenta contra el espíritu de la ley en proyecto, que es mejorar la salud de los chilenos.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Les reitero a las personas que se hallan en las tribunas que, reglamentariamente, está prohibido manifestarse en forma ruidosa.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el Congreso Nacional ha avanzado de manera notable en medidas dirigidas a proteger la salud de las personas, en particular a combatir el consumo de tabaco, y sobre todo a evitar la adicción en los niños.



Las cifras que entrega el Ministerio de Salud son impactantes desde el punto de vista de lo que está ocurriendo en Chile con el tabaquismo. 



Ahora, yo quiero expresar mi preocupación frente a la sociedad que estamos construyendo.


Se trata de una sociedad en la que queremos profundizar la democracia. Y como queremos profundizar la democracia, les doy a los ciudadanos todo el derecho a tener su espacio de libertad para saber qué les hace daño y qué no les hace daño.



Sin duda, el tabaco es veneno. Pero permitamos que la gente pueda informarse y decidir qué tipo de veneno va a consumir.


Este proyecto establece que en las carátulas el cien por ciento va a ser advertencia. Sin embargo, en ninguna parte se informa qué tabaco (o qué veneno) se consumirá.


Yo creo que los chilenos tienen derecho, al menos en 30 por ciento, en 20 por ciento, en 10 por ciento, en 1 por ciento, a saber qué tipo de tabaco van a consumir.


Por tanto, cuando se prohíbe la venta en paquetes que contengan menos de 20 unidades se impide el expendio de cigarrillos no solo a los niños (eso está bien; en todo caso, la prohibición de venta a menores de edad ya es ley), sino también a la gente de los sectores más vulnerables, de los sectores de más escasos recursos.



Entonces, en mi opinión, se trata de una norma clasista y que no responde a los verdaderos motivos tenidos en cuenta por los impulsores de esta iniciativa, que se vinculan con la protección de la salud de las personas, con el propósito de evitar la adicción al tabaco.



Por otra parte, esta iniciativa no dice qué ocurre con la venta de tabaco en los locales duty-free. El duty-free compite con todas las tiendas que tienen tal característica a lo largo del mundo. Sin embargo, Chile no da cuenta de eso. De manera que, en mi concepto, hemos de hacer una distinción en esa materia.



Mediante una norma de este proyecto “Se prohíbe la fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro artículo que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.”.



¿Vamos a terminar con el cuchuflí…?


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Yo creo que la intención es buena. No obstante, el modo de redactar esta normativa lleva a establecer solo prohibiciones que no dan cuenta de nuestro compromiso con la protección de la salud de la ciudadanía y con la libertad de información.



En otra parte se dispone que “Todas las marcas tendrán característica comunes”. 


Bueno: a los ciudadanos se les niegan la diversidad y la información.


Sabemos que el tabaco es un veneno. Pero al menos sepamos qué tipo de veneno vamos a consumir.


¿Por qué se impedirá que alguien sepa qué está consumiendo al fumar un Dunhill, un Cohiba Club o un cigarro de otra marca?



A mi entender, las legislaciones no deben tener sentido pendular: han de estar provistas de sentido común y del realismo que requiere una sociedad libertaria y que les permite a los ciudadanos decidir.



Otro precepto prohíbe fumar en playas y espacios públicos costeros.


¿Significa aquello que la gente que desee fumar en esos lugares solo podrá hacerlo si se interna mar adentro con un salvavidas…?



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Creo que las referidas disposiciones doblegan en extremo la voluntad de los ciudadanos.


Por lo tanto, señor Presidente, estimo necesario revisar las particularidades de este proyecto.



No voy a votar favorablemente muchos de los preceptos en comento.


He dicho.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo comparto la gran mayoría de las normas que contiene el proyecto en debate. Me parece muy bien todo lo que hagamos en esta materia, particularmente para proteger a los menores de los enormes y graves problemas de salud que acarrea el consumo de tabaco.


Sin embargo, la disposición que vamos a votar, que en el fondo prohíbe la venta en cajetillas de diez cigarros, es francamente exagerada.



En primer lugar, por lo que conozco, los buenos cigarrillos son los que se venden en envases de diez unidades, fundamentalmente. Es un producto más caro. Por lo tanto, prohibirlo carece de todo sentido práctico.


Además, uno podría, legítimamente, decir: “Prohíbo la cajetilla de diez”. La persona queda obligada a comprar la de veinte; en consecuencia, va a fumar más, no menos. O sea, se logra un efecto absolutamente contrario al que busca el precepto en cuestión.



Yo creo que, finalmente, estas normas tan draconianas le terminan haciendo un flaco favor al proyecto en su conjunto.


Lo mismo ocurre, por ejemplo, con la prohibición de fumar en las playas. Esta medida raya en lo absurdo, pues lo que se ha de buscar es precisamente que las personas no fumen en lugares cerrados, sino en zonas más abiertas, más ventosas, para eliminar toda posibilidad de contaminación.



Voy votar en contra de la norma que nos ocupa, señor Presidente, pues considero que la restricción que impone significará más daños que beneficios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Debo recordarles a Sus Señorías que en la discusión particular hay que ceñirse al artículo respectivo y no entrar a consideraciones generales.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Les reitero a las personas ubicadas en las tribunas que está absolutamente prohibido hacer manifestaciones!
El señor GIRARDI.- Ese es el país que estamos viviendo, señor Presidente, donde tenemos gerentes cobardes...



--(Manifestación en tribunas).

... que no se atreven a tomar decisiones y envían a trabajadores a hacer lobby, bajo la amenaza de que van a perder el empleo si se legisla a favor de la salud.



Entonces, acá tenemos a los trabajadores defendiendo su fuente laboral porque los gerentes los amenazaron con que si se aprobaba la ley en proyecto todos iban a quedar cesantes.


--(Manifestación en tribunas).


Y aquí están, seguramente financiados, así como los carteles que ponen en la Ruta 68, contra la ley en proyecto.



Entonces, el Senado tiene en sus manos una responsabilidad (quizá ella es superior a los aspectos puntuales que estamos discutiendo), cual es qué va a poner finalmente en el centro: la defensa de la vida, el resguardo de las personas, la protección de los niños; o bien, la defensa de una industria que se halla cuestionada en todas partes del mundo justamente porque en el pasado hubo verdaderas mafias que mintieron y que en todas las naciones civilizadas, salvo en Chile, fueron condenadas por financiar estudios falsos, por hacer publicidad engañosa. El nuestro es de los pocos países donde esa industria tiene un paraíso, en el cual prominentes personas de todos los sectores políticos forman parte de sus directorios. Y uno se pregunta por qué están ahí si no tienen nada que ver con ella. Pero es así porque aquí las empresas del sector han logrado sistemáticamente derrotar al bien común.



Yo he sido protagonista de todos los proyectos de ley sobre la materia. Y hemos debido avanzar paso a paso, pues el lobby que se realiza es vergonzoso.



Cierta vez en la Comisión de Salud de la Cámara Baja nos encontramos con que Diputados habían presentado exactamente las mismas indicaciones que querían las tabacaleras. Y algunos, avergonzados, tuvieron que retirarlas.



Entonces, en esta materia ha habido un lobby feroz.



Hoy estamos intentando proteger la salud de los niños.



¡En dos días las tabacaleras matan a la misma cantidad de personas que perecieron en el aluvión!



El problema estriba en que Chile no solo registra el fallecimiento de adultos por consumo de tabaco: además, tiene la prevalencia mundial más alta en niños que fuman.



En efecto, 50 por ciento de los alumnos de cuarto medio fuman; 38,5 por ciento de los estudiantes de primero a cuarto medio fuman.



¡Y es ilegal...!



¿Por qué fuman, entonces?



Fuman porque toda la estrategia de las tabacaleras se dirige a reclutar niños. Porque una persona que a los 20 años no ha fumado no va a ser fumadora. Y hay toda una estrategia subliminal para agregar aditivos al tabaco. Por ejemplo, le añaden mentol porque anestesia las vías aéreas; ello, para a los efectos de que un niño de 12 años que va a fumar no sienta sabor amargo o picazón.



Es evidente, pues, que una norma como la de aumentar el costo del tabaco se halla en directa relación con el deseo de proteger a los niños y a las personas más pobres, que sufren 300 por ciento más de infartos y de cánceres que las de sectores con mayores ingresos económicos.



Entonces, ¿por qué la medida en comento?



En lo particular, es razonable porque el mayor precio les dificulta a los niños el acceso al tabaco. Y es evidente, de sentido común, pues les cuesta más comprar una cajetilla de 20 unidades que una de 10 o de 5.



Ahora, la disposición que estamos discutiendo emana de una indicación del Ministerio de Salud, el cual planteó prohibir la venta de cajetillas con menos de 20 cigarrillos justamente para resguardar al sector más vulnerable, que no es el de los adultos, sino el de los niños.



Ahora, no hay tabaco bueno. A diferencia del alcohol, todo tabaco, precisamente porque no tiene dosis de umbral, puede provocar cáncer.



Señor Presidente, cuando se habla de la irresponsabilidad de alguien que consume tabaco a sabiendas de que puede producir daño, yo pregunto qué evaluación puede hacer una persona adicta y a la que no le es factible dejar de fumar frente a daños que no son inmediatos sino futuros.



Por tanto, en esta materia el Congreso Nacional tiene en sus manos una decisión muy relevante.



Yo sé que hay un lobby feroz. ¡Ahí está, en las tribunas! ¡Y vemos cómo actúa!



Los Senadores debemos determinar qué bien superior vamos a defender hoy en la Sala.



Porque este Parlamento está cuestionado.



Porque hoy este Parlamento debe poner por delante bienes superiores y bienes centrales.



Un proyecto de ley que en cada una de sus normas ha contado con el apoyo de la Escuela de Salud Pública, de la Organización Mundial de la Salud y de todos los entes científicos y técnicos y con el respaldo del Ministerio de Salud tiene sentido para nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo fui fumador, y reconozco que cuesta dejar de fumar.



Hoy soy quizás uno de los más insistentes para lograr que la gente no fume. Lo hago no solo con mi familia, sino con todos.



Y voy a votar a favor de este proyecto de ley, en la mayoría de sus disposiciones.



Ahora bien, debo puntualizar que nunca nadie me ha hecho lobby (excepto el Senador Girardi -y lo digo con todo cariño-, quien se me acercó para pedirme que votara a favor algunas normas). Jamás me ha llamado alguien de las tabacaleras.



Yo quiero expresarle al Ministro subrogante, señor Burrows, que el tabaquismo es una plaga y que, en mi concepto, hay que dar pasos importantes para desincentivar el consumo de tabaco, especialmente en los jóvenes, por el daño que ello causa.



Sin embargo, no veo que haya gran interés para resaltar el daño que las drogas, especialmente la marihuana, provocan en los jóvenes.



El Senador Rossi señalaba recién la alta prevalencia de tabaquismo en la juventud. Pero también tenemos récords mundiales en el ámbito de las drogas, sobre todo en el de la marihuana, como muy bien manifestó aquí el colega Orpis, quien conoce la materia.



Y quiero contar una experiencia personal, señor Presidente.



A mí me llama la atención que frente al tabaco el Gobierno tenga el parámetro que indica y que ante las drogas no exista una campaña oficial, no para decirles a los jóvenes que no consuman marihuana, sino para advertirles que consumirla en la etapa escolar provoca un daño enorme en el cerebro. No veo el mismo interés. Desconozco el porqué.



Y aquí relato mi experiencia.



Fui personalmente adonde la Directora del SENDA para pedirle la realización de una campaña acerca de los daños que la marihuana está causando en la gran cantidad de jóvenes que la consumen (porque, al revés de lo que debe hacerse, incluso algunas autoridades les están diciendo que es buena, positiva). Y le ofrecí 50 radios (el Senador Chahuán las puso a nuestra disposición) para hacer una cruzada contra el consumo de marihuana. Pero hasta aquí, ¡nada!, ¡ni una palabra!



Señor Presidente, preocupémonos del tabaco -evitemos sobre todo que lo consuman jóvenes y niños-, porque es un veneno; y si todo lo dicho por el Senador Girardi es real, peor aún. Pero, derechamente, llamo al señor Subsecretario de Salud, quien nos acompaña hoy como Ministro subrogante, a que, así como se ha efectuado una campaña en torno al proyecto que nos ocupa esta tarde -yo los voy a acompañar en la mayoría de los artículos-, nos preocupemos también del problema de las drogas, porque estas nos están destruyendo.



Por último, el que fuma se mata a sí mismo y mata a quienes están a su lado. Las drogas matan a las familias; las drogas destruyen a los países, los ponen de rodillas con el narcotráfico y las demás situaciones asociadas.



Entonces, acojamos estas normas para el caso del tabaco, pero, ¡por favor!, acompañemos la aprobación con una campaña pública de las autoridades que deje claramente en evidencia el daño que las drogas les causan a las personas, a las familias.



Como autoridades, no podemos tener un doble estándar frente a la opinión pública.



Porque yo veo que autoridades con mucho peso dicen: “¡No! ¡Esto es terapéutico!”.



¡Qué va a ser terapéutico! ¡Por favor!



Y día a día vemos cómo los jóvenes consumen marihuana sin que nadie les diga nada.



Pienso que las autoridades de Salud tienen el deber de, a lo menos, expresarles a los ciudadanos que el consumo de marihuana les hará mal y que ellos tomen la decisión. Pero hay que evitar que la adopten enredados por opiniones de autoridades que sostienen que la marihuana es buena, que no provoca ningún daño.



Eso lleva a una confusión tremenda. Nos lo dicen las policías, los expertos, todos los que saben de esta materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo siempre en estos debates desconfío de los catones. O sea, aquellos que se definen como los buenos, que siempre tienen la razón y pontifican respecto a lo que valóricamente alguien debe hacer o no hacer, y que además califican al resto de malos -a los que pensamos distinto; a quienes están en las tribunas; a los que vienen de Pelarco, de San Rafael, de Río Claro- por defender algo que es una actividad legítima, peyorándolos en el sentido de que son mandatados, o pagados, o personas despreciables, en función de otras personas, pertenecientes a empresas que son más despreciables.



Yo quiero ser superclaro, señor Presidente.



En mi concepto, aquí hay una forma de enfrentar un problema profundamente equivocada, a partir de lo que han dicho el Subsecretario de Salud y algunos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Yo deseo dejarlo muy claro -reitero-, porque, como en todo, acá existe una especie de voyerismo.



Yo nunca he fumado; así que nadie sospeche de la existencia de algún problema de tal naturaleza. Pero entiendo que enfrentamos una realidad con respecto a la cuestión del tabaco.



Y hay que hacerse una primera pregunta: ¿el consumo de tabaco es lícito o ilícito, es legítimo o ilegítimo?



Porque si alguien lo declara ilícito -puede ser una fórmula-, yo entiendo que exista una política restrictiva y se prohíba desarrollar una actividad determinada. Pero no es el caso.



Lo que se requiere comprender es que los efectos del tabaco, particularmente tratándose de un exceso, son dañinos. Y el modo como los autores de la norma han preferido enfrentar tal realidad, en lugar de optar por la educación y la formación, que me parecen elementos centrales de cualquier política pública, es el camino de la persecución y la prohibición.



Deseo manifestar que me preocupan todos los datos proporcionados por el Senador señor Girardi, entre otros, porque son consecuencia de las mismas leyes que ellos han postulado en los últimos años. Entonces, si han tropezado cuatro veces con la misma piedra, pregunto si acaso no mediará una mala política pública y si la manera de enfrentar el asunto, en cuanto a formación y educación, tiene que ser completamente distinta del concepto prohibitivo.



¿Qué propone el señor Ministro subrogante? Nos expresa: “Lo más conveniente es que, en vez de diez cigarrillos, el mínimo para la venta sea de veinte”. Por mi parte, pregunto si ello no sería el paraíso del clandestinaje, del contrabando, del expendio de a uno. ¿O alguien cree que ese tipo de medida va a generar una conducta de tal naturaleza que la persona entenderá que la lógica es no consumir? Ello no es así. La lógica será la de hacerlo de otra forma. Se optará por un producto de peor calidad, proveniente de otros lugares, en vez del nacional, fabricado con mucho más cuidado, como Sus Señorías lo saben bien. Se sacará por unidad. Pero el número de cigarrillos por cajetilla no va a generar por arte de magia el efecto que se afirma perseguir.



La otra solución es la relativa a la etiqueta. Vamos a verlo después. Pero, ¡por favor!, eso no solo significa violentar el sentido común, sino también precisamente premiar la peor calidad: mientras más mala sea, más beneficios se obtienen. Porque, obviamente, si no puedo diferenciarme de quien produce algo de esta índole, soy el más perjudicado, y el otro, el más favorecido.



Y el impedimento de exhibir en las estanterías es como el sueño de quien justamente quiere hacer las cosas en mala lid. Evidentemente, no estoy acusando a quienes formularon el proyecto de andar buscando ese objetivo, pero solicito considerar con serenidad cuáles son los efectos del conjunto de normas planteadas. Se observa la lógica persecutoria, la del Gran Hermano, la de alguien que no cree en la libertad, en la educación. Un Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra lo decía.



Pienso distinto: soy partidario de la libertad, de la educación, de políticas públicas coherentes y consistentes, y no del garrote permanente. ¿Por qué? Porque se ha fallado. ¿Ya llevamos cuántas discusiones en la misma línea, y, al final, cada informe es peor que el anterior? Entonces, ¿por qué no decidimos cambiar de política pública, de una vez por todas, y aplicar el criterio de la educación y la formación?



En virtud de las consideraciones anteriores, por lo menos el Senador que habla rechazará -y no me siento malo por ello, señor Presidente- la mayoría de las proposiciones formuladas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, votaré en contra de la norma en debate, porque no solo no guarda relación alguna con que los menores no consuman, a mi juicio, el hecho de que las cajetillas contengan veinte cigarrillos y no diez, sino también porque se impide fumar a los más modestos, a los más humildes, en circunstancias de que es un hábito que forma parte de la libertad de las personas.



Si se obligará a comprar una cajetilla de veinte unidades -por lo menos, el doble más cara- y a adquirir, o en el mercado negro, o un producto de menor calidad, por el solo hecho de carecer de recursos, ello me parece superdiscriminatorio y que atenta totalmente contra la libre elección.



Estoy convencida de que las disposiciones en estudio presentan aspectos muy positivos, como el de ir generando conductas contrarias al tabaquismo -eso es muy loable e importante-, pero no veo qué conexión existe entre este último propósito y el número de cigarrillos en una cajetilla.



Considero absolutamente irrelevante esta última medida y que puede fortalecer conductas de mercado negro, de consumo de productos de baja calidad. Lo peor de todo es que se puede discriminar a personas que, dentro de su libertad de fumar -es un hábito que no me gusta, pero respeto la opción de aquellos a quienes les agrada-, carecen de recursos suficientes para ejercerla.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación está inscrito el Senador señor Rossi, quien ya intervino a propósito de la norma en examen, según me informa la Secretaría. Quedará anotado para las siguientes.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estimados colegas, tal como lo consigné en la sesión de 12 de agosto de 2014, cuando aprobamos en general la moción, la ley modificatoria anterior -la Nº 20.660- tuvo como objetivo fundamental establecer espacios donde fuera posible consumir productos de tabaco sin afectar a los denominados “fumadores pasivos”. Asimismo, se abordaron aspectos relativos a la publicidad del consumo y se determinaron infracciones en caso de contravención de las disposiciones introducidas y los procedimientos para aplicarlas.



Dicho texto legal se encuentra plenamente vigente y ha tenido la virtud de cambiar las costumbres de la comunidad, lo que indudablemente resulta muy positivo, ya que se ha tomado conciencia de los efectos nocivos de fumar en lugares cerrados.



El proyecto que nos convoca, presentado dos meses después de iniciada la vigencia de la ley citada, tiende a adecuar la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, tratando aspectos referidos a la publicidad, la comercialización en el territorio nacional y la protección de los menores de edad frente al consumo, junto a agregar otras materias, tal como la responsabilidad de las empresas ante los perjuicios causados por el producto.



Resulta indudable que el tabaquismo ha experimentado un aumento en extremo alarmante en nuestro país. Lo que más preocupa es su gran prevalencia en la juventud, que consume en cantidades realmente excesivas y que superan bastante a las de otras naciones.



Coincidimos, entonces, en que todas las medidas que se adopten al respecto son indispensables, y, por lo mismo, para los vendedores de tabaco a los niños se ha dispuesto una sanción de similar rigurosidad que la aplicable a quienes les expenden alcohol. Por eso, también, se ha incluido la prohibición de utilizar aditivos que fomenten el consumo en los menores, lo que acogeremos. Asimismo, se establece la prohibición de fumar en algunos sitios omitidos en la legislación anterior, como las plazas, que son espacios de recreación y esparcimiento fundamentales para la infancia, lo que igualmente aprobaremos.



Adicionalmente, hemos concordado en la fijación de penas privativas de libertad para quienes comercialicen, ofrezcan, distribuyan o entreguen a título gratuito un producto de tabaco a menores de dieciocho años de edad, además del comiso de los bienes materia de la infracción y de la clausura temporal del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción, por hasta tres meses.



Sin embargo, creo que para la consecución del noble objetivo de disminuir el consumo, dados los perniciosos efectos que causa, debemos contemplar normas absolutamente objetivas y que no afecten, aunque tengan por finalidad alcanzar la meta que se persigue, otros derechos, sobre todo si constituyen garantías fundamentales.



Por tal motivo, me opondré al artículo 6°, relativo a las denominadas “cajetillas genéricas” de cigarrillos, vale decir, aquellas que deberán presentar toda su estructura cubierta -el cien por ciento del envase- con las advertencias de que fumar es peligroso para la salud.



Al respecto, cabe señalar que cinco Senadores formulamos indicaciones similares en el sentido de que ello se extienda solo al cincuenta por ciento del envase, tal como se contempla en los países miembros de la OCDE. Si bien el propio Gobierno había concordado con ellas, posteriormente introdujo de nuevo, sin mayor fundamento, la disposición en virtud de la cual se debe cubrir el cien por ciento, lo que nosotros no compartimos.



Rechazo lo anterior, por cuanto atenta contra la libertad de elegir un producto determinado y porque la medida, en los países donde ha sido implementada, no ha surtido el efecto de desincentivar el consumo de tabaco.



Además, la cuestión implicaría una discriminación arbitraria, lo que nuestra Carta Fundamental prohíbe en su artículo 19, número 2º, y, por otra parte, se atentaría contra la propiedad industrial de las marcas, garantía consagrada en el artículo 19, número 25º.



En virtud de ello, solicito la votación separada del artículo a que he hecho referencia, como ya la he solicitado respecto de todo el proyecto de ley.



Con relación a las cajetillas de diez unidades, me abstuve de votar en la Comisión, pero ahora me pronunciaré en contra, básicamente por los argumentos que se han dado. Creo que esa idea no va a desincentivar el consumo.



Quisiera consignar que con el Senador señor Rossi, entre otros colegas, impulsamos el aumento de las tasas de los impuestos al tabaco, y logramos introducir en la reforma tributaria, en su oportunidad, una norma en tal sentido.



Nosotros somos partidarios, incluso, de incrementar el tributo ad valorem.



Pero, ciertamente, medidas como la cajetilla genérica, o bien, la prohibición del contenido de diez unidades, no van en la dirección correcta. Debe tratarse de normas objetivas.



Otra disposición, por ejemplo, prohíbe fumar en patios. Por resultar excesiva, finalmente va a ser imposible de aplicar.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la misma línea expuesta por el Senador señor Prokurica, cabe observar que se plantea una contradicción muy fuerte: mientras nuestra Comisión de Salud ha acordado normas muy estrictas respecto al tabaco, el órgano técnico equivalente de la Cámara de Diputados prácticamente acogió la semana pasada la legalización de la marihuana.



Y a mí me ha impactado la ausencia de las autoridades. No han emitido una opinión sobre el particular, en circunstancias de que en ambos casos estamos frente a un problema de salud pública de enorme envergadura.



En cuanto a lo ocurrido en la otra rama del Congreso, no hay un mensaje unívoco, directo, que entregue una señal categórica de los efectos que provoca dicha droga en la comunidad y, particularmente, en los adolescentes. Parto de la base de que el objetivo de una Comisión técnica en la materia es proteger la salud pública, y creo que es la entidad menos indicada para aprobar ese tipo de legislación.



Seguramente recibiremos el proyecto respectivo en las próximas semanas. Espero que las autoridades asuman una actitud distinta.



Si en definitiva funcionaran unidas, para el estudio del asunto, las Comisiones de Salud y de Constitución, ya que se modificaría la ley N° 20.000, me gustaría que los miembros de la primera manifestaran una opinión tan categórica como la que han mantenido acerca del tabaco.



Voy a votar a favor de las modificaciones, en general.



Y a diferencia de lo expresado en la Sala, estoy cierto de que la ley, muy restrictiva, es de las pocas que han tenido efecto: el consumo de tabaco ha descendido. Queda demostrado que normas limitativas, las cuales deben ir acompañadas necesariamente de la prevención, generan resultados. Se registran cambios culturales.



En consecuencia, me inclino a favor de la línea seguida por nuestra Comisión de Salud, no desde ahora, sino desde hace mucho tiempo.



Si a mí lo que me impacta es el doble estándar respecto de la ingestión de alcohol, de tabaco y de otros tipos de drogas, en general, no solo de marihuana. Cabría esperar que no existieran dobles discursos en cuanto a estos aspectos, porque, al final, el daño que se le provoca a la comunidad, y particularmente a los adolescentes, es inconmensurable.



Muchas veces se apunta a la erradicación del problema en los adultos y la verdad es que no solo se halla radicado en ellos: existe un feroz efecto imitativo. Uno se da cuenta, al final, de que la conducta de los adolescentes, de los menores, tiene como ejemplo la de los mayores. Observamos en todos los estudios, especialmente los realizados en escolares, cómo han ido cambiando las tendencias de consumo, muy determinadas por los resultados que se dan en los cuartos medios, en los cursos superiores. Es impactante ver ese tipo de cifras.



Entonces, solo le pido al Senado que mantengamos la misma actitud al considerar otro tipo de materias que están afectando seriamente a la salud pública. Hoy día ha tenido lugar un doble estándar en el Congreso: mientras la Comisión técnica de la Cámara de Diputados ha aprobado normas que provocarán graves efectos sobre la salud, creo que la entidad nuestra sigue la línea correcta de acoger disposiciones restrictivas que han dado resultado. En efecto, las tendencias en el consumo de tabaco han caído drásticamente en el último tiempo.



He dicho. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, deseo iniciar mi intervención dejando constancia de que a mí no me ha llamado nadie de la industria tabacalera: ni un lobista, ni un gerente, ni un trabajador.

El señor LAGOS.- ¡Su Señoría está en el olvido…!

El señor PÉREZ VARELA.- Quisiera dejar establecido que tampoco fumo.



Como se ha determinado, tal como decía el Honorable señor Coloma, que aquí hay personas buenas, que luchan por el bien común, y malas, que están en contra de la salud de las personas, conforme a una visión bastante totalitaria de lo que es el debate público, a mí me ha parecido fundamental aclarar lo que acabo de señalar.



Estoy de acuerdo, asimismo, con que tenemos que luchar contra el tabaquismo. Y, por eso, he aprobado muchas de las normas de proyectos anteriores, como lo haré con algunas de las que nos ocupan. Es lo que sucedió, por ejemplo, en cuanto a la eliminación de la posibilidad de fumar en restoranes, en lugares cerrados. Se ha verificado un cambio cultural evidente.



En mi época de universidad, ello se podía hacer también en la sala de clases, situación absolutamente distinta de la actual.


Y en esta Corporación no existían inconvenientes al respecto en la década de los noventa.



Se ha logrado un progreso notable, por lo tanto, y todos hemos contribuido a que ello sea realidad. Lo que ha ido permitiendo avanzar son normas eficaces, que obedecen al sentido común y que dan cuenta de que la conducta de las personas puede llegar a ser la adecuada.



Pero la que se encuentra en debate es la proposición para reemplazar, en el actual inciso final del artículo 4° de la ley N° 19.419, la palabra “diez” por “veinte”, es decir, la idea de que no se puedan vender cajetillas de diez cigarrillos.



¿Quiénes las compran? ¿Al aprobar la medida vamos a lograr que solo se adquieran las de veinte unidades o las personas van a empezar a ser cautivas de un mercado absolutamente ilícito?



Creo que la norma no es eficaz ni conveniente. No ayuda al objetivo de restringir, sino que, por el contrario, abre una puerta a un mercado ilegal, que va a obligar a conseguir cigarrillos de a uno o de mala calidad. Y como lo han demostrado algunos colegas, entre ellos la Senadora señora Van Rysselberghe, se va a adecuar una industria de un producto ilegítimo, que incluso se vende cerca de esta Corporación.



En consecuencia, la disposición carece de sentido común. No se lograría el objetivo que se persigue, sino que se permitiría que las personas fueran captadas por el negocio ilegal, de manera que hasta las tendríamos fumando cigarrillos de menor calidad.



Además, alguien manifestó, con acierto, que la norma parecía ser clasista. Quienes adquieren cajetillas de diez unidades son, a lo mejor, estudiantes y trabajadores de más bajos ingresos; son los que se acercan a los quioscos a comprarlas al menor valor, de modo que se estaría contemplando una limitación solo para un sector societario. Me parece que eso claramente es impresentable.



Estimo que la mantención de cajetillas de veinte o de diez cigarrillos no significa para nada ser parte de una campaña restrictiva.



Insisto en que la disposición sería ineficaz e inconveniente. Creo que son otras las que hacen posible que las personas vayan fumando menos; que los jóvenes tengan menos acceso al consumo de tabaco.



Pero, tal como decía mi Honorable colega Orpis, cuando en todos los medios de comunicación se hace referencia hoy día a lo positiva que es la marihuana, ¿cómo se puede restringir el cigarrillo? ¿Se transforma en eficaz la lucha para limitar el tabaquismo si el mensaje que estamos dando, incluso por personas con poder y autoridad, es el de atribuirle un sentido favorable a una droga como la marihuana, que provoca otros efectos negativos?



Voy a rechazar la proposición, porque me parece que no es eficaz para el cumplimiento de lo que todos quieren, que es restringir el consumo del cigarrillo y aminorar el efecto del tabaquismo en la salud de los habitantes de nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, pareciera que estuviéramos en la discusión general del proyecto, cuando lo que tenemos que hacer acá es pronunciarnos sobre la norma que restringe vender cajetillas de 10 cigarrillos permitiendo que solo se comercialicen las de 20.



Ya se ha señalado el sentido de tal restricción: disminuir las posibilidades de que los jóvenes, niños y adolescentes comiencen a fumar  a edades tempranas. ¿Por qué? Porque empiezan a hacerlo en los primeros años. Según indican algunos datos -se han dado a conocer las cifras-, en nuestro país la mitad de los jóvenes egresan de los colegios siendo fumadores, lo cual indica que algo hay que hacer frente a eso.



Claramente, a través de esta iniciativa no buscamos que se rebaje o se vuelva más accesible el precio de los cigarrillos para los niños y adolescentes, quienes disponen de menos recursos para adquirirlos. Por el contrario, se persigue que les sea más difícil acceder a ellos. 



Entendemos que aquí hay un problema de salud pública. De ahí esta iniciativa. Pero sola no es todo lo eficiente que se le está exigiendo que sea. Por algo vamos a discutir y votar distintas disposiciones que, en su conjunto, buscan disminuir, ojalá, la cantidad de consumidores de tabaco en Chile, sobre todo apuntando, como ya se ha señalado, a la población más joven, que constituye el principal objetivo de la publicidad.



Cuando se discutió por primera vez la Ley Antitabaco en el Parlamento, hace ya varios años, seguramente se oyeron los mismos adjetivos calificativos que hemos escuchado hoy: que se trata de cosas que carecen de criterio, que son desproporcionadas o que no son efectivas. Pero hoy, durante el debate, también se ha resaltado que estas  normas representan un ejemplo virtuoso de cómo la legislación permite generar cambios culturales positivos. Hace un par de años era común encender un cigarrillo sin preguntarle a la persona que estaba enfrente si le molestaba el humo. Hoy a nadie se le ocurriría hacerlo; tampoco fumar delante de una mujer embarazada o en un espacio público cerrado. Y eso lo logramos gracias a esta legislación.



A mi juicio, eso es lo potente de lo que estamos discutiendo hoy día: la existencia de un conjunto de normas que además recogen experiencias que en la práctica ya han sido exitosas en otros países. En eso centramos el análisis que se hizo en la Comisión. Por eso se intenta adecuar nuestra legislación al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco. Recogemos experiencias que en conjunto permiten avanzar para que en Chile tengamos cada vez menos fumadores, sobre todo menos jóvenes y niños fumadores.



Igualmente, se ha hablado del problema que representa el comercio ilegal de cigarrillos. Creo que es un recurso habitual frente a las restricciones. También se plantea que se requiere mayor fiscalización.



El proyecto mejora la capacidad de fiscalización, pero sabemos que es imposible poner fiscalizadores en todas las esquinas, en cada kiosco, en cada espacio público. Por eso, me parece que es importante analizar la medida en debate en el contexto del proyecto, considerando las demás normas que vamos a analizar y votar, porque estimamos que ellas significan, en conjunto, un cambio sustantivo para avanzar en pos de un objetivo deseable.



Yo soy de aquellas personas para las cuales ojalá no existiera el cigarrillo, pero no lo podemos prohibir. Sin embargo, sí debemos avanzar en un marco regulatorio que impida abusar del recurso publicitario para ocultar lo que realmente es un cigarrillo. 



Y en eso nosotros, como legisladores, tenemos un deber mayor, con los niños, con los adolescentes y con los jóvenes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le ofrezco la palabra al Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente,
 he tenido que ceder a la tentación. 



Yo esperaba que discutiéramos artículo por artículo, pero la verdad es que ya hemos caído en una discusión más bien general del proyecto.



Quiero partir con una declaración inicial.



No soy fumador; mi madre falleció por un infarto producto del tabaquismo; nadie fuma en mi casa; no conozco a nadie en la industria tabacalera; tampoco he recibido ningún tipo de financiamiento de parte de ella ni me han llamado agricultores, pero sí he recibido tres lobbies en este último tiempo, que tampoco se pueden calificar como tales porque técnicamente no lo son. 



Recibí una minuta de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA) en mi correo del Senado, mediante la cual se me hacía referencia al impacto que esta norma podría significar para los agricultores. Pero también recibí, en la misma casilla electrónica, una minuta de la ONG “Chile Libre de Tabaco” donde me entregaba sus argumentos a favor de la restricción. 



Leí ambas. 



Y quiero decir, señor Presidente, que no voy a aceptar, ¡no voy a aceptar!, la tesis de un parlamentario que sostuvo que quien no votaba como él pensaba estaba influido, pagado o relacionado con las tabacaleras. Esa es una falta de respeto. Y si algo le hace mal al Congreso Nacional y a la política son aquellas denuncias que se hacen acá, pero también afuera y que se comentan y se publican en El Mostrador. Entonces, la gente cree que en el Parlamento el que vota en contra de lo que un señor piensa está pagado por las tabacaleras.



¡Es una falta de respeto que yo no voy a aceptar!



A mí me parece que uno tiene que votar por convicciones. Puede ser impopular lo que uno diga, pero el legislador debe legislar hacia lo correcto. No me parecen bien estas lógicas que plantean: “Mire, la verdad es que son muchas las personas que fuman”. 



Al respecto, yo digo: ojalá que no se consumiera tabaco. ¡Qué maravilla sería el país! Pero, para eso, tenemos que hacer muchas cosas. Este es un proyecto bien inspirado, pero que está muy mal logrado. Jurídicamente, contiene disposiciones que son una aberración.



Por ejemplo, hay normas contradictorias. Un artículo establece la prohibición de fumar en áreas silvestres protegidas, en parques, en plazas. Alguien me dijo: “No, eso será cuando haya niños”. Pero la norma expresa claramente: “y lugares de recreación destinados a menores”. 



Si me dijeran que se prohíbe fumar en todas las áreas destinadas a la recreación de menores, ¡altiro apruebo! Pero, por favor, ¿dónde queda la libertad ciudadana? ¿Quién va a fiscalizar? Porque el mismo artículo señala que esto ya no será fiscalizado por los funcionarios municipales, sino por los servicios de salud. Los servicios de salud no son capaces de construir hospitales; no son capaces de fiscalizar normas básicas en materia de cumplimiento de salud. ¿Y van a estar fiscalizando las áreas silvestres protegidas? 



¡Por favor! ¡Esto es letra muerta!



Después, más encima, se establece que se va a prohibir fumar en las playas. ¡En las playas…! ¿Ustedes se imaginan a la Senadora Muñoz, al Senador Patricio Walker o a otro colega recorriendo las playas de su región diciéndole a la gente: “¿Sabe? Aquí no se puede fumar”? ¿O a los funcionarios de los servicios de salud recorriendo estos lugares?



Además, dicho sea de paso, la ignorancia es tanta, que no se sabe que la fiscalización del borde costero no corresponde ni a Carabineros ni a los servicios de salud, sino, exclusiva y excluyentemente, a la Armada de Chile. Como en este proyecto parece que no participaron muchos abogados, no se entendió cómo se hacen las cosas.



Luego, para la infracción de estas normas se establece una multa de 2 UTM. Pero resulta que quien va a fiscalizar será el servicio de salud y el procedimiento no lo llevará adelante el juzgado de policía local. Será el propio servicio de salud el que fiscalice, investigue y sancione. 



Y, en el informe de la Corte Suprema -tenía dudas de si había llegado-, el Ministro Milton Juica, uno de los votos disidentes, señala que “establecer que la denuncia, la reclamación y el fallo de una contravención le corresponden a la misma autoridad que fiscaliza, investiga y sanciona aparece como un retroceso desde el punto de vista del debido proceso”.  



No tiene lógica, porque además el infractor sancionado tendrá que recurrir con un abogado al juzgado civil. Y los juzgados civiles son caros y a veces están lejanos. ¿Y por 2 UTM? Me van a disculpar, pero en la práctica los más pobres no van a poder recurrir. Además, esos tribunales están completamente atochados con embargos y procedimientos ejecutivos, como lo hemos señalado en otras intervenciones.



Aparte, se dispone que el que venda o “entregue” -eso dice el tipo penal: “entregue”- será sancionado con prisión de 21 a 40 días. ¡Con prisión! ¿Vamos a mandar a la cárcel a un papá que le entrega un cigarrillo a su hijo? Yo no lo haré jamás con el mío. Pero, ¿prisión? Creo que hay una desproporción.



Después se habla de responsabilidad solidaria y objetiva. ¡Es una aberración jurídica!



Se me acaba el tiempo, señor Presidente, así que voy a dejar un documento sobre la materia y continuaré en mi próxima intervención.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, nuevamente les recuerdo que deben atenerse al artículo en debate. Si no, la discusión va a ser demasiado larga.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BURROWS (Ministro de Salud subrogante).- Señor Presidente, solo quiero hacer un par de precisiones respecto a la intervención del Senador Harboe.



La modificación que se propone en el proyecto apunta a que el proceso sea asumido por la autoridad sanitaria, es decir, las seremías de Salud. Estas no tienen nada que ver con la construcción de hospitales y sí poseen jurisdicción sobre las playas. Puede haber alguna diferencia en cuanto a los ámbitos fiscalizados. Pero quiero recordar que la calidad del trabajo de la autoridad sanitaria es la que nos ha permitido bajar notablemente, por ejemplo, las infecciones gastrointestinales, por la fiscalización que se hace en los restoranes, por la fiscalización que se hace en términos de…
El señor HARBOE.- ¡Pero eso es en Santiago!
El señor BURROWS (Ministro de Salud subrogante).- A nivel de país.



Las seremías de Salud están en cada una de las regiones del país y cumplen una función que, a nuestro juicio, es absolutamente compatible con fiscalizar la aplicación de las medidas establecidas en la ley que se está modificando. En opinión del Ejecutivo, al haberse traspasado a los juzgados de policía local, se perdió la efectividad desde el punto de vista del efecto sanitario que pueden tener las normas.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Me han solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Manteniendo los tiempos.

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por supuesto.



Acordado.



En votación el número 4), nuevo, del artículo 1º.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré bien breve.



Estamos discutiendo una norma en particular, pero el debate tiende a mirar el proyecto en su conjunto. Ya es imposible hablar de una sola disposición si no ponemos la iniciativa en su contexto.



Primero, este proyecto apunta en la dirección correcta en el sentido de restringir y crear conciencia respecto de lo dañino que es consumir tabaco.



Dicho eso, yo creo que las normas sí influyen en las conductas. Lo recordaba la Senadora Goic. Hace no más de quince años en Chile uno se subía a un bus para ir a Valdivia y la gente iba fumando en su interior. Era una práctica habitual. En los aviones trasatlánticos sucedía otro tanto: le preguntaban a uno si quería ir en sección fumadores o no fumadores; el asiento 34 y el 33 eran lo mismo.



Si miramos eso con los ojos de hoy, estamos todos de acuerdo en que era una aberración. ¿Por qué? Porque la norma que se discutió en su oportunidad hizo sentido en cuanto al efecto sobre terceros. Lo que primaba, entonces, no era la libertad individual de uno de querer fumar, sino el efecto de mi libertad individual en los derechos de otras personas. Eso lo entendimos todos, y se legisló de esa forma, no solo en Chile, sino también en otros países. Y ahora no se fuma ni en los trenes, ni en los buses, ni en las micros, ni en los cines. Y estamos de acuerdo en que así sea.


Entonces, el debate tiene que hacerse en torno a si las normas propuestas son adecuadas.



Y en esta materia creo que las disposiciones son tremendamente importantes, pero de dos tipos: las prohibitivas o que establecen restricciones, y aquellas que influyen en la conducta y en la educación de los ciudadanos.



Yo conozco pocas personas, por no decir ninguna, que hayan dejado de fumar porque la cajetilla era más cara o porque había poco acceso a su compra. Sí conozco personas cercanas, fumadores consuetudinarios, empedernidos, que se dañaron la salud y que han dejado de fumar, no porque les subieron el impuesto al tabaco, no porque cambiaron la cajetilla, sino porque llegaron a la convicción de que era malo fumar o porque sus hijos les dijeron: “No es bueno que tú fumes”.



Entonces, hay un tema distinto, que tiene que ver con la política pública que informa, que dice la verdad, que transparenta. Lo del “tío Miguel” es más fundamental que un impuesto al tabaco, ¡cien veces más!, porque tú ves lo que te hace, porque el tabaco es dañino. Yo no me confundo en eso.



Pero vuelvo a lo que mencionaba denantes: la norma debe intentar lidiar con la libertad individual y la libertad de terceros. Y eso es lo que hay que buscar en este proyecto de ley, en todas aquellas disposiciones que nos parezcan que van a proteger sobre todo a los menores. Porque yo al menos, que me creo un libertario -me referiré altiro al tema de las drogas, para responder aquí acerca del doble estándar del que algunos hablan-, entiendo que los menores no tienen la capacidad ni el discernimiento para tomar decisiones por sí mismos. Por eso les ponemos un límite: 18 años, 16 años, con discernimiento, sin discernimiento. Tenemos una regla, y me parece bien que así sea. Y hay que ser muy duro en esta materia, tal vez más de lo que ya lo somos hoy, porque creo que hay una fiscalización laxa.



Lo que no comparto es que a personas adultas, maduras, se les impongan normas de conducta que a mí me repelen. No quiero hacer mención a toda la normativa, pero hay algunos temas, como los que señaló el Senador Harboe. No considero sano que en una de las vastas playas que tenemos en Chile, si alguien quiere ir a fumarse un cigarrillo o un tabaco, no pueda hacerlo porque está prohibido.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No es así.

El señor LAGOS.- Ello no me parece. Pero sí establecer que uno no puede fumar al conducir, porque se distrae. Lo acepto. 


Y hago una pregunta apuntando al doble estándar: ¿qué ocurre con el adulto que no puede fumar en un auto porque va acompañado de menores? Creo que eso tiene algo de razonabilidad. Pero ojo con lo que vamos a legislar. Porque se puede llegar a plantear que en los departamentos o en las casas tampoco es posible fumar. ¿Cómo vamos a regularlo? ¿Lo vamos a aplicar o no, o habrá un doble estándar?



Y termino con lo relativo a la droga.



Yo creo en la libertad individual, y he presentado proyectos de ley sobre diversas materias: matrimonio entre homosexuales, interrupción del embarazo y legalización del autocultivo de marihuana, para terminar con una política de drogas que ha sido un fracaso, porque lo que hace es darles plata a los narcos.



No estoy planteando que los menores puedan fumar marihuana o consumir droga, sino que los adultos tengan el derecho de hacerlo si así lo estiman pertinente. Tampoco hablo de rebajar el estándar de la droga respecto a los menores. ¡No, hay que tener un estándar alto! ¡Pero subamos también el estándar en el alcohol! ¿O alguien me va a decir que prohibiremos el alcohol en Chile? ¡No! Pero hay que ser muy duro con su consumo.



Entonces, el doble estándar lo usan aquellos que dicen: “Se puede fumar cuando uno quiera, pero no legislemos sobre las drogas”. ¡No pues, mi amigo! O legisla para arriba, o legisla para abajo, pero al mismo tiempo; no suba uno y al otro lo prohíba, porque son igual de dañinos: el alcohol es igual de dañino que el tabaco, y estos son iguales de dañinos que la droga.


He dicho.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, valoro que las leyes que hemos aprobado hayan ido en el camino correcto para respetar la libertad de los no fumadores. El hecho de que haya habido un cambio en nuestra legislación y también en la cultura existente hoy en nuestro país ha sido brutalmente positivo. Y lo digo porque antes en los lugares cerrados (restoranes, discotecas, etcétera) a la gente que no fumaba la hacían fumadora pasiva. Y no queremos que a quienes no desean fumar los hagan fumar a la fuerza. En este sentido, aprecio el tremendo esfuerzo realizado en el Parlamento para crear una cultura distinta, de respeto a quien no fuma.



Además, valoro las distintas posiciones planteadas aquí, absolutamente razonables respecto a la conciencia de cada uno. Pero comparto con muchos lo relativo al lobby. Yo por lo menos no he recibido ninguna llamada, no he conversado ni conozco a ningún gerente de las compañías del sector. Por lo tanto, se ha creado un escenario absolutamente falso respecto por lo menos de mi persona, y me da la impresión de que sucede lo mismo con la mayoría de los parlamentarios presentes. Por lo tanto, no pueden estar acusándonos de que quienes en algunos aspectos no estamos de acuerdo seríamos víctimas del lobby de los empresarios de las tabacaleras. Yo rechazo absolutamente eso, porque voto siempre conforme a mi conciencia y a lo que creo mejor para Chile y el bien común.



Por otro lado, quiero hacer algunas aclaraciones.



Junto con los Senadores señor Letelier, señora Van Rysselberghe y señores Ossandón y Girardi presentamos una indicación, aprobada por unanimidad en la Comisión, con el fin de que en las playas, donde hay aglomeración de gente, no se obligue a fumar pasivamente a niños y a otras personas. Planteamos habilitar un lugar en esa playa para que allí se pueda fumar. No se trata de una restricción total. Eso es absolutamente falso. Proponemos que quienes quieran fumar vayan a un lugar adecuado donde no se afecte a terceros. Valoro la aceptación de esta norma. Si no me equivoco, estaría aprobada, pues fue acogida por unanimidad y habría sido ratificada hace unos minutos.



En otro orden de cosas, quiero hacer una consulta respecto a las áreas silvestres protegidas. Esta es una materia que me preocupa. Se trata de millones de hectáreas en nuestro país. Las áreas silvestres protegidas son los parques nacionales, las reservas nacionales, etcétera. Y la mayoría pertenece al Estado. ¿No podrán fumar siquiera los guardaparques?



 Creo que ahí hay un error que ojalá se enmiende. No sé si eso se votó, señor Presidente; pero, de ser así, habrá que corregirlo. Resulta ridículo, porque, por un lado, es imposible de fiscalizar y, por otro, no considera las posibilidades.



Yo entiendo que hay incendios forestales, ¡es obvio!, pero si me dicen que se va a prohibir fumar -está asintiendo el Ministro de Salud subrogante- en las reservas nacionales debido a que hay riesgo de incendio, ¡les respondo que este riesgo existe en todos los cerros de este país! Miren a Valparaíso, miren a todas partes. Y la mayoría de los incendios son intencionales, en general, no se producen porque alguien bota una colilla de cigarrillo.



Por lo tanto, considero que la norma en votación es absolutamente exagerada; habría que revisarla. Y estimo necesario buscar una salida a fin de resguardar que no tengamos incendios forestales, y menos en nuestras reservas naturales.



De otro lado, quiero plantear otros temas, ¡ya que prácticamente estamos discutiendo el proyecto en general…!



A los niños no les gusta el mentol: los atraen los chocolates; prefieren otras cosas. A las mujeres, sí. ¡Y, en consecuencia, al impedirles fumar tabaco con mentol nos estamos metiendo en una situación bastante compleja respecto a su libertad…!



Yo no soy fumador. Lo fui, y quiero que ojalá tengamos la menor contaminación por parte de otros. El que quiera fumar, que lo haga; pero bajo su responsabilidad.



Lo que falta aquí, señor Presidente, es más educación. Creo que debemos orientarnos hacia ello con el fin de que podamos tener una sociedad con…



Le pido solo treinta segundos más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo siento, Su Señoría, no estamos dando tiempo adicional.



¿Habría acuerdo para concederle medio minuto?



Acordado.



Tiene treinta segundos más, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, solamente quiero decir que voy a aprobar algunas normas.



Y respecto de la cantidad de cigarrillos, pienso que quien tiene más plata compra una cajetilla de veinte y el que tiene menos, lo hace de a uno, de a dos, de a diez.



Por lo tanto, aquí se está protegiendo a la gente con más recursos para que puedan comprar cajetillas más grandes.



En verdad, encuentro ridícula la disposición propuesta. Y, por tanto, voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Fulvio Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, el Senador Felipe Harboe hablaba de que en la Comisión de Salud a lo mejor faltaban abogados. Puede ser. Hay un Secretario, hay asesores. Pero, en realidad, parece que en la Sala falta alguien que opine con criterio médico. Porque veo mucha ignorancia respecto de la literatura científica en el ámbito del control del consumo de tabaco.



Considero sorprendente, por ejemplo -según escuché por ahí-, que alguien diga que una cajetilla de tabaco más pequeña es de mejor calidad. Y me parece más sorprendente aún que alguien postule que hay tabaco de mejor o de peor calidad. En realidad, no existe dosis umbral de tabaco para provocar daños en el sistema respiratorio y actuar como agente cancerígeno.



El que no tenga dosis umbral significa que en el caso de dos personas que consumen un cigarrillo o diez cajas de cigarrillos, respectivamente, una puede padecer cáncer y otra no, de acuerdo a su composición genética. Por eso, a diferencia del vino, en donde muchos recomiendan, por ejemplo, media copa de vino tinto por los diversos componentes que posee, con el tabaco un cigarrillo ya es dañino.




Entonces, primero hay que desmitificar esto: no hay tabaco bueno, ¡no hay tabaco bueno! 



En segundo lugar, aquí el Senador Tuma festinaba este tema con lo relativo a los cuchuflíes, en fin. Ello significa una frivolización, porque está demostrado que los niños, cuando se encuentran en el proceso de conformación de su personalidad, etapa altamente vulnerable, son particularmente sensibles a la publicidad. ¿Y cómo puede entrar el tabaco a la cabeza de un niño? A través de los juegos, de los cómics, de consumir dulces y golosinas con forma de tabaco. Eso también se halla demostrado. No es algo que se le ocurrió a algún demente. Son conductas comprobadas.



Posteriormente, alguien dijo por ahí que no importaba el valor de las cosas pues uno igual accedía a ellas. Eso es hablar desde lo anecdótico, no desde la evidencia científica. 



Se halla demostrado que el factor aislado que de manera más eficiente reduce el consumo de tabaco es su precio, ¡su precio! Por eso la OMS recomienda, si es que hubiese que tomar una sola medida, subir el impuesto. Porque al aumentar el valor de la cajetilla disminuye el consumo, y eso es particularmente sensible en los niños, quienes tienen menor poder adquisitivo.



De ahí que estemos tratando de que no se vendan cigarrillos sueltos, sino por lo menos cajetillas de veinte: intentamos restringir la publicidad, pensando particularmente en los menores. 
Entonces, no es algo arbitrario.



En cuanto a lo referido a fumar en un espacio abierto, lo mismo que perseguimos cuando legislamos para tener espacios cerrados sin humo de tabaco: proteger al fumador pasivo, eventual, rige cuando se está en un estadio. Porque si una persona fuma en un estadio, y al lado hay un menor o un adulto no fumador, estos se transforman en fumadores pasivos e inmediatamente se duplican, triplican, cuadruplican sus posibilidades de sufrir un infarto agudo al miocardio.



¿Qué quiero decir? Que aquí, en verdad, se dicen muchas cosas sin ningún conocimiento de causa. Y eso es preocupante, pues por último es mejor quedarse callado. Así lo hago yo por lo menos cuando hay un tema que no conozco.



Ahora, respecto a lo que dice el Senador Orpis -lo conversamos con él-, nunca he pedido (espero no hacerlo) que exista un doble estándar respecto del tabaco y la cannabis.



Usted lo decía, Senador Prokurica -por su intermedio, señor Presidente-, cuando se habla de regular el tema de la cannabis, nadie está pensando siquiera en hacer las cosas que hoy se permiten respecto del tabaco. Me explico: no se plantea venderles ni regalarles cannabis a menores; no se plantea que se pueda fumar en un espacio cerrado o donde se halle un menor; no se plantea que se le haga publicidad o apología al consumo. E, incluso, en el proyecto que está en la Cámara de Diputados, se establece que solo se puede consumir cannabis en la casa, no en la vía pública, como sí se permite con el tabaco.



Entonces, la verdad es que aquí no establecemos un doble estándar. A la cannabis se le va a exigir mucho más, incluso, que al tabaco, siendo que este último es más dañino. Pero ese tema lo podríamos discutir en otra ocasión.



Así que, voto a favor de este punto, señor Presidente. 



Y se me acabó el tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la tónica ha sido debatir el proyecto en general, y no en particular. Y, claramente, no sé si hay un juicio anticipado respecto de su intención. 



Cuando el entonces Senador Mariano Ruiz-Esquide, que hoy día nos acompaña, impulsó durante largos años, junto con el Senador Girardi, reducir las áreas en donde se ve afectada la salud pública, su intención era ahorrarle mucha plata al Estado.



Discutimos, hace unos días, una iniciativa relativa al alcohol. Y recordaba que el costo para el país por efecto de los tratamientos de salud y todas las pérdidas que ocasiona su consumo alcanzan a 2 mil 900 millones de dólares anuales. Y, por cierto, estas se disparan en otros 2 mil al considerar el costo en la productividad por los accidentes en los días lunes (los llamados “san lunes”). 



En materia de tabaco, aquí se ha recalcado -y tal vez el Ministerio de Salud no ha puesto gran énfasis en ello- que existe una división antitabaco en la Cartera, desde la cual una doctora que lleva muchos años de experiencia ha señalado que Chile sigue estando por debajo de estándares internacionales de prevención. Nadie está por limitar la voluntad de los que quieren fumar, pero si se van a hacer daño, que se lo hagan solitos. ¡Nadie pretende limitar su libertad!



Durante años, décadas -quienes participábamos en política lo recordarán-, había extensas reuniones con una nube de humo alrededor de la ampolleta. Y no podíamos levantar el dedo para pedir que se dejara de fumar, porque uno era acusado, castigado, vilipendiado, insultado. Esa era la época de los fumadores. A los no fumadores nos costó mucho tiempo ganar terreno para exigir limitación a ese derecho.



Y les quiero recordar a algunos de los Senadores presentes en la Sala, quienes en su mayoría fueron Diputados, que en la Cámara Baja, aprovechando la ausencia de un número importante de fumadores -entre ellos Jocelyn-Holt, Schaulsohn y otros connotados que fumaban en la Sala ¡hasta pipa! con la contradicción de que en las tribunas estaba prohibido fumar-, abolimos esa grave discriminación y, desde ese momento, no se pudo fumar ni en las tribunas ni en la Sala.



Eso fue producto de una mayoría circunstancial, relacionada más bien con un tema jocoso. Pero el consumo de tabaco es una cuestión de extrema seriedad. 



Sé que en las tribunas hay trabajadores del sector tabaco y que leyes de esta naturaleza pueden llegar a afectar su fuente laboral. Hay una preocupación legítima al respecto, en momentos en que ni el índice de empleo ni el crecimiento de la economía en Chile -calculado en 2,2 a 2,3 por ciento- son de los mejores. Con todo, por cierto, entiendo que los asuntos de salud pública son prioritarios.



Y tal como ha ocurrido con otros sectores, para explicarlo a los trabajadores de las tribunas, cuando el Estado ha afectado o ha limitado derechos en actividades económicas: la pesca, por ejemplo, han sido miles y miles de millones de pesos los exigidos por los trabajadores -tripulantes, pescadores artesanales- como restitución. Así ha sucedido en el ámbito de la pesca, donde han resultado privilegiados. 



Si el presente proyecto afectara laboralmente los derechos de los trabajadores, y por ello se vieran disminuidas sus posibilidades laborales, el Estado, que está regulando a través del Congreso, a través del Ejecutivo, deberá concurrir con el apoyo necesario para que esas personas no tengan que sufrir ni la cesantía ni el quedar abandonados en sus derechos sociales. No obstante, como estamos hablando de temas de salud pública, es necesario que se legisle igual. 



En tal sentido, las observaciones formuladas -respeto la opinión del Senador Harboe- pueden minimizar ciertos elementos. Por ejemplo: se trivializa lo de la playa, lo del estadio. 



Sin embargo, cuando en Estados Unidos las empresas tabacaleras financiaban a científicos y laboratorios y hacían campañas publicitarias para desmentir los informes que coincidentemente determinaban la existencia de efectos negativos del tabaco sobre la salud, se incubaban demandas que después fueron ganadas a Philip Morris y a otras grandes empresas.



Ha quedado demostrado, no solo por las películas, por Hollywood, sino por los tribunales de Estados Unidos, que las tabacaleras ejercieron acciones ilegales, conspirativas para comprar informes que señalaban que el tabaco no producía secuelas nocivas...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo Su Señoría.



Dispone de un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo preguntarle al señor Secretario si estamos en el segundo trámite. Porque hay aspectos, según he escuchado en la Sala, que bien podrían ser corregidos. Por eso, mi interrogante se orienta a quienes han hablado en contra del proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos en primer trámite constitucional y en discusión particular.

El señor NAVARRO.- O sea, ¿cabe la posibilidad de presentar indicaciones?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¿No? ¿Lo podría aclarar el señor Secretario?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos en el primer trámite constitucional; en la votación en particular: ya venció el plazo para presentar indicaciones. Por lo tanto, la posibilidad para formularlas es el segundo trámite constitucional, que se verificará en la Cámara de Diputados.

El señor NAVARRO.- Muy bien, entonces hay espacio todavía.



Voy a votar a favor, señor Presidente, de la totalidad de los artículos del proyecto. Y para quienes piensen que efectivamente hay elementos que corregir en él, todavía resta el trámite en la Cámara Baja. Y, en general, a los Diputados no les gusta que les mandemos la pega hecha, y se encargan de corregir...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por esencia, soy libertario. El derecho de las personas a decidir lo que hacen con su cuerpo, sus derechos reproductivos, entre otras cosas, es algo sobre lo cual me asiste profunda convicción, aunque no comparta lo que hagan con su cuerpo.



A mi juicio, las personas tienen derecho a consumir alcohol, a fumar tabaco. Soy partidario de que se despenalice el consumo de marihuana, pues no concibo que se meta preso a alguien por fumar una planta.



Mi posición se vincula con una convicción de libertades.



Por lo mismo, estoy a favor del aborto terapéutico. Porque no creo que el Estado deba regular lo que una mujer hace con su cuerpo hasta cierto número de semanas de gestación, menos aún en casos de violación, inviabilidad fetal o peligro para la vida de la madre.



En esa línea me inscribo.



Y hago esta introducción para plantear una inquietud. 



No sé si Chiletabacos posee oficina en la Región Metropolitana. Sí sé que se halla presente en la Región de O’Higgins. Y sí me consta, después de ser parlamentario por varios períodos, que jamás, ¡nunca!, se me han acercado ni la empresa ni los trabajadores. 



Y me parece inaceptable -pido, señor Presidente, que se borren de las Actas las aseveraciones al respecto- la alusión en el sentido de que quienes sustentamos opiniones distintas en esta materia seamos objeto de lobby. 



En primer lugar, reglamentariamente, la Mesa debe resolver dicho aspecto.



En segundo término, tengo una vivencia personal: mi suegro murió de enfisema pulmonar, y por esa razón dejé de fumar; lo vi ahogándose, paseando por todos lados un tubo de oxígeno. Pero era su derecho. ¡Era su derecho!



En este proyecto hay quienes quieren establecer mayores regulaciones que desincentiven el consumo. A mí me gustaría que esos mismos desincentivos se produjeran, en general, para todos los temas de salud pública. 



La semana pasada sostuvimos un debate sobre el alcohol, que es la principal causa de uso de camas hospitalarias en Chile; la principal causa de accidentes automovilísticos; una de las principales causas de muertes en nuestro país, de politraumatismos, etcétera.



De ahí que pediría cierta consistencia. 



Soy presidente de un club deportivo y me avergüenza que el pecho de su camiseta tenga la publicidad de una compañía de alcohol. Pero no soy partidario de que se prohíba su consumo.



Con respecto al artículo donde se plantea como mecanismo de regulación aumentar el tamaño de las cajetillas, me hago la pregunta de si para un obrero de la construcción esta medida es buena o mala. 



Entiendo que está prohibido venderles tabaco a menores, siempre. Y se pueden aumentar las penas para quien se los expenda.



Soy partidario de que se mantenga la prohibición de la publicidad, e incluso, de que se vaya más allá. 



Nosotros, eso sí -vale la pena establecer la comparación, señor Presidente-, nos estamos poniendo como Singapur. Nuestras normas restrictivas son de las más altas del planeta. Vamos a llegar a un punto donde no se podrá comer chicle en la calle porque aquello provoca impacto. 



Las normas en Chile hoy se sitúan por sobre las de la mayoría de los países europeos.



No me opongo a ello. Pero creo que hay que introducir cierta racionalidad. 



Cuando se plantea la cuestión del tamaño de la cajetilla, yo pregunto a favor de quién se dirige la norma; si es eficaz, si es la esencia del proyecto. En verdad, espero que lo expliquen quienes promueven este tipo de preceptos.



Yo no voy a votar a favor, pues me parece excesivo. No entiendo el punto: si se quiere la prohibición al consumo en menores, si se esgrime tal argumento, aumentemos la pena entonces a quienes les vendan tabaco. 



Sin embargo, en lo que respecta al tamaño del envase, ¿quién dice que han de ser 20 y no 80 cigarrillos por cajetilla? ¿Por qué 15 y no 20? Es un asunto vinculado con quien consume.



Entiendo que no queramos la venta de cigarrillos sueltos. Esa discusión la sostuvimos hace un tiempo. No he visto ningún dato que demuestre que obligar a que no haya cajetillas de 10 cigarrillos inhiba el consumo de tabaco. Considero que lo que más lo hace es subir el precio, y no estas normas en particular.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, voy a aprovechar mi intervención para contestar algunos puntos que estimo interesantes.



Primero, no he acusado a ningún Senador de ser objeto de lobby. Lo que denuncié es algo real: arriba hay trabajadores pagados, que vinieron en buses pagados; que ponen carteles en las carreteras. Durante meses instalaron pancartas contra mi persona, que equivale a la nueva manera de hacer lobby, pues los amenazan...



--(Manifestaciones en tribunas).



Las empresas tabacaleras los amenazan con algo que constituye una extorsión, que considero vil: si se aprueba la ley en proyecto van a quedar cesantes.



Eso es mentira, porque ellos fabrican cajetillas. Equivale a sostener que, por el hecho de que cambien el formato de las cajetillas a genéricas, no podrán fabricarlas. Pero es la manera de presionar y de amedrentar y de generar víctimas. Lo he dicho acá y lo reitero. 



--(Manifestaciones en tribunas).



¡Ahí está la evidencia! Ustedes han visto el comportamiento de la gente en las tribunas.



Lo que me preocupa de este Senado es la falta de voluntad para legislar sobre evidencia científica, porque cada una de las normas propuestas en la iniciativa tiene sustento. Todas, salvo una, poseen respaldo del Ministerio de Salud, de la Organización Mundial de la Salud, de la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile; en fin, de todos los entes científicos.



Cuando se habla de aumentar el tamaño de la cajetilla, se busca incrementar el precio. En ese sentido don Guillermo Paraje, docente de la Universidad Adolfo Ibáñez -institución que no es fiscal o pública-, hizo la modelación de cómo, por cada diez puntos de alza de impuestos, disminuye dos por ciento la prevalencia del cigarrillo, y fundamentó el hecho de que el tamaño de la cajetilla provoca un impacto en el consumo. 



Y me refiero al consumo de todos; especialmente, al de los niños y al de las personas más pobres, quienes tienen menos poder adquisitivo.



Nosotros queremos que todos dejen de fumar, en particular, los chilenos más pobres, quienes presentan mayor incidencia de cáncer y de infarto. Esta no es una medida clasista. Por el contrario, es una disposición que defiende a los más vulnerables, a los que cuentan con menos posibilidades para evitar el tabaquismo, dado que sufren más ansiedad por las mayores dificultades que enfrentan a diario. Muchas veces el tabaco se transforma en un satisfactor frente a otras durezas de la vida. 



En todo caso, la norma en comento está orientada, principalmente, a los niños.



Ustedes están en su derecho de aprobarla o no, pero la evidencia científica no los acompaña. 



Se trata de una medida global, planetaria. Se aplica en todo el mundo y en este mismo sentido.



Se hace hilaridad con el planteamiento de prohibir hacer cigarrillos de dulce para los niños. Sin embargo, esa medida se halla en lo central del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco. 



Lamento mucho que aquí se sostenga que esa norma impedirá que se hagan cuchuflíes. 



Las tabacaleras hacían cigarros de golosinas. Es evidente que buscaban hacer una transición desde los niños, con algo que se mete en la boca -muchas personas sienten esa necesidad-, hacia el consumo de cigarrillo. Es parte de una escalada.



Asimismo, se hace hilaridad respecto de otro tema central. 



Soy el autor de una norma que prohíbe fumar en lugares públicos, como parques, plazas y sitios donde haya menores.



¿Por qué fuman los niños? Porque las marcas hoy entregan elementos de identidad: hay “niños Adidas”. Estas dan estatus, sociabilidad. Pero se adquieren por los modelos que siguen los adultos, particularmente, los modelos que son exitosos, entretenidos o asociados a lo saludable.



Por otro lado -quiero ser claro-, no me gusta que se apoye una idea y después se diga otra cosa. 



Aquí se critica la disposición que señala que “en las playas y espacios públicos costeros sólo se permitirá fumar en los lugares que determine la autoridad”. A mí me parece razonable tal planteamiento, pero esa indicación la presentó en su momento el Senador señor García-Huidobro. Me habría gustado que el colega defendiera su propuesta en la Comisión de Salud, en lugar de criticarla después. Eso no tiene sentido. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡No la he criticado!

El señor GIRARDI.- Nosotros introdujimos una enmienda que prohíbe fumar en lugares públicos, como plazas, donde hay niños.



El señor Senador agregó una norma -no la tomemos para la chacota- que no prohíbe totalmente fumar en las playas. Dice: en estos espacios “se permitirá fumar en los lugares que determine la autoridad”. Y eso es razonable, porque a veces la playa está llena de colillas, de gente fumando, lo cual resulta desagradable.



Colega, es buena su indicación. Defiéndala acá, con carácter y personalidad. Enfrente las críticas que algunos formulan en cuanto a que esto es excesivo. A mí no me parece excesivo que la autoridad determine lugares para fumar: si una playa es gigante, la autoridad no señalará nada; pero si está repleta de personas, en especial de niños, establecerá un espacio para los fumadores.



Deme un tiempo adicional, señor Presidente, para concluir.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le concedo un minuto para terminar, señor Senador.



--(Manifestaciones en las tribunas).

El señor GIRARDI.- ¡Ahí están los lobbistas! ¡Están arriba!



Señores lobbistas, ¿cómo están…?



En definitiva, proponemos la prohibición de fumar en plazas y lugares donde haya niños, y la habilitación, por parte de la autoridad, de espacios para fumadores. O sea, no queremos que se prohíba fumar en una plaza, a menos que en ella se encuentren menores, caso en el cual se podrá fumar en un lugar destinado a ese fin. 



Ese tipo de medidas se aplica en todas partes del planeta. 



Este Senado debe decidir si quiere legislar sobre la base de la evidencia y de lo que tiene consistencia científica en las comunidades que investigan, o de la forma como lo está haciendo.



Lo relativo a los veinte cigarrillos no da lo mismo. El costo de una cajetilla de diez unidades permite que la compren niños y gente de menores recursos. No queremos que la gente acceda a fumar. Con ese propósito, subir el impuesto al tabaco y aumentar el tamaño de las cajetillas son buenas medidas, las que se sustentan en los estudios de todos los entes técnicos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.



No va a intervenir.



“Atacama: ¡no nos dejen solos!”, dice el mensaje en su pupitre.



Quiero recordar que está en votación el numeral 4) del artículo 1º del proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro, para fundar su voto.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, creo que fui bastante explícito al referirme a la indicación que presenté junto con otros colegas, la cual también firmó el Honorable señor Girardi.



Insisto en que se debe respetar a los adultos que no fuman y a los niños que están al lado de un fumador.



Cuando en las playas hay aglomeración de personas, lo lógico -así lo contempla la norma propuesta, que fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Salud- es que se habilite un sector de la playa -entiendo que no puede ser superior a la cuarta parte de ella- distante de donde se encuentra la gente para que las personas puedan fumar. Nadie les prohíbe consumir tabaco; solo se delimita el espacio donde hacerlo.



Y esa decisión la tomará la autoridad competente. Ni siquiera se establece que esta será la de salud. Eso se verá después. Lo importante es consignar que la autoridad resolverá tal situación.



En definitiva, lo que queremos todos es que se respete a las personas que no consumen tabaco para que no se conviertan en fumadores pasivos. Con ese fin presenté la indicación referida, que apunta en el sentido correcto. Es una medida similar a la que regula los espacios públicos cerrados, donde las personas que no fuman ya no lo hacen en forma pasiva, porque está prohibido fumar en tales lugares.



Por lo tanto, contestándole al Senador Girardi -por su intermedio, señor Presidente-, hago presente que la enmienda propuesta busca que se respete la libertad individual, pero también que se garantice que nadie fumará de manera pasiva.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis, para fundamentar su voto.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero ahondar con fundamentos y cifras la contradicción que planteé hace un rato; es decir, que, por un lado, el Senado es superrestrictivo respecto al consumo de tabaco y, por otro, la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados es superliberal con relación al uso del cannabis.



Veamos los datos por región.



En el año 2003 Aysén registraba 21,8 por ciento de consumo de tabaco, el cual bajó a 13,2 en 2014. En cambio, respecto del cannabis, subió de 2,4 por ciento en 1995 a 38 el año pasado, el mayor consumo nacional.



La Región de Antofagasta, segunda en el consumo de tabaco, disminuyó de 19,2 por ciento en 2003 a 4,5 en 2014. Mientras el uso de cannabis partió con 13,2 por ciento en 1995 y llegó a 33,6 por ciento en 2014.



En la Región de Magallanes, el consumo del tabaco disminuyó de 18,7 por ciento en 2003 a 7,4 en 2014. En cambio, el uso del cannabis aumentó de 3 por ciento en 1995 a 29,4 el año pasado.



En el caso de la Región Metropolitana, el consumo de tabaco va de un 17,3 por ciento en 2003 a un 8,4 en 2014. En tanto, el uso del cannabis se incrementó de 17,3 por ciento en 1995 a 34 por ciento en 2014.



En la Región de Valparaíso, el tabaco registró un porcentaje de 15,8 en 2003 y bajó a 6 por ciento en 2014. Mientras el consumo del cannabis partió con 12,9 por ciento en 1995 y llegó a 30,9 el año pasado.



En la Región de O’Higgins, el uso del tabaco disminuyó de 15,7 por ciento en 2003 a 6,6 en 2014. En cambio, el cannabis aumentó de 10,6 por ciento en 1995 a 29 en 2014.



En la Región de Atacama, el consumo de tabaco decreció de 15 por ciento en 2003 a 9,4 en 2014. En cambio, el de cannabis partió con 12,3 por ciento en 1995 y llegó a 34,3 el año pasado.



En la Región de Coquimbo, el uso de tabaco bajó de 14,4 por ciento en 2003 a 4,9 en 2014. En tanto, el de cannabis aumentó de 11,1 por ciento en 1995 a 32,1 en 2014. 



En la Región de La Araucanía, el consumo de tabaco disminuyó de 13 por ciento en 2003 a 5,8 en 2014. Mientras el uso de cannabis se incrementó de 4,5 por ciento en 1995 a 20,8 por ciento el año pasado.



¡Esa es la contradicción que existe, señor Presidente, y que dejo en evidencia! 



Nadie puede mantenerse neutro respecto de este asunto. 



Queda claro que la Ley del Tabaco es sumamente restrictiva y que ha surtido efecto. Ahí están los ejemplos a nivel regional, que muestran disminución del consumo en el tiempo. 



Sin embargo, en paralelo, se pretende liberalizar el uso del cannabis, situación que hoy está causando inquietud. En efecto, si se analizan las cifras de su consumo, se observa un impactante aumento. 



Pero no se adopta una postura fuerte para bajar esos altos índices. Las instancias que deberían preocuparse de proteger la salud pública, como las Comisiones de Salud de ambas ramas del Parlamento, están procediendo al revés: agrandan y profundizan el gran problema sanitario que estamos viviendo como país.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, quiero plantear dos cosas. 



En primer lugar, creo que es razonable el reclamo que han manifestado varios de los colegas que me antecedieron. 



Se debe ser cuidadoso en el uso del lenguaje para no dar a entender que quienes tenemos una opinión distinta o no apoyamos el proyecto -porque legítimamente pensamos que tal o cual artículo no ayuda a disminuir el tabaquismo en nuestro país- estamos siendo objeto de algún lobby o hemos sido contactados por alguna tabacalera.



Si bien a lo mejor aquello no se dijo directamente de nosotros, cabe ser más preciso con las expresiones que se usan para no dejar entrever una apreciación de esa naturaleza.



En segundo término, me llama mucho la atención el hecho de que gran parte de la argumentación que se ha expuesto durante toda la tarde ha sido la protección de la salud de los niños. ¡Pero si en este país está prohibido venderles tabaco a los menores!



Sobre el particular, quiero preguntarle al Ministro subrogante qué está haciendo este Gobierno y qué medidas tomaron las Administraciones anteriores para aplicar la normativa en ese ámbito. Porque si no somos capaces de fiscalizar la venta de tabaco a menores de edad, el que haya cajetillas de diez o veinte cigarros en realidad no tiene absolutamente ninguna importancia.



No creemos que la gente deje de fumar porque se le dificulte el acceso a una cajetilla de veinte cigarros o porque no disponga de dinero. Si quiere hacerlo, de alguna manera se las rebusca o compra tabaco más barato en la calle. Los fumadores que dejan de consumir son los que llegan al convencimiento más absoluto de que el tabaco hace mal.



Hoy se observa un cambio de actitud. Ya lo dijeron algunos Senadores: cuando éramos niños era normal fumar en los cines, en los aviones, en los trenes, pero ahora tal conducta, francamente, parece aberrante. Y lo es también para cualquiera de nuestros hijos. 



Cada vez es más masivo el concepto de que el tabaco hace daño.



El cambio de actitud no se da por alterar el tipo de cajetilla o la cantidad mínima de cigarros que ella contenga, sino por incentivar aspectos de educación. 



¡Y este proyecto de ley no tiene ni una sola letra que apunte en esa dirección! ¡Ni una sola letra que se oriente a ayudar a los fumadores a dejar su adicción! 



La iniciativa está dirigida a restringir las libertades individuales solamente. En mi opinión, una persona, conforme al ejercicio de su libertad y de su libre albedrío, puede, si lo estima conveniente, comprar una cajetilla de cigarros, pero teniendo conocimiento -porque así lo obliga la ley- de los malos efectos que el consumo de tabaco puede ocasionar a su salud.



Lo señaló el Senador Pérez Varela: esta propuesta legislativa será ineficaz si se convierte en ley. No contribuirá a disminuir el tabaquismo; por el contrario, terminará estimulando el negocio del tabaco contrabandeado, cuyo mercado hoy es mucho más escaso y más restringido.



Reitero: voto en contra de esta iniciativa, y espero que prime la cordura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el número 4) del artículo 1° del proyecto (18 votos en contra, 13 a favor y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Pérez Varela, Prokurica, Tuma e Ignacio Walker.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi y Patricio Walker.



Se abstuvo el señor Harboe.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se ha pedido votación separada de otras normas, sin perjuicio de las que ya quedaron aprobadas porque no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones. 



Siguiendo con el orden del proyecto, corresponde votar, en el numeral 5) del artículo 1º de la iniciativa, la enmienda que se introduce al inciso sexto que se agrega al artículo 4° de la ley, que consiste en intercalar las palabras “productos de” entre la expresión “La venta de” y el vocablo “tabaco”. 



La disposición original empezaba diciendo: “La venta de tabaco”. Con la modificación propuesta el inciso completo será del siguiente tenor: “La venta de productos de tabaco en dichos lugares no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público.”.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Esta enmienda se encuentra contenida en el número 4), que pasó a ser 5), y fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión (5 a 0).



En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, la aprobación fue unánime.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así es.

El señor ROSSI.- No hay nada que debatir.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El Senador señor Chahuán pidió votación separada.

El señor CHAHUÁN.- Retiro mi solicitud, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Bien, pero igual hay que votar la enmienda.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.
El señor COLOMA.- Señor Presidente, antes de proceder a la votación, me gustaría pedirles a los miembros de la Comisión que me resolvieran una duda con respecto a la redacción de esta norma: ¿qué significa exactamente que la venta de productos de tabaco “no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías”?



Para mí hay dos formas de entender lo que se propone: una, que no puedo “autoservirme” -por así decirlo-; o sea, que no puedo sacar yo mismo una cajetilla de cigarros de un supermercado, norma que entendería perfectamente; y dos, que no se permite exhibir un producto de tabaco en un estante, lo que no entendería.



Me gustaría saber exactamente qué busca el legislador con esta enmienda.



Estoy haciendo una consulta completamente inocente. Porque es muy distinto que se permita sacar directamente un producto de un estante de supermercado a que aquel no se pueda exhibir. Y la disposición podría entenderse en este segundo sentido, cuestión que me parece profundamente equivocada.



Por eso formulo la pregunta.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Reitero a Sus Señorías que esta modificación fue aprobada por unanimidad en la Comisión.



El Senador señor Coloma ha planteado una duda. Si no hay ningún integrante de la Comisión dispuesto a responder, abriremos la votación.

El señor COLOMA.- ¿Y qué pasa con mi duda, señor Presidente?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- ¡Hemos quedado muchas veces con dudas, señor Senador…!



¿El Honorable señor Harboe estaría en condiciones de contestar la consulta del Senador Coloma?



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, no soy miembro de la Comisión, pero quiero precisar algo: las normas relativas a las estanterías no se tocan. Lo único que hace esta modificación es incorporar los productos de tabaco. O sea, el resto del inciso se mantiene exactamente igual, salvo en la medida en que ahora se dice “productos de tabaco”.



Nada más, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Efectivamente, la modificación propuesta es intercalar, en el inciso sexto que se agrega al artículo 4°, las palabras “productos de” entre la expresión “La venta de” y el vocablo “tabaco”.



En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación propuesta por la Comisión al inciso sexto del artículo 4° (25 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Montes.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señores Senadores, está a punto de llegar a su término el Orden del Día. Por tanto, el debate y la votación de este proyecto, que ha sido de mucho interés y que ha motivado una gran participación, continuará mañana.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Subsecretario General de Gobierno, pidiéndole envío de proyectos de ley tendientes a SUSTITUCIÓN DE TRIBUNALES ELECTORALES REGIONALES POR SECRETARÍAS MUNICIPALES COMO ÓRGANOS ENCARGADOS DE CALIFICAR ELECCIONES DE GRUPOS INTERMEDIOS CON DERECHO A PARTICIPAR EN DESIGNACIÓN DE INTEGRANTES DE CONCEJOS COMUNALES.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole remitir antecedentes sobre ENTREGA DE RECURSOS DIGITALES OFFLINE, CAPACITACIÓN DOCENTE Y EQUIPAMIENTO A ESCUELAS RURALES MULTIGRADO DE REGIÓN DE LOS RÍOS.



A la señora Ministra de Salud, sobre PROCEDIMIENTO Y CRONOGRAMA CONSIDERADOS POR SEREMI DE SALUD PARA MEDICIÓN DE HUMEDAD Y CERTIFICACIÓN DE LEÑA EN COMUNAS DE REGIÓN DE LOS RÍOS; y pidiéndole información respecto de FISCALIZACIÓN Y MEDICIONES EFECTUADAS POR AUTORIDAD SANITARIA DE REGIÓN DE LOS RÍOS EN CUERPO DE AGUA DE RÍO BUENO.



Al señor Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO, requiriéndole antecedentes acerca de ZONAS, CALETAS O ÁREAS DE MANEJO DE REGIÓN DE LOS RÍOS EN QUE SE APLICARÁ INICIATIVA DENOMINADA “SISTEMA INTEGRADO DE VIGILANCIA PARA ÁREAS DE MANEJO”.


Del señor GARCÍA-HUIDOBRO:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole que instruya INVESTIGACIÓN SOBRE ACUERDOS DE CONCILIACIÓN POR NEGLIGENCIAS MÉDICAS ALCANZADOS POR DIRECCIÓN DE SALUD O’HIGGINS EN ÚLTIMOS TRES AÑOS.



De la señora GOIC:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole MODIFICACIÓN DE DECRETO SUPREMO N° 68, DE 1988, PARA ENTREGA DE BECA DE INTEGRACIÓN TERRITORIAL A ESTUDIANTES DE ESTABLECIMIENTOS CIENTÍFICO-HUMANISTAS.



Del señor GUILLIER:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole REGISTRO DE PROPIEDADES AFECTADAS POR INUNDACIONES EN ANTOFAGASTA Y REVISIÓN DE NORMATIVA SOBRE IMPERMEABILIDAD Y ESTRUCTURA TÉCNICA DE VIVIENDAS.


A la señora Ministra de Minería, solicitándole informar acerca de ESTADO ACTUAL DE TRANQUES, RELAVES Y CENTROS DE ACOPIO MINERAL EN FAENAS MINERAS DE REGIÓN DE ANTOFAGASTA. 



Al señor Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO, para que remita antecedentes jurídicos sobre PROCESO ARBITRAL EN CONTRA DE SQM SALAR S.A. PARA REQUERIR RENDICIÓN DE CUENTAS DE MANDATOS Y VERIFICACIÓN DE PAGOS DE CONTRATOS DE ARRIENDO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Educación, pidiéndole INICIO DE TRABAJO EN PROYECTO PILOTO DE PROPEDÉUTICO PARA INGRESO A EDUCACIÓN SUPERIOR EN REGIÓN DE AISÉN.



Del señor OSSANDÓN:



A la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, solicitándole información sobre AVANCE DE ANTEPROYECTO DE NUEVA LEY MIGRATORIA Y ENVÍO A PARLAMENTO DE PROPOSICIÓN DEL GOBIERNO.



De la señora VON BAER:


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de consultar acerca de HABILITACIÓN DE CANCHA PARA CLUB DEPORTIVO UNIÓN TENIENTE MERINO, VALDIVIA.



Al señor Ministro de Bienes Nacionales, a fin de que informe respecto de REGULARIZACIÓN DE DOMINIO EN SECTOR LA PLATA-LOS ULMOS Y PROPIEDAD DE TERRENOS DE CANCHA Y ESCUELA RURAL DE LOS ULMOS, COMUNA DE PAILLACO.



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, para que remita antecedentes en cuanto a PROHIBICIÓN DE COMERCIALIZACIÓN DE CALEFACTORES AMESTI.
)----------(



--Se levantó la sesión a las 19:22.








Manuel Ocaña Vergara, 









 Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE DISPONE LA DECLARACIÓN DE PATRIMONIO Y DE INTERÉS DE LOS EX PRESIDENTES DE LA REPÚBLICA
(9.984-07)
MENSAJE Nº 28-363/

Honorable Senado:
En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de reforma constitucional que dispone la declaración de patrimonio y de interés de los ex Presidentes de la República.

I. ANTECEDENTES

En el último tiempo han llegado al conocimiento público la existencia de relaciones entre el dinero y la política que atentan contra los ideales de transparencia y probidad que, tanto nuestra Constitución como las leyes de nuestro país, imponen a todo aquél que ejerza una función pública.
Tales situaciones han generado una legítima preocupación y malestar en la ciudadanía y en sus representantes. Existe consenso sobre la necesidad de establecer una regulación estricta respecto de las reglas que regulan y exigen un comportamiento íntegro de parte de los servidores públicos.
Estas exigencias son, asimismo, imprescindibles para alcanzar los objetivos que este Gobierno se ha impuesto en el afán de construir un país equitativo y sin privilegios.
El presente proyecto se enmarca en una trayectoria de aumento progresivo de los estándares éticos sobre los titulares de los órganos del Estado. 
En 2005, a través de la ley Nº 20.050 elevamos a la Constitución el principio de probidad en el artículo 8º, entre otras importantes reformas. 
Más tarde, en 2010 me correspondió promulgar la reforma constitucional, materializada en la ley Nº 20.414 que incluyó la enumeración de autoridades y funcionarios en el mismo artículo que deben efectuar declaración de intereses y patrimonio. En dicha ocasión se facultó, además, para que la ley regulara la administración delegada de activos y, llegado el caso, su enajenación.
II. OBJETIVOS

El presente proyecto de reforma constitucional tiene como propósito acoger la exigencia ciudadana de elevar los estándares de probidad a aquellas personas que ejercen una función pública, aun cuando hayan cesado en el ejercicio de un determinado cargo. La centralidad de la figura del Presidente de la República en nuestro sistema político nos motiva a extender esta obligación, ante todo, a los ex Presidentes.
El momento en que se encuentra nuestro país nos da una oportunidad histórica para darnos estándares de probidad y de transparencia que nos permitan continuar con nuestro camino sostenido hacia el desarrollo social y económico.
Es por esto que nos hemos dado a la tarea de revisar de manera íntegra la institucionalidad en la materia. Para ello, he nombrado un Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción, el cual definirá los lineamientos generales y presentará medidas concretas para avanzar en una institucionalidad que regule de manera eficaz las relaciones entre la política y el dinero, en el ámbito público y privado.
No debe olvidarse que a los ex Presidentes, siendo simples ciudadanos que no ejercen autoridad pública, la Constitución les reconoce ciertas prerrogativas, tales como el fuero y la dieta (artículo 30 de la Constitución). Resulta lógico, entonces, que esos privilegios estén acompañados de cargas razonables como la que el presente proyecto de reforma constitucional aborda. El mismo hecho que el goce de estas prerrogativas sea vitalicio permite regular legalmente un deber con la misma duración.
III. CONTENIDO

En este contexto, creo firmemente que quienes hemos recibido la confianza de la ciudadanía a través de la expresión democrática, debemos ser quienes con mayor firmeza respondan a las exigencias de probidad y transparencia. Es por esto que mediante este proyecto de reforma constitucional se establece el deber de los ex Presidentes de la República de realizar declaraciones de patrimonio e intereses de por vida y en los mismos términos que establece la ley para las demás autoridades y funcionarios.
La obligación que aquí se regula sólo se aplicará a quienes adquiramos la calidad de ex Presidentes, o Presidentas, de la República una vez que la presente reforma sea publicada, sin afectar, por tanto, a los anteriores mandatarios.
Además, la reforma amplía los sujetos que están afectados por esta obligación. Así, siguiendo los estándares internacionales en la materia, el legislador podrá detallar otras personas que, por existir un interés público calificado por la ley, deben también efectuar las antedichas declaraciones.
En mérito de lo expuesto someto a  la consideración, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8°, por el siguiente:

“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Diputados y Senadores, y las demás autoridades, funcionarios y personas que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonios en forma pública. Las personas que posean la dignidad oficial de Ex Presidente de la República deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en las condiciones y con los límites que señale la ley orgánica constitucional.”.

Agrégase la siguiente disposición vigésimo séptima transitoria:
“VIGÉSIMO SÉPTIMA.- La obligación de efectuar declaración de patrimonio y de intereses que regula el inciso tercero del artículo 8º no se aplicará a los ex Presidentes de la República que hayan adquirido tal calidad con anterioridad a dicha reforma constitucional.”.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Peñailillo Briceño, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Alberto Arenas de Mesa, Ministro de Hacienda.- Ximena Rincón González, Ministra Secretaria General de la Presidencia.  
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PERMITE FACILITAR LA INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO DEPORTIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS Y DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA A ORGANIZACIONES DEPORTIVAS Y ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(9.707-02)


Oficio Nº 11.813 

VALPARAÍSO, 9 de abril de 2015.


Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que permite facilitar la infraestructura y equipamiento deportivo de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública a organizaciones deportivas y establecimientos educacionales, correspondiente al boletín N°9707-02, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- La infraestructura y equipamiento deportivo de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública podrán ser facilitados a organizaciones deportivas legalmente constituidas y a establecimientos educacionales en todos sus niveles, sin interferir en el desarrollo de actividades de formación profesional de las Escuelas Matrices, todo ello, en el ejercicio de la misión institucional de extensión a la comunidad y de fortalecimiento de las relaciones cívico militares.”.  
 ***********

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
3

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ELIMINA LA PROHIBICIÓN DE PARTICIPACIÓN DE ESTUDIANTES Y FUNCIONARIOS EN EL GOBIERNO DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR, Y AUTORIZA DICTAR NUEVOS ESTATUTOS PARA LA UNIVERSIDAD DE SANTIAGO Y LA UNIVERSIDAD DE VALPARAÍSO

(9.481-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión celebrada el 18 de marzo de 2015.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistió el Honorable Senador señor Alejandro García-Huidobro.

Asimismo concurrieron:

Del Ministerio de Educación: la Subsecretaria, señorita Valentina Quiroga; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Álvaro Cabrera; el Coordinador de Educación Superior, señor Francisco Martínez, el Asesor, señor Patricio Espinoza, y la Periodista, señorita Claudia Farfán.
De la Confederación de Estudiantes de Chile, CONFECH: la Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Valentina Saavedra, y el señor Sebastián Aylwin.
Del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, CRUCH: el Vicepresidente Ejecutivo y Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle, y la Abogada, señorita Stephanie Donoso.
Del Consejo Nacional de Trabajadores de Universidades de Chile, CONATUCH: de la Universidad Católica Silva Henríquez, la señora Susana Salinas y señor Fernando Lizana; de la Universidad Técnica Federico Santa María, los señores Mario Navarro y Luis Hidalgo; de la Universidad de Concepción, los señores Espedio Ibáñez y Pedro Mariñón; de la Universidad Austral de Chile, el señor Ricardo Cutiño y de la Universidad Católica de Valparaíso, el Tesorero, señor Exequiel Vargas; la Secretaria, señora Pamela López; el Dirigente, señor Camilo Rozas; el Asesor, señor Christian Arancibia; el Director, señor Jaime Ugarte y el Expositor y Vocero, señor Osvaldo León.
De la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile: el Presidente, señor Ricardo Sande, y la señorita María Fernanda Gómez.
De la Universidad de Santiago de Chile, USACH: el Rector, señor Juan Manuel Zolezzi.
De Acción Educar: el Director Ejecutivo, señor Raúl Figueroa.
De la Corporación de Universidades Privadas de Chile, CUP: el Vicepresidente Ejecutivo, señor Ricardo Israel.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Octavio Del Favero.
De Libertad y Desarrollo: el Abogado, señor Jorge Avilés.
De Educación 2020: la Asesora Legislativa, señora Patricia Schaulsohn.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señorita Pamela Cifuentes y señor Mauricio Holz.
De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: los Asesores, señorita Ann Hunter y señor Agustín Briceño.
De Fundación Jaime Guzmán: el Abogado, señor Jorge Barrera.

De la oficina del Honorable Senador señor Quintana: la Asesora, señorita Yasna Bermúdez.
De la oficina del Honorable Senador señor Rossi: la Asesora, señorita Laura Quintana.

Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones.

Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Sebastián Bastías.
Del Comité PPD: el Asesor, señor Rodrigo Suazo.

De la oficina del Honorable Diputado señor Boric: el Asesor, señor Felipe Valenzuela.

- - -


Es necesario hacer presente que de acuerdo al trámite dispuesto por la Sala al ingresar esta iniciativa para su discusión en el Senado, correspondía que durante la discusión en particular de la misma fuera informada también por la Comisión de Hacienda. Sin embargo, las normas que motivaron dicho procedimiento, contenidas en los artículos 2°, 3° y 4° transitorios
, fueron suprimidas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología al aprobarse la indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República para su eliminación, como se indica más adelante en este informe. Como consecuencia de lo anterior, vuestra Comisión os informa que no corresponde que este proyecto sea informado por la referida Comisión.


La referida indicación, asimismo, y como consecuencia de la supresión de los referidos preceptos, propuso cambiar la denominación de la iniciativa por la de “Proyecto de ley que elimina la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, asegurando el derecho de asociación”, lo cual también fue aprobado por la Comisión, como se indica más adelante en este informe, por lo que os propones obrar en ese sentido.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

La presente iniciativa de ley tiene por objeto eliminar las prohibiciones actualmente existentes que impiden la participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.

Asimismo, busca consagrar expresamente la prohibición que las institución de educación superior contengan en sus estatutos, normativa interna o en cualquier acto o contrato entre ellas y sus miembros alguna prohibición, limitación u obstáculo al derecho de asociación.

Finalmente, faculta a la Presidenta de la República para dictar, mediante decretos con fuerza de ley, nuevas normas estatutarias o modificar las vigentes de la Universidad de Santiago de Chile y de la Universidad de Valparaíso.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Os hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el artículo 1° permanente tiene el carácter de norma orgánica constitucional,  por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental.

- - -

Durante la discusión de este proyecto de ley concurrieron, especialmente invitados a exponer su opinión respecto del proyecto, las entidades y especialistas que se indican a continuación:

- La Confederación de Estudiantes de Chile, representada por la Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Valentina Saavedra. 

-El Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, representado por su Vicepresidente Ejecutivo, señor Aldo Valle.

-El Consejo Nacional de Trabajadores de Universidades de Chile, representado por su vocero, señor Osvaldo León.

-La Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, representada por su Presidente, señor Ricardo Sande.
-La Universidad de Santiago de Chile, representada por su Rector, señor Juan Manuel Zolezzi.

-La Fundación Acción Educar, representada por su Director Ejecutivo, señor Raúl Figueroa.

-La Corporación de Universidades Privadas de Chile, representada por su Vicepresidente Ejecutivo, señor Ricardo Israel.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República.

2.- Declaración Universal de Derechos Humanos.

3.-Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

4.-Convención Americana de Derechos Humanos.

5.- Decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370.

6.- Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre universidades.

7.- Decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre institutos profesionales. 

8.- Decreto con fuerza de ley N° 24, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre centros de formación técnica.

9.-Ley N° 20.500, de 2011, sobre sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública.
10.-Ley N° 19.296, de 1994, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la administración del Estado.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley recuerda que el principio de la autonomía universitaria nace conjuntamente con la creación de las primeras universidades. Agrega que dicho principio permite a dichas instituciones de educación superior designar a su personal académico sin interferencias interferencias externas, decidir acerca de la admisión de estudiantes, identificar aquello que deben enseñar y cómo enseñarlo y determinar sus normas, prioridades académicas y patrones de su futuro desarrollo. Todo lo anterior, en el marco de las disposiciones legales generales y específicas que rigen a los sistemas e instituciones educacionales. 

Hace presente que la autonomía universitaria antedicha también implica la libertad de cada universidad de determinar la forma de su organización, lo que define su carácter autónomo en el sentido original del término, referido a la potestad de normarse por sí misma. Esto, resalta, incluye la participación de los miembros de sus comunidades en la vida institucional, sin por ello dejar de considerar las jerarquías inherentes a la misión y al quehacer universitario.

Asegura que en nuestro país la autonomía universitaria fue reconocida por primera vez por medio del decreto con fuerza de ley N° 7.500, de 1927, que rezaba “Las universidades serán autónomas y fijarán en sus reglamentos los institutos y escuelas dependientes de las diversas facultades, como, asimismo, todo lo inherente a su organización, ubicación y funcionamiento”. Asevera que posteriormente, dicha norma fue recogida en los estatutos de las universidades estatales; como el de la Universidad de Chile, de 1931, y el de la Universidad Técnica del Estado, aprobado por la ley Nº 10.259 de 1952.
Destaca que a partir de la reforma introducida mediante la ley Nº 17.398, de 1971, a la Constitución Política de la República de 1925, la autonomía universitaria pasó a tener rango constitucional, y que su reconocimiento constitucional se mantuvo hasta la entrada en vigencia del Acta Constitucional Nº 3 de 1976, la que no hizo referencias a esta materia. Pocos años después, comenta, en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Educación, que fijó normas sobre las universidades, se estableció una definición de autonomía en iguales términos a los de la Constitución de 1925. 
Con el tiempo, continúa, el alcance de este concepto se extendió a todas las instituciones de educación superior, a través de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.
Establecido lo anterior, pone de relieve que el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, dispone que los estatutos o instrumentos constitutivos de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que quieran obtener el reconocimiento oficial, deben excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas. Estima que la referida prohibición, heredada de normas dictadas durante la dictadura militar, constituye una especial limitación al ejercicio de la autonomía institucional que resulta improcedente mantener.

En relación con el punto anterior, Su Excelencia la Presidenta de la República destaca que la propuesta contenida en el proyecto de ley en estudio constituye una aspiración planteada por los estudiantes y sus organizaciones a lo largo de los últimos cuarenta años.

En lo que al aseguramiento del derecho de asociación a estudiantes y trabajadores respecta, hace ver que éste se encuentra ampliamente consagrado en diversos tratados internacionales. En efecto, detalla, se contiene en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Convención Americana de Derechos Humanos. Además, señala, se encuentra recogido en la Constitución Política de la República y en la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana de la gestión pública. Agrega que en el caso de asociación de los funcionarios públicos, como lo son el personal de las instituciones estatales, se les reconoce también este derecho en la ley Nº 19.296, sobre asociaciones de funcionarios.
Dispone que no obstante lo anterior, y debido a la relevancia de esta garantía constitucional y su debida protección, es conveniente consagrar legalmente que ninguna institución de educación superior puede establecer en su normativa o en cualquier acto o contrato, limitación alguna al ejercicio de estos derechos a los integrantes de su respectiva comunidad, dándoles un plazo para que ajusten sus estatutos y reglamentación interna a lo anterior, si correspondiere.

Respecto a la autorización para la dictación de nuevos estatutos y/o para la modificación de los estatutos vigentes que regulan las Universidades de Santiago de Chile y de Valparaíso, asegura que ella corresponde a una aspiración concreta y fundamentada por parte de las comunidades académicas y universitarias respectivas. 

Estima que una tarea prioritaria es la modificación de los estatutos orgánicos de las universidades estatales, toda vez que actualmente trece de las dieciséis instituciones pertenecientes al Estado cuentan aún con estatutos orgánicos dictados durante la década de 1980, es decir, en una situación nacional y universitaria muy diferente a la actual. Considerando ese contexto, precisa, la reforma y actualización de los estatutos de las universidades del Estado representa una labor en la que la participación de dichas instituciones y sus comunidades adquiere un carácter fundamental. 
Sostiene que los tiempos en que dichas reformas y modificaciones estatutarias ocurrirán coinciden con la reforma general al sistema de educación superior que el gobierno está comprometido a impulsar. De esa manera, las modificaciones de este proyecto de ley podrán hacerse consistentes con la futura legislación educacional, considerando que la reforma a la educación superior chilena modificará y perfeccionará, significativamente, tanto el marco regulatorio del conjunto del sistema como la estructura de derechos y deberes de los distintos tipos de instituciones con reconocimiento oficial, así como las vías de financiamiento, de vinculación con el Estado y de evaluación y certificación de la calidad de las mismas, entre otras materias fundamentales.
Remarca que en ese contexto, la iniciativa impulsada por la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, en orden a proponer una reforma a los estatutos orgánicos que respectivamente las rigen, es un paso importante para avanzar en este propósito y dotar a estas instituciones de mejores instrumentos para su vida y gestión institucional, permitiéndoles desenvolverse de mejor manera en un sistema de educación superior complejo y con altas exigencias a nivel nacional e internacional.
Finalmente, pone de manifiesto que una organización y estructura moderna, una gestión eficaz e inclusiva que reconozca la labor y características específicas de la comunidad universitaria, una mayor flexibilidad en la administración, un verificable alineamiento con los intereses generales de la Nación y una adecuada y profunda vinculación con las comunidades en las que estas instituciones se insertan representan todas condiciones para una gestión institucional de carácter público acorde con los requerimientos de la educación superior que nuestro país necesita en la era del conocimiento y de la inclusión.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, hizo ver que si bien el texto del proyecto de ley en estudio era muy breve, su contenido revestía mucha importancia. Ahondando en su aseveración, señaló que, en efecto, la propuesta de poner término a la prohibición de participación de los alumnos y funcionarios administrativos en los gobiernos de las universidades recoge las demandas de varias generaciones de estudiantes y trabajadores. Adicionalmente, agregó que en un contexto de reforma al sistema de educación superior, ella es una materia que no puede quedar ausente.

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, recordó que la autonomía universitaria es reconocida hace muchos años a nivel mundial, y que nuestro país no hace excepción de esa realidad. Al respecto, hizo presente que ya la Constitución Política de la República del año 1925, luego de la modificación introducida por medio de la ley N° 17.398, el año 1971, la reconocía entre sus precepto. Acotó que actualmente dicha autonomía, que es definida como un poder que permite a las instituciones de educación superior designar su personal académico sin interferencias externas, decidir acerca de la admisión de estudiantes, identificar aquello que deben enseñar y cómo deben hacerlo y determinar sus normas, prioridades académicas y patrones de su futuro desarrollo, se ejerce en el marco de las disposiciones legales generales y específicas que las rigen.
Resaltó que nuestra legislación contempla una importante limitación a dicho principio, originada en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1980, que fijó normas sobre universidades, la que se extendió más tarde a otros cuerpos legales, llegando a incluso al decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, cuerpo normativo que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370. Al respecto, sostuvo que los artículos 56, 65 y 76 del texto citado contemplan como requisito para obtener el reconocimiento oficial que la forma de gobierno de dichas entidades excluya la participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ellas, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas.

Aseguró que la derogación de la referida prohibición es fundamental, toda vez que no resulta adecuado que la legislación de un país democrático contemple una limitación tal a la autonomía de las instituciones de educación superior. Para ello, acotó, el artículo 1° de la iniciativa de ley propuesta modifica los artículos 56, 65 y 76 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. Además, introduce enmiendas en el decreto con fuerza de ley que fija normas sobre universidades, en el que fija normas sobre institutos profesionales y en el que las fija para los centros de formación técnica. Destacó que con estas últimas modificaciones evitarán llevar a interpretaciones distintas al anhelo del Ejecutivo.

Por otro lado, comentó que otros de los objetivos del proyecto de ley consiste en facultar a Su Excelencia la Presidenta de la República para que, mediante decretos con fuerza de ley, dicte nuevas normas estatutarias o modifique las vigentes de la Universidad de Santiago de Chile y de la Universidad de Valparaíso, casas de estudios que hicieron llegar al Ministerio de Educación sus estatutos en 2009 y 2013, respectivamente.

Con todo, hizo presente que la instancia que representa ha recibido una carta por parte de los rectores de las universidades estatales en la que manifiestan que si bien estas instituciones de educación superior habían solicitado al Ministerio de Educación avanzar en la aprobación de sus estatutos, dada la reforma al sistema de educación superior que impulsará el Ejecutivo, preferirían tener claridad al menos respecto de las normas comunes que debiesen regir para aquel antes de adentrarse en los estatutos de las casas de estudio.

Abocándose a los artículos transitorios, en tanto, indicó que el primero de ellos otorga un plazo de un año, contado desde la publicación de la ley, a las instituciones de educación superior para ajustar sus estatutos y normativa interna a las disposiciones de la presente ley.

Apuntó que los artículos segundo y tercero transitorios, por su lado, facultan a Su Excelencia la Presidenta de la República para que dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley dicte, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, las nuevas normas estatutarias que regularán la organización, atribuciones y funcionamiento de la Universidad de Valparaíso y de la Universidad de Santiago de Chile, respectivamente.

Finalmente, explicó que el artículo cuarto transitorio obliga a los rectores de las referidas casas de estudio a presentar al Ministerio de Educación, dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley, un proyecto de nuevo estatuto orgánico o de modificación del estatuto vigente. Además, subrayó, precisa los contenidos mínimos de dichos estatutos.

Se deja constancia de que la Subsecretaria de Educación acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

La Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Valentina Saavedra, hizo presente, en primer término, que el movimiento estudiantil ha reiterado en los últimos años la necesidad de abrir el debate de la reforma educacional, mostrando voluntad y capacidad de dialogar. Al respecto, apuntó que sólo un dialogo sustantivo permitirá que las reformas lleguen a buen puerto y asegurará que ellas respondan a las demandas de la ciudadanía. A mayor abundamiento, llamó a no olvidar que las condiciones que permiten hoy hablar de una reforma sustantiva al sistema educacional fueron construidas por la sociedad organizada y por el movimiento estudiantil.

Adentrándose en el análisis del proyecto de ley en estudio, aseveró que mayor valor radica en su proceso de construcción, caracterizado por un estudio participativo, y solicitó replicar la fórmula utilizada en él en las reformas venideras.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, recordó que en la elaboración de la propuesta de ley, la Confederación de Estudiantes de Chile y el Ministerio de Educación definieron los principios y objetivos generales que se esperaban fueran los que la rigieran, y que sólo una vez sentadas esas bases se dio paso a una etapa más técnica, en la cual ambas instancias elaboraron el texto del proyecto de ley que se presentó a tramitación. Manifestó que en la primera etapa se acordó la derogación de normas que impiden alcanzar gobiernos democráticos y la libre organización de estudiantes, académicos y personal no académico de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Precisó que si bien la fórmula alcanzada no garantiza la participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionaros administrativos, al menos destierra la prohibición de participación con derecho a voto de aquellos. Ello, destacó, es un avance histórico para el movimiento estudiantil, dado que por años en algunos planteles miles de alumnos ni siquiera han podido formar centros de estudiantes. Estimó que la consolidación de la participación hará de las instituciones de educación superior mejores casas de estudio, posibilitando debates sustantivos y mayor participación de la comunidad. 

Luego de recapitular la elaboración del proyecto de ley en estudio, consideró indispensable asegurar un trabajo en conjunto con los distintos actores, comenzando por los principios que inspirarán las transformaciones que se espera alcanzar. 

En otro orden de consideraciones, puso de relieve que actualmente una lógica empresarial rige en muchas instituciones de educación superior privadas, traduciéndose aquella en la democracia interna es considerada ineficiente, como si la organización afectara de manera negativa a las comunidades. Esa cultura autoritaria, sentenció, no puede continuar.

En la misma línea argumental, sostuvo que la eliminación de la prohibición de participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos reconoce que la democracia al interior de las casas de estudios no es algo ineficiente, sino una protección de los derechos de expresión y asociación. Además, agregó, hace primar la colaboración por sobre la competencia. En este punto, manifestó que si bien eso no se garantiza en el proyecto de ley, al menos se logra un avance sobre la materia.

Con respecto a los cambios de estatuto de las universidades de Valparaíso y de Santiago de Chile, remarcó que el plazo de seis meses que otorga el artículo cuarto transitorio a los rectores para presentar ante el Ministerio de Educación un proyecto de nuevo estatuto orgánico o de modificación del estatuto vigente debe ser utilizado para la realización de procesos internos participativos y democráticos, que den como resultado el texto a entregar. Comentó que la federación de estudiantes de la Universidad de Santiago de Chile, junto con la asociación de académicos, la de profesionales y la de funcionarios de este plantel, ha declarado que el proyecto de estatuto presentado por su rector no posee la legitimidad suficiente. Acotó que la calificación anterior se fundamenta en las siguientes razones:

-por el tiempo transcurrido desde su elaboración, 

-por la condición excluyente del plebiscito en que se votó, 

-por los cambios unilaterales que se introdujeron al presentarlo al Ministerio de Educación, 

-porque no concede participación a la comunidad universitaria organizada en la elección de autoridades unipersonales y 

-porque dicha participación es insuficiente en los órganos colegiados. 

Aseguró que todo lo anterior fue debidamente documentado ante la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados. Por lo anteriormente expuesto, señaló que las organizaciones mencionadas han solicitado la consideración de los honorables senadores en el debate y acuerdos respecto al proyecto de ley en comento. 

Siguiendo con su exposición, indicó que a la hora de hablar de universidades públicas, tanto su democracia interna como su entrega para con la sociedad toman un papel relevante. En ese sentido, valoró que los estatutos de la Universidad de Valparaíso y de la Universidad de Santiago de Chile fueran discutidos en el parlamento, instancia en donde distintas partes de la sociedad organizada pueden ser escuchadas. 

Por otro lado, reiteró que la organización que representa ve con buenos ojos el curso que ha llevado esta iniciativa de ley, sin perjuicio de perfeccionar algunos de sus aspectos. Sobre el particular, notó que un objetivo no logrado es la legislación en positivo, de manera de asegurar la constitución de gobiernos universitarios democráticos. 

Finalmente, resaltó la importancia del tema en estudio en el contexto de la educación superior. A mayor abundamiento, llamó a tener en cuenta que la discusión sobre educación superior no se puede limitar al costo de las carreras o a la gratuidad por si sola, sino que requiere, además, de una discusión amplia sobre qué nivel de universidades se quiere tener y qué transformaciones deben producirse en una institución para que ésta sea pública.

Se deja constancia de que la señorita Saavedra acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle, antes de adentrarse en el análisis del proyecto de ley en estudio, recordó que las universidades son instituciones que deben contribuir a la deliberación de la sociedad. Precisó que, en efecto, es ese espacio en donde se construyen los principales significados compartidos en la comunidad social y política. Por ello, sentenció, la participación es una consecuencia de ese concepto. Con todo, aclaró que participación no es sinónimo de corporativismo ni gremialismo. 

Aseguró que por las razones anteriores, la idea matriz del proyecto de ley era compartida por las organizaciones que encabeza. Adicionalmente, señaló que sin duda el dar lugar a la promoción de virtudes cívicas en la convivencia universitaria y en la sociedad forma parte del proceso formativo y educativo de las universidades, y agregó que esa promoción sólo tiene lugar cuando está permitida la participación, cuestión que no ocurre actualmente.

En cuanto a la propuesta de dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, consideró que las casas de estudio del Estado necesitan nuevos textos normativos que les permitan modernizarse, darles mayor flexibilidad para llevar a cabo su gestión y desempeñarse en un escenario totalmente diferente al existente al momento de su creación. A lo anterior sumó la necesidad de adecuar sus controles y su fiscalización administrativa a los fines y propósitos de estas instituciones, no pudiendo considerarse simples servicios públicos, como ocurre en la actualidad. 

Insistiendo en la necesidad de renovar los estatutos de las universidades estatales, puntualizó que ellos en su mayoría datan del año 1981, y fueron elaborados sin la participación de las comunidades universitarias. No obstante, subrayó que dichos estatutos debían ser compatibles con un conjunto de normas comunes de orden público para todo el sistema de educación superior que promuevan la participación y, al mismo tiempo, establezcan cuáles son las reglas conforme a las cuales ellas llevarán a cabo su gestión y ejercerán el gobierno universitario. Ahondando en este último punto, estimó esencial la dictación de dichas disposiciones comunes, y justificó tal planteamiento en que ciertas materias que no pueden quedar al arbitrio de las comunidades. Puntualizó que entre ellas se encuentra el garantizar el carácter estatal de dichas casas de estudio y sus fines, el aseguramiento del pluralismo, la administración responsable del patrimonio público, la distinción entre el ámbito normativo, administrativo y de control y la independencia, diferenciación de atribuciones y de competencia de quienes ejercen los gobiernos universitarios. A lo anterior sumó la necesidad de garantizar la existencia de un órgano de control interno que no dependa del rector y los quórum de participación de los funcionarios, académicos y estudiantes, de modo que ellos no queden entregados al arbitrio de las comunidades. 

Hizo ver que las referidas disposiciones debían dictarse previamente a los nuevos estatutos de las universidades estatales, porque de lo contrario estos correrían el riesgo de no ajustarse a dichas normas mínimas comunes, quedando por ello derogadas. 

Adentrándose en la realidad de la Universidad de Valparaíso, relató que dicha institución de educación superior formó una comisión revisora de sus estatutos en un proceso institucional, en el año 2008, en el que trabajaron, durante casi cuatro años, estudiantes, funcionarios y académicos, el que se sometió a referéndum. Agregó que el trabajo concluyó el año 2012, y el 2013 se hizo llegar al Ministerio de Educación, Secretaría de Estado que le formuló observaciones. 

A reglón seguido, fue enfático en advertir que el contexto en que se realizó el proceso anterior era uno absolutamente distinto al actual. En efecto, destacó que dicho proceso se inició tres años antes de las movilizaciones estudiantiles de 2011.

Resumiendo sus planteamientos, consideró fundamental avanzar en la idea matriz de derogar la prohibición de participación actualmente existente, dado que su presencia daña al sistema de educación superior y no se condice con el rol superior que corresponde a las universidades en una sociedad democrática y plural. Con respecto a la propuesta de autorizar la dictación de nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, en tanto, insistió en que ello no era conveniente mientras no se dictaran previa o al menos conjuntamente las referidas normas comunes. 

Finalmente, dejó de manifiesto que la propuesta entregada no tenía por objeto demorar la tramitación del proyecto de ley analizado, sino que simplemente llevar adelante un proceso de transformación de manera serena y responsable, para alcanzar efectivamente los efectos democratizadores esperados.

Se deja constancia de que el Valle acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Vocero del Consejo Nacional de Trabajadores de Universidades de Chile, señor Osvaldo León, consideró que la participación de los estudiantes y trabajadores administrativos en el gobierno de las instituciones de educación superior debía ser reconocida no sólo como un derecho, sino también como un deber. Acotó que dichos actores pueden contribuir a una propuesta que dé viabilidad a un proyecto de educación superior que nuestro país requiere en estos momentos.

Adentrándose en la pregunta relativa a por qué debe eliminarse toda prohibición que limite la participación y organización de la comunidad educativa, recordó que luego de 1973, las grandes modificaciones se construyeron en un contexto de dictadura cívico-militar, eliminando grandes avances en temas de gestión, financiamiento, participación, resolución, perfil de profesionales, estructuración de la administración interna universitaria y acceso, entre otros. Acotó que todo lo anterior se ejecutó a través de la modificación de la Constitución de 1980, Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y de leyes particulares como decreto con fuerza de ley n° 2.

Agregó que en democracia, donde se consolidó lo implantado en dictadura, las modificaciones realizadas en el sector educacional se han encaminado a implementar un sistema crediticio que permita de manera masiva el acceso a la educación chilena, generando profesionales y familias severamente endeudados, y dejando en manos del mercado aspectos tan gravitantes como la calidad. 

Aseveró que lo anterior ha significado relegar a un segundo plano la construcción de una nueva institucionalidad y de una participación real que permita levantar y proponer proyectos educativos variados, conforme a las necesidades de una comunidad determinada, que se transformen, en definitiva, en forjadores colectivos de nuevos horizontes educativos en una sociedad democrática plena e integradora.

Realizando un análisis crítico del proyecto presentado por Su Excelencia la Presidenta de la República, valoró que se eliminara cualquier atisbo de prohibicionismo heredado de la dictadura cívico-militar, al impedir de forma material concretar el desarrollo de espacios democráticos que dieran cuenta del sentido de comunidad educativa y el despliegue de sus múltiples anhelos en las estructuras internas de dichas instituciones. Con todo, advirtió que el simple hecho de derogar elementos de prohibición no asegura una participación real en el gobierno de las universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales, en especial en aquellas instituciones que no tienen organizaciones o estructuras que ejerzan la democracia al interior de sus casas de estudio.

A la luz de lo anterior, formuló ciertas observaciones a la iniciativa de ley. Subrayó que ellas permitirán sacar al final de este proceso una normativa que cree al fin una institucionalidad capaz de englobar todas las aristas, siendo la participación real un eje central.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, sostuvo que los elementos que caracterizarían a la nueva universidad pública de Chile serían los siguientes:

1.- Que estas instituciones determinen el perfil profesional de manera democrática y triestamental al interior de la comunidad universitaria, discutiendo por medio de mecanismos que aseguren la determinación del perfil con calidad y pertinencia. Igualmente se determinaran los niveles de extensión e investigación en relación a los aportes que se requiera hacer  a la comunidad, los que deberán estar relacionados a las particularidades culturales de la zona en que se encuentra. 

2.- Que la estructura interna de administración tenga participación directa de los estamentos al interior de la institución, debiendo ser el eje la participación  de trabajadores docentes, funcionarios universitarios y estudiantes. Dicha organización velará y determinará de manera autónoma el destino de los recursos, de modo tal que permitan decidir también sobre las otras áreas necesarias para el desarrollo del centro educativo. 

Agregó que esta misma estructura (organismo colegiado de la comunidad universitaria) será la responsable también de fijar los lineamientos administrativos al interior de la casa de estudio correspondiente, en donde todas las autoridades deberán ser electas por la comunidad universitaria. 

3.-Que existan y se exijan relaciones laborales de calidad, estableciendo vínculos que permitan reconocer el trabajo de todos los funcionarios universitarios. 

4.- Que la contratación sea a planta directa, eliminando la contratación a honorarios.

Esto en relación a la estabilidad laboral, seguridad en el empleo y mantención de mecanismos que eliminen las trabas que impidan el fortalecimiento de la labor de los trabajadores universitarios en todas sus áreas. 

5.- Que todo su financiamiento llegue a través de aportes basales de libre disposición. Ellos deberán dirigirse primeramente a cubrir los costos de enseñanza, asegurando en primer lugar los derechos laborales de los trabajadores universitarios. Los demás recursos serán administrados y gestionados de manera triestamental, debiendo ser canalizados en función a las necesidades de dicha comunidad universitaria. 

6.-  Que exista autofiscalización, fiscalización interna y externa por parte de Ministerio de Educación de manera permanente, con métodos integrales homologados, pero con reconocimiento de las particularidades de cada casa de estudio (por medio de los órganos triestamentales que la comunidad decida, de todas las características de la institución pública). Ello permitirá la concreción de los objetivos planteados y sobretodo alcanzar mayor calidad. En efecto, el objetivo central de la participación consiste en perfeccionar la calidad.

Aseveró que para lo anterior es indispensable la existencia de un estatuto especial para la educación superior.

Por otro lado, aseguró que la organización que integra anhela establecer un piso mínimo que sea regulado de manera positiva, y que asegure la incidencia de la comunidad educativa en tres materias:

A.- la determinación colectiva del perfil profesional, y, por tanto, de la visión y misión de dicha institución. Lo anterior supone dotar de un mínimo de decisión a todos los estamentos de todas las instituciones de educación terciarias, sobretodo en la proyección de largo plazo de las casas de estudio, recordando que el perfil del profesional influye necesariamente en las mallas curriculares, planes de estudio y otras cuestiones curriculares y administrativas.

B.-  la administración de los diversos recursos del proyecto educativo en cuestión; concatenado al punto anterior, pero en el siguiente escalafón decisional, planteado de esta forma para asegurar participación de todos los estamentos en todo el proceso educativo. Junto con esto, se asume necesariamente que las instituciones educativas no son empresas en un sentido estricto, puesto que en estas los trabajadores pueden intervenir en las decisiones administrativas de su lugar de trabajo.

C.- la supervigilancia y fiscalización del cumplimiento de las metas autoimpuestas en términos financieros y demás actividades del proceso educativo, generando los niveles de transparencia tan necesarias en el contexto vivido actualmente. Siendo estas las materias, los estamentos a participar son los que se han reconocido en el proceso propio de las instituciones educativas, es decir, los trabajadores docentes y no docentes reconocidos como funcionarios universitarios y los estudiantes. Estos estamentos son los que deben participar por mecanismos que se establezcan como mínimo aceptables, al igual que las materias en cuestión, permitiendo, por ende, construir el perfeccionamiento, reconociendo la autonomía de cada casa de estudio, bajo la base de dicho piso aceptable, establecido en un reglamento general para todas las instituciones de educación superior. 

Precisado lo anterior, propuso generar un reglamento de participación, organización y democracia institucional donde se consignen estas bases mínimas de funcionamiento para las instituciones. Manifestó que el cumplimiento de este reglamento debiera ser condición sine qua non para optar a recibir aportes del Estado, ya que sólo así se podrá configurar algún nivel de participación medianamente simétrico y justo en tema de fuerzas. 

Continuando con la exposición de sus planteamientos, hizo ver que esta era una gran oportunidad para dar vida a una nueva institucionalidad universitaria, en donde los actores concurran, de manera de aportar a una educación superior que el país requiere con urgencia. 

Por último, precisó que una universidad pública debiera estar guiada por la comunidad educativa, instancia encargada de determinar el horizonte de la institución, la estructura interna y la elección de autoridades, las relaciones laborales y la participación y fiscalización interna. Señaló que sólo cumplidas las exigencias anteriores podría recibir financiamiento estatal, el que debiera destinarse primeramente a los costos de educación y a los derechos laborales y luego a los demás que sean fundamentales para la institución.

Se deja constancia de que el León acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró que el Ejecutivo incorporara este proyecto de ley dentro de su agenda legislativa, permitiendo con ello, luego de 25 años, derogar esta prohibición de participación con derecho a voto para alumnos y funcionarios administrativos en el gobierno de las instituciones de educación superior. Explicando la importancia de la iniciativa de ley en estudio, aseguró que ella permitiría dar mayores espacios a la participación y a la asociación, derechos fundamentales que deben recogerse al interior de la educación terciaria y en cualquier sociedad democrática. 

Con todo, estimó que la mayor participación no podía dar pie a un cogobierno. En la misma línea argumental, fue enfático en sostener que la lucha por el poder no podía llegar a superar el interés por el saber.

Siguiendo con la exposición de sus planteamientos, manifestó su adhesión a la propuesta del rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle. En efecto, hizo ver que no se podía exigir estatutos a las universidades sin dictar previamente normas comunes respecto de la educación terciaria, que abordaran la estructura de los gobiernos corporativo y la participación, entre otros temas.

En atención a lo anterior, hizo un llamado a eliminar la prohibición de participación con derecho a voto de estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las instituciones de educación superior, y que el resto del contenido del proyecto de ley, esto es los artículos segundo a cuarto transitorios, fuera eliminado o modificado. Sobre el particular, preguntó a la Subsecretaria de Educación qué opinión le merecería al Ejecutivo la propuesta recientemente formulada.

Por su lado, el Honorable Senador señor Rossi celebró la propuesta de eliminar la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las instituciones de educación superior, ya que aquella restringe la democracia al interior de las universidades. Al respecto, fue enfático en advertir que todos los estamentos de las instituciones de educación terciaria son actores que deben tener la posibilidad de definir el rumbo de las mismas.

En cuanto a la dictación de nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y para la Universidad de Valparaíso, consideró inoportuno aprobar la propuesta sin que haya habido un debate profundo respecto del marco regulatorio de la educación superior. Justificó su parecer en que el existente es el mismo de hace treinta años, en circunstancias que la realidad de la educación terciaria ha cambiado significativamente. A mayor abundamiento, recordó que la oferta educativa y la cantidad de alumnos han aumentado considerablemente en los últimos años. Agregó que especial importancia adquiere lo anterior si se tiene en consideración que prontamente Su Excelencia la Presidenta de la República presentará a tramitación un proyecto de ley sobre gratuidad de la educación superior.

Por las razones anteriormente consignadas, se sumó a la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en orden a eliminar de la iniciativa de ley los artículos segundo a cuarto transitorios.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, manifestó su asombro respecto a que un proyecto de ley abordara dos materias tan distintas como son la prohibición de participación de los estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las universidades y la dictación de nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso. Estimó que dichas materias debieran abordarse en diferentes proyectos de ley porque tratan materias distintas y porque requieren tiempos de tramitación diferenciados.

Por otro lado, hizo ver la necesidad de tener mayores audiencias antes de proceder a la votación en general de la iniciativa de ley, propuesta formulada por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quintana. Notó que sólo así se podrían dimensionar los efectos que acarrearía la aprobación de la propuesta legal en estudio. Sobre el particular, destacó la necesidad de escuchar a lo menos los planteamientos del rector de la Universidad de Santiago de Chile, señor Juan Manuel Zolezzi.

Deteniéndose en la propuesta de dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, coincidió con el rector Aldo Valle en la necesidad de crear un marco común para la educación superior antes de dictar estatutos particulares para cada una de las instituciones de educación superior. Recalcó que de no ser así se generaría una enorme agitación en cada una de las casas de estudio, sin haber sentado previamente ciertos principios comunes mínimos, conduciéndolas con ello a resolver, de acuerdo a su organización interna, qué decisiones adoptar.

En sintonía con el punto anterior, hizo presente que de conformidad a lo dispuesto en el artículo primero transitorio, las instituciones de educación superior, en el plazo de un año, contado desde la publicación de esta ley, deberán ajustar sus estatutos y normativa interna a las disposiciones de la misma. Con ello, resaltó, el problema no sólo se presentaría para la Universidad de Santiago de Chile y para la Universidad de Valparaíso, sino para todos los planteles de educación terciaria.

Centrando su atención en la idea de eliminar la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las instituciones de educación superior, en tanto, aseveró que nadie se opondría a una propuesta tal. Sin embargo, advirtió que la norma objeto de eliminación no prohíbe la participación, sino que prohíbe la participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos, lo que, puntualizó, es una forma de cogobierno.

Continuando con el desarrollo de su análisis, indicó que de eliminarse la referida prohibición, las alternativas serían dos:

1.-Que las universidades, sin la existencia de un marco común, por sus mecanismos internos, adopten cualquier forma nueva de organización.

2.-Que, ante la inexistencia de un marco común, las universidades mantengan su forma de organización.

A su vez, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó a la Subsecretaria de Educación cómo se establecería el marco común para la educación superior.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana observó que ninguno de los miembros de la Comisión se oponía a la propuesta de poner término de la prohibición de participación de los estudiantes y funcionarios administrativos en el gobierno de las instituciones de educación superior, motivo por el cual consideró necesario aprobar en general la iniciativa de ley para no demorar más su tramitación. Acotó que en ese escenario, Su Excelencia la Presidenta de la República podría presentar una indicación supresiva o sustitutiva de los artículos segundo a cuarto transitorios.

Señaló que otra alternativa sería escuchar en una próxima sesión a nuevos actores, y luego de ello proceder a la votación en general y particular de la propuesta de ley, habiendo obtenido previamente la autorización de la Sala del Senado para efectuar una sola discusión.

La Subsecretaria de Educación, deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Allamand, explicó que el artículo primero transitorio, disposición que otorga a los planteles el plazo de un año para ajustar sus estatutos y normativa interna, sólo dice relación con el término de la prohibición de participación y no con el cambio de organización de los planteles de educación terciaria.

Precisado lo anterior, comentó que el programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet contempla una reforma al sistema de educación superior, lo que supone abordar varias dimensiones y no sólo su gratuidad. En efecto, puntualizó, debe asegurarse la concurrencia de condiciones mínimas para que aquella pueda tener cabida. Así, continuó, deberá discutirse, por ejemplo, el rol que las casas de estudio deben tener en la sociedad.

En el mismo orden de ideas, fue enfática en sostener que el Gobierno que integra comparte la inquietud manifestada por el Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, en orden a crear un marco regulatorio común para la educación superior, antes de proceder a la dictación de estatutos particulares para cada una de las instituciones de educación superior.

Abocándose a la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Allamand respecto a por qué se trataban dos materias tan diversas en un mismo proyecto de ley, sentenció que en los procesos de dictación de nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, se llegó a la interpretación que la prohibición de participación vigente en el gobierno de los planteles de educación terciaria era extensiva a las casas de estudio estatales. Agregó que una vez propuesta por el Ejecutivo la eliminación de la prohibición descrita, se decidió abordar en un solo proyecto estas dos materias.

La Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, comunicó que el Ministerio de Educación, habida consideración de la demanda de varios rectores de instituciones de educación superior y de los integrantes de esta instancia decidió postergar la autorización para dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y para la Universidad de Valparaíso para cuando se inicie la reforma a la educación superior. Agregó que tal decisión se fundamenta en que resulta indispensable que la educación terciaria tenga un marco normativo común antes de abordar materias estatutarias. 

Indicó que para lograr el propósito perseguido, Su Excelencia la Presidenta de la República presentará indicaciones a la iniciativa de ley, la primera para modificar el título del proyecto y las siguientes para suprimir los artículos segundo a cuarto transitorios.

El Vicepresidente de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios de las Universidades Estatales de Chile, FENAFUECH, señor René Astudillo, deteniéndose en la exposición de la Subsecretaria de Educación, aseguró que la organización que representa discrepa de la propuesta del Ejecutivo relativa a suprimir los artículos segundo a cuarto transitorios. Explicó que tal postura se sustenta en evitar que se mantenga el statu quo de la educación superior, caracterizado por la ausencia de modificaciones de los estatutos de las universidades estatales en los últimos 41 años.

Se deja constancia de que el señor Astudillo acompañó su presentación con un documento, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica, señor Ricardo Sande, valoró que el Ministerio de Educación brindara a la Confederación de Estudiantes de Chile la oportunidad de participar en la elaboración de la iniciativa de ley en estudio, y anheló igual oportunidad para las propuestas de ley que a futuro se presenten a tramitación.

En otro orden de consideraciones, celebró que el proyecto pusiera fin a la prohibición de participación de los estudiantes y funcionarios en los gobiernos de las instituciones de educación superior. Con todo, estimó indispensable agregar una norma que asegurara el derecho de participación y libre asociación estudiantil, para evitar prácticas de persecución, hostigamiento y prohibición de la organización de alumnos. Al respecto, manifestó que si bien el derecho de asociación y de expresión están garantizados constitucionalmente y amparados por el recurso de protección, ellos carecen de un resguardo legal específico. Acotó que en la práctica las restricciones relativas o absolutas a la asociación y expresión muchas veces se encuentran en los contratos de matrícula o trabajo que estudiantes, funcionarios y académicos deben suscribir con los planteles de educación superior.

Siguiendo con el desarrollo de sus planteamientos, sentenció que si bien el término de la prohibición de participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos da cuenta del término de una gran barrera, cabe aún preguntarse qué camino se seguirá en adelante. Sobre el particular, sostuvo que mientras la Confederación de Estudiantes de Chile ha planteado históricamente la necesidad de un sistema de gobierno democrático triestamental para la toma de decisiones en las universidades, y que ello debiese ser un requisito para cualquier institución de educación superior a la hora de recibir fondos, la federación de estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile estima que la derogación no busca imponer un sistema de gobierno, sino todo lo contrario. Ahondando en esta última postura, señaló que el anhelo consiste en mantener la autonomía y la facultad de cada institución de establecer su propio sistema de gobierno, guardando ciertos márgenes mínimos. Precisó que, en esta visión, la participación es considerada como un elemento fundamental a la hora de forjar una comunidad, y que ella se puede dar de diversas formas.

En sintonía con el punto anterior, consideró que el proyecto de ley no se inclina por ninguna de las dos posturas descritas, limitándose a dejar una puerta abierta. Enfatizó que tomar una decisión al respecto era una decisión fundamental para establecer los criterios de gratuidad. A mayor abundamiento, remarcó que ello no podía quedar en el aire y que era necesario tomar una decisión y plasmarla en la ley para evitar confusiones o dobles lecturas. Con todo, comprendió que ello no necesariamente debía ser materia de discusión en esta iniciativa legal.

Se deja constancia de que el señor Sande acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Rector de la Universidad de Santiago de Chile, señor Juan Manuel Zolezzi, fue enfático en señalar que la solicitud de delegación de facultades planteada al Poder Legislativo por Su Excelencia la Presidenta de la República, contenida en el Mensaje N° 330-362, de fecha 30 de julio de 2014, debía ser acogida. Justificó lo anterior en el caso de la casa de estudios que encabeza en que por la Universidad de Santiago de Chile se rige desde hace más de 30 años por el DFL N° 149/81 de Educación, aprobatorio del Estatuto Orgánico impuesto por la dictadura, con valores e instituciones propias de un gobierno autoritario, con órganos no representativos de la realidad universitaria, y sin ninguna forma de participación académica. En consecuencia, consideró ineludible que se otorgara la autorización referida para posibilitar un estatuto orgánico, acorde con los principios y valores republicanos y democráticos, propios del Siglo XXI.
En sintonía con el punto anterior, puso de manifiesto que a partir de los años 90, y pese a la vigencia del citado DFL N°149/81 de Educación, en la Universidad de Santiago de Chile se han ido aplicando, por voluntad de su comunidad, mecanismos internos de participación, todos los cuales se han legitimado institucionalmente.
Agregó que el fundamento de una ley delegatoria, que autoriza a dictar decretos con fuerza de ley, no es otro que contar con un instrumento legislativo más ágil para la aprobación de un nuevo Estatuto Orgánico universitario, considerando que la USACH construyó una nueva institucionalidad, la cual fue presentada ante el Ministerio de Educación en diciembre de 2009, sin alcanzar hasta ahora un resultado positivo. Aseveró que sólo en julio de 2014 se constató una voluntad legislativa para materializar un nuevo Estatuto Orgánico en la Universidad de Santiago de Chile, con motivo del Mensaje enviado por S.E. la Presidenta de la Republica.

Por otro lado, hizo presente que desde 1990 en adelante ha existido una constante preocupación e iniciativas en orden a dotar de un nuevo Estatuto a la Universidad de Santiago de Chile. Precisó que dichas iniciativas recibieron un impulso definitivo a partir del año 2006 en la Rectoría, las que sólo alcanzaron concreción en el plebiscito del año 2008, mediante el cual la comunidad universitaria se pronunció en forma triestamental sobre un modelo de Estatuto, el cual fue remitido al Ministerio de Educación.

Resaltó que para Ilegar a dicha instancia aprobatoria fue necesario que la Rectoría propusiera al Consejo Académico iniciar la tarea de elaborar un nuevo Estatuto, lo que dio lugar al Acuerdo N° 30/2006 de ese Consejo. Así, destacó, se constituyó el Comité de Estatuto Orgánico, integrado triestamentalmente por representantes de los académicos, estudiantes y funcionarios, elegidos por sus respectivos estamentos.

Señaló que el mencionado Comité, tras dos años de trabajo, y a partir de propuestas formuladas por integrantes de la comunidad universitaria, elaboró dos proyectos de estatutos completos y dos alternativas de votos sobre participación. Sentenció que en el referido plebiscito esta comunidad participó masivamente, en los términos que se indican:

a. Proyectos de Estatutos: 588 académicos, 317 profesores por horas de cases, 1.092 administrativos, 7.674 alumnos regulares y 104 memoristas, totalizando 9.775 votantes.

b. Proyecto sobre voto de participación: 588 académicos, 303 profesores por horas de clases, 1.089 administrativos, 7.657 alumnos regulares y 102 memoristas, totalizando 9.757 votantes.

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, recordó que de conformidad a lo dispuesto en el proyecto de ley, a partir de la fecha de publicación de la ley delegatoria en el Diario Oficial, la Universidad tendrá un plaza de 90 días para presentar un proyecto de Estatuto, lo que constituirá un reconocimiento de su autonomía, como también lo será la aprobación del proyecto de Estatuto Orgánico por la Presidencia de la Republica. Dicho proyecto es fruto de un acto democrático, participativo e informado como fue el aludido plebiscito.

Con todo, sostuvo que si bien es dable reconocer adecuadamente los rasgos autonómicos de dichas instituciones, el Estado debe otorgar un marco de gobernanza y normas comunes para la educación terciaria, que permitan el desarrollo armónico de las instituciones a lo largo del territorio nacional. Asimismo, consideró adecuado que estas entidades operaran bajo un régimen jurídico de gobierno similar, atendida su naturaleza de órganos administrativos estatales, con el propósito de cautelar el derecho de igualdad ante la ley, como también el principio de razonabilidad, consagrados en la Carta Fundamental.

Apuntó que lo anterior permitirá concretar, con decisiones y acciones precisas, el derecho a la educación que se reconoce a todas las personas, permitiéndoles acceder a universidades del Estado que cuentan con una forma de gobierno similar.

En relación con el punto anterior, consideró oportuno tener presente que nuestro país se enfrenta a la discusión de una reforma educacional integral, que necesariamente comprenderá a la educación superior, en la cual aspectos tales coma forma de gobierno universitario y participación en el mismo de integrantes de las entidades serán objeto de análisis y discusión en el marco de la gobernabilidad estatal, y en especial de los futuros estatutos orgánicos para las universidades del Estado.

Consideró que en este contexto del quehacer republicano, se estima aconsejable contar con una definición del Gobierno en cuanto al esquema o estructura de gobierno de las universidades, a la participación en la dirección superior de las mismas, en particular de académicos, estudiantes y administrativos y en cuanto al rol e importancia de los reglamentos con que se habilitará a las autoridades para el ejercicio de sus potestades.

Desde un punto de vista estrictamente jurídico, señaló, dicho planteamiento se fundamenta en que las Universidades del Estado son personas jurídicas de derecho público, integrantes de la Administración del Estado, y por tanto son órganos colaboradores de la Presidencia de la República en su función de gobernar y administrar el país, conforme a la dispuesto en la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, al desarrollar funciones de docencia, investigación, extensión y vinculación con el medio.

Puso de relieve que la Rectoría que encabeza considera necesario hacer presente que, con motivo de la tramitación del citado proyecto de ley delegatoria, y dado que la universidad posee un Proyecto de Estatuto Orgánico, plebiscitado en 2008, para el cual se pide una ley delegatoria, se ha requerido al Gobierno una definición acerca de la Gobernanza, especialmente respecto de la participación de funcionarios, académicos, administrativos y estudiantes en la dirección superior de la Universidad, particularmente en la elección de autoridades unipersonales y colegiadas, y en la composición de los cuerpos colegiados, como también sobre el esquema de gobierno que se considera adecuado a ésta. Estimó que tal definición debiera ponerse en conocimiento del Congreso Nacional por medio del instrumento que considere adecuado.

Sentenció que la definición requerida permitirá que todas las instituciones de origen estatal actúen en forma coordinada y propendiendo a la unidad de acción, velando así por una gestión eficiente y eficaz.

En cuanto a la demanda que la Universidad de Santiago de Chile retire de la ley en discusión el proyecto de estatuto orgánico aprobado en 2008 y presentado al MINEDUC, fue enfático en discrepar de él. Justificó su postura en que dicho proyecto de estatuto no es parte de la ley en discusión en esta etapa, y si así fuera, éste ha sido presentado por el Ejecutivo, él que de esta forma concordaría con todos los aspectos propuestos por la universidad en dicho proyecto de estatuto. A mayor abundamiento, hizo ver que para su casa de estudios, esta propuesta de estatuto tiene la validez de ser la única expresión democrática de la comunidad universitaria en esta materia desde los años 80.

Finalmente, recalcó que la promoción del bien común torna imperioso que el Gobierno se pronuncie sobre el asunto expresado a la brevedad, a fin de permitir la mayor realización espiritual y material posible de los integrantes de la comunidad nacional, según lo previsto en la Constitución.

Se deja constancia de que el señor Zolezzi acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Director Ejecutivo de Acción Educar, señor Raúl Figueroa, enfatizó que la autonomía de las instituciones de educación superior es un elemento esencial para el desarrollo del sistema, y que ella se caracteriza por la falta de injerencia del Estado en la forma en que se organiza un plantel. Agregó que cualquier imposición externa, ya sea en la forma de exigencia o prohibición, al modo en que cada casa de estudios organiza su forma de gobierno, atenta contra dicha autonomía. 

Precisado lo anterior, recordó que el principio de autonomía ha sido reconocido y garantizado en diversos cuerpos normativos. En efecto, puntualizó, está reconocido por la Constitución Política de la República, por las leyes que rigen la organización del sistema educacional y por tratados internacionales. En cuanto a su consagración en la Carta Fundamental, notó que el inciso tercero de su artículo 1° dispone que el Estado tiene el deber de reconocer y amparar a los cuerpos intermedios y de garantizarle su adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos. Acotó que ello se traduce en la libertad de asociación y en materia educacional, en la libertad de enseñanza. 

En ese marco, resaltó, la prohibición de participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos implica una limitación a esa autonomía. En consecuencia, celebró la propuesta de ley al rescatar, valorar y potenciar la autonomía de las instituciones de educación superior.

Con todo, consideró que para que el proyecto fuera aún mejor era necesario incorporarle un elemento adicional: la garantía que el Estado no condicionará la entrega de recursos públicos o el acceso a determinados programas a la manera en que las instituciones se organizan. Ahondando en su planteamiento, propuso incorporar un inciso final al artículo 104 de la Ley General de Educación, a fin de dejar claramente establecido en dicho cuerpo legal que el Estado no podrá imponer exigencias a las instituciones de educación superior que impliquen modificar su organización interna como condición para recibir aportes o acceder a programas fiscales..

En otro orden de consideraciones, valoró también el reconocimiento expreso a la posibilidad de organizarse. Sin embargo, estimó que por razones de técnica legislativa el lugar adecuado para su consagración no era el propuesto.

Finalmente, se detuvo en las indicaciones anunciadas por la Subsecretaria de Educación. Al respecto, las calificó como razonables por cuanto el país requiere un debate profundo respecto a cómo deben organizarse las instituciones de educación superior antes de abocarse a la modificación de los estatutos de la Universidad de Santiago de Chile y de la Universidad de Valparaíso.

Se deja constancia de que el señor Figueroa acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Universidades Privadas de Chile, señor Ricardo Israel, hizo presente que la autonomía se define como el derecho de las universidades a darse su propia organización, a reglamentar su funcionamiento, a orientar su desarrollo y a invertir sus recursos. A lo anterior, sumó que la autonomía es la forma institucional de la libertad académica y un requisito necesario para garantizar el adecuado desempeño de las funciones encomendadas al personal docente y a las instituciones de enseñanza.

Establecido lo anterior, remarcó que el proyecto de ley en estudio posibilitará el levantamiento de la prohibición de participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos de las instituciones de educación superior. Con todo, sentenció, la decisión que se adopte dependerá, en definitiva, de cada plantel.

En relación con el punto anterior, hizo ver que, a diferencia de lo que ocurría en otras épocas, las instituciones de educación superior tienen marcos regulatorios que deben cumplirse y que dependen del estado de desarrollo de cada una, por lo que requieren políticas sostenibles en el tiempo con planes estratégicos de mediano y largo plazo, que no necesariamente son coherentes con la intervención en decisiones de estamentos que tienen una permanencia limitada o rotativa dentro de la misma.

Siguiendo con la exposición de sus argumentos, recalcó que si bien la participación es necesaria y deseable para cualquier plantel de educación terciaria, ya que aporta a su desarrollo, ella no debe equipararse a cogobierno, concepto distinto. En efecto, sostuvo, la participación contribuye a las decisiones, pero éstas deben adoptarse por la organización según el sistema de gobierno, y atendiendo a su calidad jurídica y proyecto institucional, ambos asociados a la autonomía. A mayor abundamiento, hizo hincapié en que las universidades, como asociaciones, tienen, en su esencia, la libre determinación para decidir su gobierno con una organización estable que les permita proyectarse en el tiempo, con miras a un desarrollo institucional y educacional acorde con el plan de la misma.

En la misma línea argumental, señaló que el gobierno de una institución de educación superior dependerá siempre de la definición del proyecto institucional particular en el ámbito de su autonomía, ya sea que esté compuesto por organismos colegiados o unipersonales que fijen las grandes políticas, forma de llevarlas a cabo y la manera de controlarlo.

Por otra parte, llamó a analizar las experiencias y modelos de otros países de nuestro continente y de Europa que hayan sido exitosos y respeten la autonomía. Adicionalmente, sugirió evitar riesgos que lleven a nuestro país a abandonar lo avanzado.

Concluyendo su exposición, precisó que en virtud del principio de autonomía cada universidad es libre de determinar su propia forma de gobierno, lo que hace aceptable, por ejemplo, la adopción de formas de triestamentalidad. Con todo, fue tajante al señalar que en virtud de aquel no puede uniformarse o imponerse un modelo de triestamentalidad. Sobre el particular, agregó que la experiencia chilena y la de muchos otros países no constituyen un promisorio antecedente histórico.

Finalmente, aseguró que para la organización que representa, el estudiante es el centro y la razón de ser de toda institución de educación superior, por lo que su participación es siempre bienvenida, valiosa y necesaria. No obstante, insistió, ella no puede confundirse con cogobierno universitario, puesto que constituyen instancias y conceptos distintos.

Se deja constancia de que el señor Israel acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Presidente de la Comisión de Estatutos de la Universidad de Santiago de Chile, señor Cristián Parker, puso de manifiesto que la experiencia de la casa de estudios que representa da cuenta de que la participación triestamental, a pesar de lo compleja que puede resultar, es posible. 

En sintonía con el punto anterior, recordó que las universidades son sociológicamente una comunidad y no una sociedad. En esa realidad, consideró, es legítimo que haya representatividad proporcional respecto de los distintos tipos de estamentos. Indicó que si bien los estamentos académicos y funcionarios tienen mayor estabilidad que el de los estudiantes, la representatividad de este último es fundamental, no siendo suficiente su mera participación. 

Por otro lado, concordó con la necesidad que exista una ley delegatoria que permita dar un nuevo estatuto para la Universidad de Santiago de Chile, cuestión que aclaró, no necesariamente debe ocurrir en este proyecto de ley. Agregó que los nuevos estatutos, por su parte, debieran recoger todo lo que la comunidad ha planteado en los últimos años. 

Por último, en cuanto a la necesidad de contar con un marco común para la educación superior, la compartió, toda vez que consideró esencial establecer ciertos principios fundamentales que permitan que cada universidad recoja dentro de sus propias tradiciones y características, la posibilidad de conjugar la participación triestamental con una gestión adecuada.

El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica, señor Ricardo Sande, deteniéndose en la propuesta formulada por el Director Ejecutivo de Acción Educar, aseguró que una norma como la planteada sería positiva porque fortalecería y dejaría claramente establecido en la ley la extensión de la autonomía universitaria. Con todo, puso de relieve que tal postura no es la de la Confederación de Estudiantes de Chile. 

Como estudiante de Derecho, sugirió que el contenido se radicara en los artículos 56, 67 y 75 y no en el artículo 104.

Tras escuchar las exposiciones de los invitados, el Honorable Senador señor Rossi notó que el proyecto de ley en estudio anticipaba la discusión de fondo que se dará a la hora de reformar la educación superior. Recordó que la educación terciaria ha experimentado grandes cambios desde la década de los 80, los que se reflejan, por ejemplo, en el significativo aumento de la cantidad de programas y de instituciones de educación superior. Recalcó que pese a dichos cambios, su marco regulatorio es el mismo, y que en consecuencia la deuda pendiente es muy grande.

Centrando su atención en materia de autonomía universitaria, señaló que si bien algunos aseguran que su reconocimiento constitucional se desprende de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 1° de la Constitución Política de la República, muchos constitucionalistas han hecho ver que ella no tiene rango constitucional como tal. 

Estimó que la autonomía de los planteles de educación superior es fundamental, sin embargo consideró que ella debía estar sujeta a cierto marco común, y que no podía servir de argumento para restringir la libertad de cátedra o la de investigación, por ejemplo. En el mismo sentido, hizo hincapié en que ella debía enmarcarse en la Carta Fundamental. 

En relación con la necesidad de dar vida a un marco regulatorio común sobre los gobiernos de las universidades antes de autorizar a Su Excelencia la Presidenta de la República para dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, calificó de razonable dicha sugerencia. No obstante, hizo ver que algunos estamentos han solicitado no postergar la dictación de nuevos estatutos para la Universidad de Santiago de Chile y que otros prefieren acoger la propuesta del Ejecutivo, caso este último de la Federación de Estudiantes de la referida casa de estudios. Sobre el particular, consultó al Rector de la Universidad de Santiago de Chile a qué se debía la diferencia de opiniones.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consideró razonable que antes de aprobar los estatutos de las instituciones de educación superior se cree un marco regulatorio común para todas ellas. Resaltó que la situación de la Universidad de Santiago de Chile era bastante particular, ya que no existía otra universidad estatal que tuviera tal nivel de avance en materia estatutaria. 

Con relación al punto anterior, preguntó al Rector de la aludida institución de educación superior si lo aprobado en el plebiscito del año 2008 estableció una forma de gobierno universitario triestamental y de ser así, si esa triestamentalidad podía ser entendida como sinónimo de cogobierno, acercándose así a la demanda de la Confederación de Estudiantes de Chile.

En el mismo orden de consideraciones, consultó si la Universidad de Santiago de Chile concuerda con la postura de la Confederación de Estudiantes de Chile en orden a que debiera necesariamente darse paso a un sistema de gobierno democrático triestamental para la toma de decisiones en las universidades, y que ello sea un requisito para cualquier institución a la hora de acceder a fondos del Estado.

Deteniéndose en la propuesta del representante de Acción Educar, hizo ver que si bien ella parecía adecuada, no era una materia fácil de lograr, porque una de las grandes falencias en las universidades, especialmente en las estatales, son las formas de gobierno corporativo. A la luz de lo anterior, consideró indispensable que exista una normativa que regule una forma de gobierno corporativo adecuada para recibir aportes del Estado. No obstante, aclaró que ello no podía afectar la autonomía de los planteles. 

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, preguntó si el proyecto afectaba también a las universidades públicas.

El Rector de la Universidad de Santiago de Chile, abocándose a la interrogante formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, estimó que el proyecto de ley en lo que respecta a la eliminación de la prohibición de participación, no afectaba a los planteles estatales. Con todo, aseguró ser partidario de que la participación fuera una realidad en todo el sistema universitario.

En cuanto a la pregunta realizada por el Honorable Senador señor Rossi, en tanto, llamó a tener en consideración que la presentación a tramitación la iniciativa de ley que autoriza la dictación de nuevos estatutos para la casa de estudios que encabeza no supone que los estatutos que se aprobarán son aquellos presentados al Ministerio de Educación y aprobados en plebiscito realizado el año 2008. En efecto, remarcó, Su Excelencia la Presidenta de la República sólo dio vida a la posibilidad de crear una ley delegatoria, dado que el proyecto de estatuto será solicitado con posterioridad. 

Continuando con el desarrollo del punto anterior, comentó que los gremios de la universidad que representa se opusieron en primera instancia a que existiera una ley delegatoria porque creían que la facultad otorgada permitiría la aprobación del proyecto de estatuto ya avanzado. Aseguró que cuando se aclaró que la facultad delegatoria no implicaba la aprobación del proyecto en estudio, la actitud cambió. 

Adicionalmente, comunicó que algunos han sugerido que el proyecto de estatuto plebiscitado el año 2008 debiese retirarse. En este punto, fue enfático en señalar que como el estatuto no está en juego, su retiro no se justifica. 

Centrando su atención en la interrogante del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sentenció que en el caso de la Universidad de Santiago de Chile, el proyecto de estatuto aprobado no pretenden dar vida a un gobierno triestamental ni tampoco a un cogobierno, sino simplemente a una participación triestamental en los cuerpos colegiados: 65% académicos, 25% estudiantes y 10% funcionarios.

Con ello, notó, la propuesta de la Confederación de Estudiantes de Chile apunta a una situación distinta, que no corresponde al planteamiento de su casa de estudios. En efecto, precisó, en ella los funcionarios y los estudiantes no participan en la elección de las autoridades unipersonales en la universidad.

El Director Ejecutivo de Acción Educar, complementando su intervención, consideró que lo importante era que los gobiernos corporativos de los planteles de educación terciaria den seguridad de que las decisiones serán adoptadas adecuadamente y que haya rendición de cuentas. Agregó que el hecho que el marco legal exija la existencia de esos gobiernos corporativos, no interviene en el principio de la adecuada autonomía universitaria. 

Adicionalmente, apuntó que el problema se presentaría cuando una entidad cumple con las exigencias básicas de un gobierno corporativo, que dé tranquilidad a sus comunidades y hacia afuera, y se pretende alterar la forma específica en que ese gobierno corporativo se ha organizado. Ello, recalcó, atentaría en contra de la autonomía.

Por su parte, la Subsecretaria de Educación, centrando su atención en la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que hubo una discrepancia jurídica al respecto. Al respecto, manifestó que durante la administración del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, se concluyó que la prohibición de participación con derecho a voto para alumnos y funcionarios administrativos era aplicable a todas las instituciones de educación superior.  Aseveró que en opinión de la administración actual, en tanto, la norma no es del todo clara, ya que es posible encontrar argumentos para uno y otro lado. Indicó que en principio se estimó que esa prohibición no era aplicable a las universidades del Estado. Con todo, sostuvo, a fin de evitar distintas interpretaciones, se modificó no sólo la Ley General de Educación sino también los decretos con fuerza de ley que fijan normas para universidades, para institutos profesionales y para centros de formación técnica. Así, continuó, no habrá ambigüedad, y quedará claramente establecido que la eliminación de prohibición se extenderá a todas las instituciones de educación superior, sin importar si son públicas o privadas. 

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó aclarar cuál sería la postura del Ejecutivo hacia adelante en materia de autonomía universitaria. Sobre el particular, hizo ver la importancia que las universidades se puedan organizar libremente y que el Estado no intervenga en la organización interna de los planteles, obligándolos a tener una determinada estructura.

La Subsecretaria de Educación enfatizó que la motivación que se esconde detrás de este proyecto es el resguardo de la autonomía de las instituciones. Ese principio, agregó, es fundamental para la educación superior y es profundamente valorado por el Gobierno. Con todo, hizo hincapié en que ella debía moverse dentro de cierto marco. Puntualizó que al momento de reformar la educación superior se discutirá cuál será éste marco. 

La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en si podía dejarse claramente consignado en la ley que en virtud del principio de la autonomía, el Estado no puede intervenir en la organización interna de los planteles de educación terciaria.

Por otra parte, el Secretario de la Comisión, en virtud de la discrepancia suscitada respecto a si la iniciativa de ley afecta tanto a las instituciones de educación superior privadas como públicas o sólo a las primeras, hizo presente que el artículo 53 de la Ley General de Educación dispone que las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica estatales sólo se crean por ley. Agregó que el artículo 55, por su parte, sólo se refiere a las universidades privadas, al precisar que las universidades que no son creadas por ley se constituyen por escritura pública, y esa escritura pública, que contiene sus estatutos (los que contienen la prohibición de participación con derecho a voto), se depositan en el Ministerio de Educación. Señaló que de la lectura de los preceptos citados pareciera colegirse que el artículo 56, objeto de modificación en esta propuesta de ley, sólo se aplica a las universidades no estatales, por cuanto sigue a una norma que sólo hace referencia a los planteles privados. 

Sobre el particular, la Subsecretaria de Educación aseguró que quienes estiman que la prohibición de participación en estudio sólo rige para las universidades no estatales fundamentan su posición en la forma explicada por el Secretario de la Comisión.  Aseveró que, por el contrario, la opinión del Ejecutivo es que la prohibición actualmente existente en la legislación se extiende a todos los planteles de educación terciaria, toda vez que el título III de la Ley General de Educación, en el cual se encuentran las normas mencionadas, se denomina “Reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior.”, y éste se aplica a todas las casas de estudio, sin importar si ellas son públicas o privadas.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, solicitó tomar el tiempo necesario para dejar claramente consignado en la ley que la prohibición no puede seguir existiendo en las instituciones de educación superior, sin importar si son públicas o privadas.

En otro orden de consideraciones, notó que la prohibición objeto de eliminación y la oración por la que reemplaza apuntan a materias distintas. Profundizando en su aseveración, sostuvo que mientras la prohibición existente dice relación con la organización administrativa interna de los planteles de educación superior, la segunda se refiere a la libertad de asociación de las organizaciones estudiantiles y docentes y no docentes. En atención a lo anterior, estimó conveniente reubicar la oración que se propone incorporar. Ahondando en su propuesta, propuso acoger la oración citada en el artículo 108 de la Ley General de Educación.

En la misma línea argumental del legislador que le antecedió en el uso de la palabra, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo ver que la interpretación ambigua subsistirá pese a las modificaciones introducidas. En consecuencia, hizo un llamado a terminar definitivamente con ella.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, reforzando los planteamientos de la Subsecretaria de Educación, recordó que el artículo 56 de la Ley General de Educación se aplica a todas las universidades. Aseveró que lo anterior radica en que el Título III, en el que se inserta el aludido precepto, lleva por epígrafe “Reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior”, el que rige para ambos planteles. Adicionalmente, argumentó que el artículo 56 no distingue entre las universidades estatales y las privadas a la hora de establecer el contenido mínimo que deberán tener los estatutos de las universidades. A mayor abundamiento, recordó que el procedimiento para aprobar los estatutos de las universidades estatales supone un paso por el Ministerio de Educación antes de ser remitidos a Su Excelencia la Presidenta de la República para la dictación del correspondiente decreto con fuerza de ley.

Sentenció que para evitar cualquier duda interpretativa, la eliminación de la prohibición de participación se aplicará a todas las instituciones, independientemente de si son públicas o privadas. Sostuvo que ese será el criterio de la administración actual y fue también el seguido bajo el gobierno del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, en virtud del cual se rechazó la aprobación de los estatutos de la Universidad de Valparaíso y la de los de la Universidad de Santiago de Chile.

Finalmente, se abocó a la explicación del artículo primero transitorio del proyecto de ley. Sobre el particular, manifestó que éste hace referencia al reemplazo de la prohibición aludida por la obligación que los estatutos no contengan disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de los estudiantes y del personal. Explicó que aquellas instituciones que tiene una prohibición tal tienen el plazo de un año para adaptar sus estatutos, normativa interna y cualquier acto o contrato a la nueva normativa.

- Puesto en votación en general el proyecto de ley en estudio, éste fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Antes de adentrarse en el articulado de la propuesta legal en estudio, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, reiteró que, a grandes rasgos, el objetivo perseguido por el Ejecutivo a través de ella consistía en poner fin a la prohibición de participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de las instituciones de educación superior como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas de ellas.

Agregó que la prohibición será sustituida por una oración en la que se mandata que los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre dichos planteles y sus estudiantes o personal docente y no docente no podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos.

Aseveró que la redacción propuesta es fundamental para asegurar no sólo la participación de los estamentos aludidos sino también su organización. Con todo, enfatizó que lo anterior no obligará a los planteles a reestructurar sus formas de gobierno, toda vez que la organización interna de las instituciones de educación superior es una decisión propia de ellas, en virtud de la autonomía que las rige. A mayor abundamiento, reafirmó que serán ellas quienes decidirán cuál será su forma de gobierno y los grados de participación de las comunidades.

Asimismo, recordó que la indicación del Ejecutivo, como se señaló precedentemente durante la discusión en general, tiene por finalidad además de precisar los objetivos anteriores, eliminar del proyecto de ley las regulaciones relativas a los estatutos de las Universidades de Santiago y de Valparaíso, materias que quedarán para una discusión posterior.

Complementando la exposición anterior, el Coordinador de Educación Superior, señor Francisco Martínez, recordó que los estatutos de las casas de estudio son los que establecen la estructura de gobierno de las mismas. Aseveró que ellas son muy diferentes entre unas y otras, porque cada plantel define, por medio de sus estatutos, cómo se componen, por ejemplo, sus órganos colegiados. En el mismo sentido, remarcó que no existen normas en la legislación actual que las obliguen a tener una determinada estructura de gobierno.

Luego de las precisiones anteriores, la Comisión se abocó al estudio del articulado de la iniciativa de ley objeto de debate.

Título del proyecto de ley 

El título de la iniciativa de ley es el que sigue “proyecto de ley que elimina la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso.”
Respecto de este punto, y como se señaló al inicio de este informe, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 1, con el fin de reemplazar esta denominación, por la que se señala a continuación, toda vez que el proyecto, como se ha señalado, ya no abordará las temáticas referidas a los estatutos de las señaladas casas de estudio; la propuesta es la siguiente:

"Proyecto de ley que elimina la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, asegurando el derecho de asociación.".

- La referida indicación contó con el respaldo de la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio. 

Artículo 1°

Modifica por medio de tres numerales el decreto con fuerza de ley que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Educación, a fin de eliminar la prohibición de participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos en el gobierno de las universidades, de los institutos profesionales y de los centros de formación técnica. Los citados numerales modifican el literal e) de los artículo 56, 67 y 75 del referido texto legal.

Asimismo, sustituye la prohibición referida por una oración en la que se dispone que los estatutos no podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de los estudiantes o del personal de las instituciones de educación superior. Igual prohibición rige para la normativa interna y para cualquier acto o contrato entre la universidad y sus alumnos o el personal académico y no académico.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand fue enfático en sostener que la prohibición de participación con derecho a voto de los estudiantes y funcionarios administrativos debía ser eliminada de la legislación por cuanto atenta en contra de la autonomía de los planteles de educación superior. Reafirmando sus planteamientos, sentenció que sobre el particular existía concordancia entre los integrantes de la Comisión.

Por otro lado, valoró que se dejara claramente establecido en la legislación educacional que los estatutos de las instituciones de educación superior, su normativa interna y cualquier acto o contrato entre los planteles y sus alumnos o el personal docente y no docente no deben prohibir, limitar u obstaculizar la libre organización de los estudiantes o del personal.

Con todo, estimó que la nueva redacción no debía quedar recogida a continuación de la primera oración del literal e) del artículo 56 de la Ley General de Educación. Justificando su postura, hizo ver que el literal citado dice relación con la organización interna de las instituciones de educación superior, mientras que la norma de reemplazo es una disposición que apunta en una dirección distinta, al permitir la organización de los estudiantes y funcionarios. Adicionalmente, resaltó, constituye una disposición de carácter general, por cuanto se aplicará no sólo a las universidades, sino también a los institutos profesionales y los centros de formación técnica. 

A la luz de lo anterior, solicitó recoger su contenido en otro norma de la Ley General de Educación, para lo cual sugirió trasladar la mencionada redacción al artículo 108 de dicha normativa, como un nuevo inciso segundo.

Por último, manifestó que la referida observación se extiende a los tres numerales del artículo 1° del proyecto de ley.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi discrepó de los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand por cuanto los artículos 56, 67 y 75 de la Ley General de Educación dicen relación con el contenido mínimo que deben tener los estatutos de las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica, respectivamente. En ese contexto, argumentó, no existe razón alguna para no acoger en ellos una norma que busca asegurar que dichos instrumentos no contengan disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de los alumnos y funcionarios.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, en respuesta a la solicitud formulada por el Honorable Senador señor Allamand, propuso que la norma de resguardo de la organización de los estudiantes y funcionarios de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica pasara a formar parte de un nuevo literal de los artículos 56, 67 y 75.

- La propuesta anterior contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, con la redacción que se indica más adelante.
Artículo 2°

Sustituye el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre universidades, a fin de reemplazar la prohibición de participación con derecho a voto de los estudiantes por una redacción que resguarde el derecho de asociación de los estudiantes y personal académico y no académico de dichas casas de estudio. La disposición propuesta es la que sigue:

“Artículo 22.- En caso alguno los estatutos, normativa interna o cualquier otro acto o contrato entre las universidades y sus estudiantes o personal académico o no académico podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos.”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó el artículo citado.
Artículo 3°

Modifica el inciso segundo del artículo sexto del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre institutos profesionales, a fin de sustituir la prohibición de participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos en el gobierno de dichos plantes por una norma que resguarde el derecho de asociación de aquellos.

Su tenor literal es el siguiente:

Artículo 3°.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo sexto del decreto con fuerza de ley N°5, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre institutos profesionales, la frase “excluyéndose necesariamente la participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos, no directivos, en los órganos encargados de su dirección, como asimismo en la elección de sus autoridades”, por la oración ”en caso alguno los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre los institutos profesionales y sus estudiantes o personal docente y no docente podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos”.

- La unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la disposición transcrita.

Artículo 4°

Agrega al artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 24, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre centros de formación técnica, un nuevo literal con el objeto de asegurar el derecho de asociación de los estudiantes y funcionarios docentes y no docentes de dichas instituciones de educación superior.

Su redacción es la que a continuación se señala:

Artículo 4°.- Agrégase al artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°24, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre centros de formación técnica, el siguiente literal:

“i) En caso alguno los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre los centros de formación técnica y sus estudiantes o personal docente o no docente podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó el artículo citado.
Artículo primero transitorio

Mandata que las instituciones de educación superior ajusten sus estatutos y normativa interna a las disposiciones de la presente ley en el plazo de un año, contado desde la fecha de su publicación.

- La totalidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, estuvo conteste en la aprobación de la disposición citada.

Artículo segundo transitorio

Faculta al Presidente de la República para que dicte las nuevas normas estatutarias que regularán la organización, atribuciones y funcionamiento de la Universidad de Santiago de Chile. Ello deberá hacerlo dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley y mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio de Educación, los que deberán suscribirse además por el Ministro de Hacienda.

Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 2 para suprimirlo.
- La unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, votó a favor de la aludida indicación.

Artículo tercero transitorio

Autoriza a Su Excelencia la Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, dicte las nuevas normas estatutarias que regularán la organización, atribuciones y funcionamiento de la Universidad de Valparaíso.

Sobre el referido precepto recayó la indicación número 3, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarlo.
- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación mencionada.
Artículo cuarto transitorio

Dispone que, en adelante, cada vez que se utilicen las expresiones “universidad” o “universidades”, deberán entenderse referidas la Universidad de Santiago de Chile y la Universidad de Valparaíso, indistintamente.

Agrega que para los efectos de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, el rector de la universidad deberá presentar ante el Ministerio de Educación un proyecto de estatuto orgánico o de modificación del estatuto vigente dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se dicten las normas estatutarias que regularán su organización, atribuciones y funcionamiento.

Asimismo, consigna el contenido mínimo de las disposiciones del estatuto de la universidad. Sus disposiciones deberán referirse al menos a lo siguiente:

a) El gobierno de la universidad, los procedimientos para la designación y remoción de sus autoridades de gobierno y administración y la forma de integración de los organismos colegiados, así como las atribuciones fundamentales que correspondan a unos y otros, las cuales podrán especificarse mediante reglamento u otra normativa que se dicte al efecto.
El rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias.
b) El estatuto establecerá los requisitos para postular, asumir y,o ejercer determinados cargos y funciones directivas.
c) Las normas o mecanismos fundamentales de evaluación académica e institucional.
d) La estructura académica y administrativa esencial de la universidad, así como los procedimientos para crear, modificar y suprimir en todo o parte su estructura académica, planes, programas y carreras, y para otorgar los grados académicos y los títulos profesionales y técnicos que éstos conllevan y las demás certificaciones que correspondan.
e) Las normas para fijar y modificar la planta de personal de la universidad.
f) El procedimiento para fijar y modificar las normas con arreglo a las cuales se determinarán las remuneraciones de todo el personal de la universidad.
g) Las normas para fijar y modificar el reglamento general de académicos y demás personal de la universidad, si correspondiere.
h) El procedimiento para la elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.
i) El procedimiento y plazos para reformar los estatutos.

j) Las autoridades de la universidad que poseerán la calidad de ministro de fe.

Respecto de esta disposición, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 4, para suprimirla.

- La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, respaldó la aludida indicación.

MODIFICACIONES


De conformidad a los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes enmiendas:

Título del proyecto de ley


Modificarlo por el que sigue:


"Proyecto de ley que elimina la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, asegurando el derecho de asociación.".

(Indicación número 1. Unanimidad 5x0).

Artículo 1°


Reemplazar su epígrafe por el que sigue:


“Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°20.370, de la siguiente forma:”.

(Adecuación formal).
Numeral 1


Sustituirlo por el que sigue:


“1.- En el artículo 56:


a) Suprímese en el literal e) la oración “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas;”. 


b) Incorpórase la siguiente letra f), nueva, pasando las actuales letras f) y g) a ser letras g) y h), respectivamente, en sus mismos términos: 


“f) Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre la universidad y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos.”.”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Numeral 2


Reemplazarlo por el que se indica:


“2.-En el artículo 67:


a) Suprímese en el literal e) la frase “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas, y”. 


b) Incorpórase la siguiente letra f), nueva, pasando la actual letra f) a ser letra g), en sus mismos términos: 


“f) Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre el instituto profesional y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos; y”.”.
(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Numeral 3


Sustituirlo por el que se señala:


“3.-En el artículo 75:


a) Suprímese en el literal e) la frase “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas, y”. 


b) Intercálase la siguiente letra f), nueva, pasando la actual letra f) a ser letra g, en sus mismos términos: 


“f) Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre el centro de formación profesional y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos; y”.”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Artículo 2°

Reemplazarlo por el que se señala:


“Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre universidades, por el siguiente:


“Artículo 22.- Los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre las universidades y sus estudiantes o personal académico o no académico no podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.”.
(Adecuación formal).

Artículo 3°

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo sexto del decreto con fuerza de ley N°5, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre institutos profesionales:


1.- Suprímese, en el inciso segundo, la frase “, excluyéndose necesariamente la participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos, no directivos, en los órganos encargados de su dirección, como asimismo en la elección de sus autoridades”.


2.- Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En caso alguno los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre los institutos profesionales y sus estudiantes o personal docente y no docente podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.”.
(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Artículo 4°


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 4°.-Introdúcense las siguientes enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 24, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre centros de formación técnica:


1.-Agrégase en el artículo 5° el siguiente inciso tercero:


“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre los centros de formación técnica y sus estudiantes o personal docente o no docente no podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.


2.- Reemplázase la letra d) del artículo 6° por la siguiente:


“d) Los reglamentos de la institución, los que deberán dictarse con sujeción a lo dispuesto en el artículo anterior.”.”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Artículo primero transitorio


Pasa a ser artículo transitorio, sin enmiendas.

Artículo segundo transitorio


Suprimirlo.

(Indicación número 2. Unanimidad 5x0).

Artículo tercero transitorio


Eliminarlo.

(Indicación número 3. Unanimidad 5x0).

Artículo cuarto transitorio


Suprimirlo.

(Indicación número 4. Unanimidad 5x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN


De aprobarse las modificaciones propuestas por la Comisión, el texto del proyecto de ley sería el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°20.370, de la siguiente forma:
1.- En el artículo 56:

a) Suprímese en el literal e) la oración “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas;”. 

b) Incorpórase la siguiente letra f), nueva, pasando las actuales letras f) y g) a ser letras g) y h), respectivamente, en sus mismos términos: 

“f) Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre la universidad y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos.”.

2.-En el artículo 67:

a) Suprímese en el literal e) la frase “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas, y”. 

b) Incorpórase la siguiente letra f), nueva, pasando la actual letra f) a ser letra g), en sus mismos términos: 

“f) Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre el instituto profesional y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos; y”.
3.-En el artículo 75:

a) Suprímese en el literal e) la frase “La forma de gobierno de la nueva entidad deberá excluir la participación con derecho a voto de los alumnos y de los funcionarios administrativos, tanto en los órganos encargados de la gestión y dirección de ella, como en la elección de las autoridades unipersonales o colegiadas, y”. 

b) Intercálase la siguiente letra f), nueva, pasando la actual letra f) a ser letra g, en sus mismos términos: 

“f) Que ninguna normativa interna ni ningún acto ni contrato entre el centro de formación profesional y sus estudiantes o personal académico y no académico contenga disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de estos; y”.
Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Educación, de 1980, que fija normas sobre universidades, por el siguiente:

“Artículo 22.- Los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre las universidades y sus estudiantes o personal académico o no académico no podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo sexto del decreto con fuerza de ley N°5, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre institutos profesionales:

1.- Suprímese, en el inciso segundo, la frase “, excluyéndose necesariamente la participación con derecho a voto de los alumnos y funcionarios administrativos, no directivos, en los órganos encargados de su dirección, como asimismo en la elección de sus autoridades”.

2.- Agrégase el siguiente inciso tercero:

“En caso alguno los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre los institutos profesionales y sus estudiantes o personal docente y no docente podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.

Artículo 4°.-Introdúcense las siguientes enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 24, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre centros de formación técnica:

1.-Agrégase en el artículo 5° el siguiente inciso tercero:

“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, los estatutos, normativa interna o cualquier acto o contrato entre los centros de formación técnica y sus estudiantes o personal docente o no docente no podrán contener disposiciones que prohíban, limiten u obstaculicen la libre organización de éstos.”.

2.- Reemplázase la letra d) del artículo 6° por la siguiente:

“d) Los reglamentos de la institución, los que deberán dictarse con sujeción a lo dispuesto en el artículo anterior.”.

Artículo transitorio.- Las instituciones de educación superior deberán ajustar sus estatutos y normativa interna a las disposiciones de la presente ley en el plazo de un año, desde la publicación de esta ley, si correspondiere.”.

- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 18 de marzo y 1 y 8 de abril de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Fulvio Rossi Ciocca e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2015.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL DÍA 18 DE MAYO COMO DÍA NACIONAL DEL CHUQUICAMATINO Y CHUQUICAMATINA

(9.356-24)
HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señor Marco Espinoza; señoras Maya Fernández, Marcela Hernando y María José Hoffmann, y señores Issa Kort, Roberto Poblete, Marcelo Schilling, Guillermo Teillier y Víctor Torres.





Se dio cuenta de esta iniciativa legal ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 17 de marzo de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.

- - -





Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Persigue, en síntesis, rendir homenaje y hacer un reconocimiento al aporte histórico, cultural, económico y social de los hombres y mujeres de Chuquicamata que hicieron del trabajo minero su vida, mediante el establecimiento del 18 de mayo de cada año como el “Día de los chuquicamatinos y chuquicamatinas”.

- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.





a) La ley N° 20.782, que establece el Día Nacional de Gendarmería de Chile.





b) La ley N° 20.153, que establece el Día Nacional del Teatro.





c) La ley N° 20.747, que establece el 29 de abril de cada año como “Día de los sewellinos y sewellinas”.

2.- Moción.


La Moción con que se origina este proyecto de ley destaca que la ley N° 20.747, que establece el 29 de abril de cada año como “Día de los sewellinos y sewellinas”, tuvo como fundamento el hecho que Sewell fue un campamento minero que albergó a miles de trabajadores de la Braden Cooper Company, empresa pionera en la extracción de cobre en nuestro país en condiciones geográficas y climáticas adversas. Actualmente, agrega, Sewell es Patrimonio de la Humanidad tras haber sido declarado en tal calidad por la Unesco el año 2006.


Chuquicamata, al igual que Sewell, fue un campamento minero cuya construcción comenzó en 1917, junto a la puesta en marcha de la mina de cobre a rajo abierto más grande del mundo, que tantos réditos ha dado al país. No obstante, este campamento contó con la comodidad clásica de la época, puesto que no sólo albergaba a los trabajadores que se desempeñaban en la mina, sino que también a los altos ejecutivos e ingenieros extranjeros de la Braden Cooper Co. Esto originó una conexión cultural única entre costumbres chilenas y norteamericanas, que hasta el día de hoy perdura.

La Moción recuerda que entre los sitios con mayor valor histórico de Chuquicamata se encuentran el Teatro de Variedades, el Teatro Chile, el Auditorio Sindical y el Club Social Obrero. La educación estaba representada por la Escuela D-54 La República; el Liceo B-10 América (ex Liceo de Hombres), y el Colegio Chuquicamata. A su turno, las creencias religiosas se manifestaron en la Parroquia El Salvador y los templos Bautista, Adventista, Metodista, la Iglesia del Evangelio Cuadrangular, la Iglesia Metodista Pentecostal, el Salón del Reino de Los Testigos de Jehová y la Iglesia Mormona. Estos sitios transformaron a Chuquicamata en un lugar de alto interés urbanístico y social.

Hoy existe una agrupación denominada Hijos y Amigos de Chuquicamata, que pretende resaltar el valor histórico del campamento a fin de evitar el deterioro de sus bienes y edificios patrimoniales. Al efecto, impulsa diversas iniciativas que buscan mantener latente el recuerdo y la añoranza que representa aquel lugar para quienes vivieron allí.

Es en ese marco que ha surgido la idea de declarar Chuquicamata como zona típica de interés turístico por el Consejo de Monumentos Nacionales, y se considera postularla ante el Comité del Patrimonio Mundial de la Unesco para su declaración como Patrimonio de la Humanidad –al igual que Sewell, a objeto de testimoniar nuestro pasado y los inicios de la Gran Minería en Chile.

El día escogido por los autores de la Moción para conmemorar al campamento y a quienes se sienten parte de él, es el 18 de mayo de cada año, fecha en que los chuquicamatinos y chuquicamatinas rememoran la producción de la primera barra de cobre fino de la faena instalada en el lugar en 1915.
3.- Estructura del proyecto de ley.




La iniciativa consta de un artículo único que instituye el 18 de mayo de cada año como el “Día de los chuquicamatinos y chuquicamatinas”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR 
Analizados los antecedentes de esta iniciativa y el amplio respaldo que suscitó en la Honorable Cámara de Diputados, la Comisión consideró que rinde un justo y merecido homenaje y reconocimiento a la actividad de quienes han dedicado su vida laboral a la minería.


Además, valoró especialmente la oportunidad con que la iniciativa se somete a la decisión del Congreso Nacional, próximos a cumplirse –el 18 de mayo- los cien años de la producción de la primera barra de cobre en la faena de Chuquicamata.

En mérito de lo anterior, la unanimidad de vuestra Comisión fue partidaria de acoger la idea de legislar en la materia.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.


A continuación, la Comisión procedió a votar en particular la iniciativa sin mayor debate, resultando su artículo único aprobado con idéntico quórum, en los mismos términos en que fuera despachado en el primer trámite constitucional.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Minería y Energía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe tanto en general, cuanto en particular, en los mismos términos en que fuera despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Institúyese el 18 de mayo de cada año como el “Día de los chuquicamatinos y chuquicamatinas”.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 8 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alejandro Guillier Álvarez y Baldo Prokurica Prokurica.




Sala de la Comisión, a 9 de abril de 2015.
(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA A LA RELIGIOSA AUGUSTA PEDRIELLI CLEANTI

(9.848-06)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la religiosa italiana Augusta Pedrielli Cleanti.

La presente iniciativa tuvo su origen en moción de los Honorables Diputados señores Bernardo Berger Fett; Marcelo Chávez Velásquez; Ramón Farías Ponce; David Sandoval Plaza, Renzo Trisotti Martínez, y Osvaldo Urrutia Soto.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 17 de marzo de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

A la sesión en que la Comisión analizó el presente proyecto de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Diputado señor David Sandoval. Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor señor Daniel Portilla. 
La Jefa de Gabinete del Honorable Senador Manuel José Ossandón, señora María Angélica Villadangos. 
El Jefe de Gabinete de la Honorable Senadora Jacqueline Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales. 
Los Asesores de la Honorable Senadora Lily Pérez, señores Renato Rodríguez y Richard Tepper y la Periodista, señora Tania Cabezas.
El Asesor del Honorable Diputado David Sandoval, señor Sebastián Puebla. 
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la religiosa italiana Augusta Pedrielli Cleanti.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Servicio de Registro Civil e Identificación con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.- La Moción que, da origen al proyecto en informe, señala que la comunidad aysenina, por intermedio de su Alcalde, señor Oscar Catalán Sánchez, y de los Honorables Diputados patrocinantes de esta iniciativa, pretende consagrar a la religiosa Sor Augusta Pedrielli como una chilena más, por ser el fiel reflejo de la voluntad de todo un pueblo en orden a reconocer sus aportes a nuestro país, principalmente por su lucha por asistir al más desvalido.
Informa que esta religiosa nació en Soliera Módena, Italia, el 16 de enero de 1938, por lo que hoy tiene 77 años de edad. Agrega que el 19 de septiembre de 1959, en Florencia, ingresa a la Congregación Religiosa Siervas de María Dolorosa, perteneciente a la rama femenina de la Orden Siervos de María. 

Relata que a los 21 años estando en el Convento, ingresó a estudiar Enfermería. Al finalizar sus estudios viajó a Chile en el mes de marzo de 1966 para comenzar su misión de servicio en la Región de Aysén, por lo que lleva 49 años en nuestro país. Realizó su Profesión Perpetua, en Santiago, el 4 de marzo de 1967.
Destaca su abnegada entrega por más de 40 años en el Servicio de Salud de Aysén, en especial en el Hospital de Puerto Aysén, donde asumió, entre otras, responsabilidades la jefatura del Servicio de Pediatría.
En 1990 fundó el primer Hogar de su Congregación en Chile, bajo el Nombre de “Hogar del Niño Madre Eleonora Giorgi”. Refiere que este hogar surgió con el propósito de brindar una respuesta efectiva a los graves problemas de desnutrición que afectaban a los niños de la Región de Aysén, región que presentaba la mayor tasa de mortalidad infantil, a nivel nacional.
Advierte que si bien este problema fue superado, surgieron nuevas dificultades, como el abandono infantil y los conflictos socioeconómicos que afectaba a las familias de la región. Resalta que por este motivo su Congregación, representada por Sor Augusta Pedrielli, asume en el año 1999 la administración del Hogar El Ángel, que concluyó sus funciones en el 2008.
Informa que el 28 de marzo de 2006, con el propósito de continuar sirviendo a la comunidad, asumió de forma pionera la creación de la Sala Cuna Bambin Gesú, que recibe fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.
Comenta que Sor Augusta se caracteriza por ser una religiosa con un infinito espíritu de entrega, una humildad que día a día la llevan a luchar con las trivialidades de un mundo cada vez más materialista, una entereza que la hace ser infatigable, especialmente frente a las dificultades, por ser una mujer inteligente, emprendedora, con una generosidad que sobrecoge, firme y segura a la hora de servir, pero frágil frente al dolor de los niños. 
Al efecto, afirma que se trata de una mujer visionaria frente a los cambios de nuestros tiempos, incomprendida muchas veces, y pese a ello ha asumido con mayor fuerza su labor de servicio, trabajando en silencio, alejada de los elogios y reconocimientos, que la asustan e inhiben. Actualmente, Sor Augusta vive en Puerto Aysén donde sigue sirviendo a la comunidad.
Por todo lo anterior, a los autores de la moción les asiste el convencimiento profundo de que Sor Augusta Pedrielli reúne los requisitos humanos y morales para hacerse merecedora de este reconocimiento y que es de toda justicia que se le entregue la nacionalidad chilena, por especial gracia, y concluye que Sor Augusta Pedrielli Cleanti es una extranjera de excepción, que amerita que se le conceda la nacionalidad por especial gracia, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 10 de la Carta Fundamental.
2.3.- Cabe consignar que la Comisión mediante Oficio N° DH/7/15 solicitó al Servicio de Registro Civil e Identificación antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de doña Augusta Pedrielli Cleanti. El Servicio de Registro Civil e Identificación respondió mediante Ordinario N° 2388, de 27 de marzo de 2015.

Asimismo, la Comisión pidió antecedentes a la Conferencia Episcopal sobre el desempeño de la religiosa Sor Augusta Pedrielli, mediante Oficio N° DH/8/2015, de 20 de marzo de 2015. La respuesta se recibió mediante correo electrónico, en el cual el Obispo de la Región de Aysén, Monseñor Luis Infanti, luego de agradecer el reconocimiento que este proyecto de ley hace a Sor Augusta Pedrielli, señaló que no tiene más antecedentes que agregar a los ya planteados por la presente moción.

2.4.-
Oficio N° 11.753, de 12 de marzo de 2015, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de un artículo único, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a la religiosa italiana Augusta Pedrielli Cleanti.
Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados sólo por la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización y, aprobada por la Sala de esa Corporación, por 49 votos a favor, ningún voto en contra y 13 abstenciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, la Honorable Senadora señora Jacqueline Van Rysselberghe hizo presente el interés de Su Excelencia, el Presidente del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, para el pronto despacho de esta iniciativa legal.

En seguida, la Comisión tuvo presente que la religiosa italiana Augusta Pedrielli Cleanti, de setenta y siete años de edad, lleva en nuestro país casi cincuenta años y que al terminar sus estudios de enfermería se trasladó a la Región de Aysén a ejercer su labor pastoral. Asimismo, se desempeñó en el Hospital de Puerto Aysén, en donde asumió la Jefatura del Servicio de Pediatría.

En esta misma línea, observó su preocupación por los niños y los desvalidos, lo que la llevó a fundar el Hogar “Niño Madre Eleonora Giorgi”, además de hacerse cargo del Hogar “El Ángel”. Al mismo tiempo, la Comisión destacó su participación en la creación de la Sala Cuna “Bambin Gesú”.

El Honorable Diputado señor Sandoval hizo presente a Sus Señorías que Sor Augusta Pedrielli es una mujer muy especial y que ha sido la propia comunidad la que ha pedido concederle este honor. Al efecto, detalló que esta propuesta fue presentada ante el Concejo Municipal de Puerto Aysén, siendo aprobada por la unanimidad de sus miembros, recogida por su alcalde y materializada en el presente proyecto de ley. 

Resaltó que Sor Augusta lleva más de cuarenta años en la Región de Aysén y que en todo este tiempo ha demostrado su compromiso con el ser humano, con lo social y con los niños. Al efecto, refirió que décadas atrás en la Región de Aysén sólo existían tres hospitales, que no alcanzaban a cubrir las necesidades de la población, especialmente en materia de mortalidad y de desnutrición de los niños. Para superar este problema, Sor Augusta, consiguió apoyo de su Congregación y trajo recursos desde Italia, que utilizó en la construcción de varios hogares para menores. Informó que hoy cuentan, gracias a ella, con una hermosa Sala Cuna “Bambin Gesú”, que significa “Niño Jesús”, y que en los próximos días inaugurará una nueva sala cuna.

Por otra parte, reconoció la responsabilidad que significa el otorgar este tipo de honor, pero acotó que en el caso de Sor Augusta Pedrielli, sin duda, se reúnen todos los requisitos para conceder la nacional chilena por especial gracia.

Por último, indicó que ella siempre ha manifestado la intención de permanecer en Chile hasta los últimos días de su vida.

A continuación, el Honorable Senador señor Matta consultó  los motivos por cuales este proyecto de ley si bien  se aprobó por 49 votos a favor y ningún voto en contra, tuvo 13 abstenciones en la Sala de la Cámara de Diputados.

El Honorable Diputado señor Sandoval, autor de la moción, respondió, que entiende que estas abstenciones se pueden deber a un situación coyuntural, que es que al momento de reunir las firmas para presentar la moción, no se encontraba presente el Honorable Diputado señor Iván Fuentes, oriundo de Puerto Aysén y que conoce personalmente a Sor Augusta Pedrielli, y tal vez ese fue el motivo que hizo que se abstuvieran principalmente Diputados de la Democracia Cristiana, no obstante que otros también votaron a favor.

El Honorable Senador señor Matta pidió dejar constancia de la necesidad de que este tipo de iniciativas, que otorgan la nacionalidad chilena por especial gracia, sean patrocinadas por la mayor cantidad de comités o bien por todas las fuerzas representativas, dado que se trata de un honor que concede el Congreso Nacional a un extranjero que ha prestado importantes servicios al país.

La Comisión, después, de conocer todos los antecedentes de la religiosa Augusta Pedrielli Cleanti, llegó a la convicción de que es merecedora de esta distinción especialísima, que considera la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional, lo que constituye un hecho público y notorio, que no es necesario acreditar.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que la religiosa italiana Sor Augusta Pedrielli Cleanti, por su valioso aporte a la Región de Aysén y al país, y fructífera labor pastoral, es merecedora del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe, y señores Matta y Ossandón.
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía os propone aprobar en general y en particular:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, a la religiosa sor Augusta Pedrielli Cleanti”.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de abril de 2015, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Presidenta), señora Lily Pérez San Martín, y señores Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 8 de abril 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INCENTIVA LA INCLUSIÓN DE DISCAPACITADOS AL MUNDO LABORAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.422, PARA ESTABLECER LA RESERVA LEGAL DE EMPLEOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(7.025-31 y 7.855-13, REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de las Diputadas Andrea Molina Oliva, Claudia Nogueira Fernández y Marisol Turres Figueroa y de la ex Diputada Mónica Zalaquett Said, de los Diputados Gustavo Hasbún Selume, Patricio Melero Abaroa, Jorge Sabag Villalobos, Felipe Ward Edwards, y de los ex Diputados Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Gonzalo Uriarte Herrera (Boletín N° 7.025-31), y en Moción de la Diputada Andrea Molina y de las ex Diputadas María Angélica Cristi Marfil, María Antonieta Saa Díaz y Mónica Zalaquett Said, de los Diputados, Fuad Chahin Valenzuela, Fidel Espinoza Sandoval, Carlos Abel Jarpa Wevar, Jorge Sabag Villalobos y Víctor Torres Jeldes y del ex Diputado Enrique Accorsi Opazo (Boletín N° 7.855-13). 

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


-Establecer la obligación para las unidades laborales del sector público o privado de reservar al menos el 2% de sus puestos de trabajo a personas que posean alguna discapacidad física, mental o sensorial de carácter temporal o permanente.


-Dar prioridad en las licitaciones de la administración del Estado a los postulantes que sean empleadores de personas con discapacidad y excluir de las contrataciones a quienes hayan sido condenados por discriminación por causa de discapacidad.

-------

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Javiera Blanco Suárez, el coordinador legislativo de este Ministerio, señor Francisco del Río Correa y los asesores de la Ministra en inclusión y formación para el trabajo, señora Paula Agurto Spencer y señor Rodney Belmar Altamirano; el Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis Valencia y la Jefa de Prensa de la entidad, señora Carolina López; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; los asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, la periodista señora Andrea Valdés y el señor Luis Díaz; de la Senadora Carolina Goic, el señor Gerardo Bascuñán y del Senador Juan Pablo Letelier, el señor José Fuentes; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin; el abogado asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; los periodistas y las fotógrafas de prensa del Ministerio del Trabajo, señor Rodrigo Carrasco y señora Claudia Sánchez, y señoras Mafalda Rissetti y María de los Ángeles Santos, respectivamente.

 
Especialmente invitados concurrieron: el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), señor Mauro Tamayo Rozas, el Jefe del Área Derecho y Discapacidad de este Servicio, señor Christian Finterbusch Romero, la Jefa de Gabinete, señora Natalia Aliaga y la periodista señora Caty Newman. Asimismo, en representación de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), la señora Anita Briones, miembro del Directorio de la Comisión de Discapacidad y el señor Jorge Barrientos, Subgerente Corporativo.
-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS




1.- La ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades en inclusión social de personas con discapacidad, de 10 de febrero de 2010.

2.- La ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, de 14 de enero de 1994.
3.-La ley N° 19.886, sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, de 30 de julio de 2003.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Las Mociones que inician el proyecto de ley en análisis contienen una exposición de los fundamentos en que se sustentan, los que se consignan a continuación.

Boletín N° 7.025-13
La expresión de motivos de dicha iniciativa, iniciada -el año 2010- en Moción de las Diputadas señoras Andrea Molina Oliva, Claudia Nogueira Fernández, Marisol Turres Figueroa y Mónica Zalaquett Said, y de los Diputados señores Gustavo Hasbún Selume, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar, Patricio Melero Abaroa, Jorge Sabag Villalobos y Felipe Ward Edwards, y del ex Diputado señor Gonzalo Uriarte Herrera, señala, en primer término, que la legislación actualmente vigente establece una serie de derechos para las personas que sufren alguna discapacidad. En ese sentido, explica que las respectivas normas tienen por finalidad promover la plena integración de las personas con discapacidad, en virtud del principio de equiparación de oportunidades, en cuyo contexto el Estado debe desplegar labores de prevención y rehabilitación de las personas que las padecen.

Con todo, añade que, sin perjuicio de los avances que se han verificado en esta materia en nuestro país, es preciso revisar dicha normativa, para lo que se debe considerar que cerca de un 15% de la población total de nuestro país sufre alguna discapacidad. En ese sentido, agrega que resulta relevante favorecer la plena integración de las personas que las padecen, con especial énfasis en la integración a su entorno social, debiendo valorarse la diversidad y la igualdad de oportunidades para todas las personas.

En consecuencia, la iniciativa enfatiza que se deben eliminar todas aquellas dificultades que existen para garantizar la plena integración de las personas que sufren una discapacidad, toda vez que nuestro país ha asumido su prevención y rehabilitación, sin perjuicio de los derechos y deberes que, para conseguir ese propósito, les corresponden a quienes las padecen, a sus familiares y al conjunto de la sociedad.

En ese contexto, el proyecto enfatiza que los particulares y el Estado pueden cumplir con tales deberes promoviendo la contratación de personas con grados de discapacidad en aquellas empresas que postulan al suministro o prestación de servicios a organismos estatales mediante los procesos de licitación pública. Con miras a ello, propone introducir una preferencia para la contratación, por parte de la administración pública, de aquellas empresas que contemplen un número de personas minusválidas igual o superior al 2% en sus plantillas de trabajadores.

Boletín N° 7.855-13

La referida iniciativa legal, iniciada en Moción –del año 2011- de las Diputadas señoras María Angélica Cristi Marfil, Andrea Molina Oliva, María Antonieta Saa Díaz y Mónica Zalaquett Said, y de los Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fuad Chahin Valenzuela, Fidel Espinoza Sandoval, Carlos Abel Jarpa Wevar, Jorge Sabag Villalobos y Víctor Torres Jeldes, consigna, entre sus fundamentos, que nuestro país ha ratificado la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación en contra de las personas con discapacidad, en cuya virtud los Estados parte se comprometen a adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole que sean necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad, debiendo propiciar su plena integración en la sociedad. Para tales efectos, añade que se ha contemplado un listado de medidas referidas a la eliminación de la discriminación, tanto en el sector público como privado, y a la promoción de la integración de los discapacitados en diversas áreas.

Asimismo, la Moción indica que nuestro país ratificó la Convención de la Organización de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, lo que enfatiza el reconocimiento de la igualdad, dignidad y los derechos inalienables de todos los seres humanos, con lo que Chile ha pasado a formar parte del sistema internacional de Derechos Humanos, en cuya virtud reconoce y proclama que toda persona tiene los derechos y libertades contemplados en los instrumentos correspondientes. Añade que en dicha Convención los Estados parte reconocen que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas que las padecen y el entorno que limita o impide su participación social plena y efectiva, lo que puede vulnerar sus derechos y libertades esenciales. En consecuencia, enfatiza que la Convención especifica que la discapacidad no es una situación inherente a una persona sino que es producto de un entorno que, en los hechos, impide la igualdad entre las personas. En efecto, añade que, entre los principios generales que inspiraron dicho instrumento, y que deben tenerse en consideración al momento de su interpretación y aplicación, se encuentran el respeto de la dignidad, la autonomía individual –esto es, el derecho a tomar las propias decisiones- e independencia de las personas, el derecho a la no discriminación, la participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad, el respeto por la diferencia y aceptación de las personas con discapacidad, como parte de la diversidad y condición humanas, y la igualdad de oportunidades.

En ese contexto, la Moción explica que la Organización de Naciones Unidas, en el artículo 27 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, dispone que los Estados parte reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar y ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido en un mercado y un entorno laboral abierto, inclusivo y accesible, salvaguardando y promoviendo el ejercicio de este derecho para aquellas personas que adquieran una discapacidad durante el empleo. Con miras a ello, los Estados que lo han suscrito deben prohibir la discriminación en el empleo por motivos de discapacidad, permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a programas generales de orientación técnica y vocacional, y a servicios de colocación y formación profesional, promoviendo oportunidades empresariales, tanto de empleo por cuenta propia como mediante la constitución de cooperativas y empresas, debiendo favorecerse el empleo de las personas con discapacidad en el sector público.

Enseguida, la iniciativa sostiene que, considerando el tenor de los referidos instrumentos internacionales, es posible sostener que, desde los años cincuenta, ha sido una prioridad de las legislaciones comparadas el establecimiento de mecanismos de inserción de las personas con discapacidad en el mercado laboral -fundamentalmente mediante la denominada reserva laboral-, en un contexto de lucha contra la discriminación, a objeto de revertir la segregación social. En efecto, añade que tales principios han sido recogidos en la legislación española, francesa, italiana y argentina, en que es posible encontrar disposiciones que reservan un determinado porcentaje de plazas de trabajo en favor de las personas que padecen de algún tipo de discapacidad.

Por otra parte, explica que, de acuerdo al Instituto Nacional de Estadísticas, en nuestro país un 12,9% de la población, equivalente a 2.068.072 personas, presenta algún tipo de discapacidad, de las cuales sólo un 27,5% realiza labores remuneradas, en tanto que un 20,5% no desarrolla actividad alguna, y un 44,1% sólo efectúa labores domésticas. Asimismo, añade que los niveles de discapacidad se elevan en los grupos etarios de mayor edad, toda vez que un 85,4% de las personas con discapacidad tiene más de 29 años, distribuyéndose un 50,9% entre los 30 y 64 años, y un 35,1% en mayores de 65 años.

A objeto de mejorar las herramientas normativas para la promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad, la Moción indica que se ha promovido una serie de iniciativas legales, que incluyen la aprobación de los Convenios internacionales referidos precedentemente, y la ley N° 19.284, para la plena integración de personas con discapacidad, y la ley N° 20.422, sobre igualdad de oportunidades en inclusión social de personas con discapacidad. Dichos cuerpos legales, añade, han incorporado normas tendientes a favorecer la capacitación e inserción laboral de las personas que padecen algún tipo de discapacidad. En efecto, enfatiza que el artículo 43 de la ley N° 20.422 señala que “el Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la inclusión y no discriminación laboral de las personas con discapacidad”, lo que genera la necesidad de promover medidas que favorezcan la plena igualdad de oportunidades entre las todas las personas, a objeto de evitar discriminaciones negativas y permitir una verdadera inclusión e inserción social y laboral. Para tales efectos, enfatiza, resulta de suyo relevante el establecimiento de una reserva de empleo en favor de personas que padecen discapacidad.
-------
DISCUSIÓN EN GENERAL

SESIONES CELEBRADAS EL 8 Y 15 DE OCTUBRE DE 2014
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso el parecer del Ejecutivo respecto del proyecto de ley en estudio y sobre la Moción de las Senadoras señoras Goic, Allende y Muñoz, que modifica el Código del Trabajo para prohibir la discriminación por discapacidad en el trabajo y establece cuota de trabajadores con discapacidad en medianas y grandes empresas, correspondiente al Boletín N° 9.394-13.

En primer lugar, sostuvo que las iniciativas sometidas a la consideración de la Comisión apuntan a favorecer la efectiva inclusión de los trabajadores que padecen algún grado de discapacidad en el mundo laboral. En la misma línea, indicó que, durante los últimos años, han entrado en vigencia una serie de cuerpos legales que apuntan en esa dirección, tales como la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, de 2010, la que opera respecto de las labores que se desempeñan en la administración pública.

En ese contexto, sostuvo que el proyecto de ley debe conciliar las disposiciones aplicables a las personas que padecen algún grado de discapacidad con aquellas normas que operan en el ámbito del trabajo. En esa línea, añadió que, sin perjuicio del análisis del proyecto de ley en estudio, debe considerarse la iniciativa correspondiente al Boletín N° 9.394-13, que modifica Código del Trabajo con el fin de prohibir la discriminación por discapacidad en el trabajo y establece cuota mínima obligatoria en medianas y grandes empresas, cuya autoría corresponde a las Senadoras señoras Goic, Allende y Muñoz, particularmente en la aplicación de sus disposiciones en consideración al tamaño de cada empresa y al estatuto laboral aplicable en su caso.

Por otra parte, aseveró que debe analizarse el tipo de funciones específicas que pueden desempeñar los trabajadores que padecen discapacidad y el nivel de riesgo que conlleva la práctica de tales actividades. En efecto, señaló que, atendida la especificidad de labores que se realizan en ciertas áreas de la producción y servicios, debe conciliarse el ejercicio de éstas con los distintos tipos de discapacidad que puede afectar a un trabajador.

Finalmente, añadió que deben promoverse las medidas que permitan, mediante un proceso de capacitación, que los trabajadores con algún grado de discapacidad puedan acceder a mejores condiciones de empleo. Asimismo, agregó que, tratándose de aquellas funciones específicas que, eventualmente, no podrían ser desempeñadas por dichos trabajadores, se requiere que, mediante la intervención de la autoridad judicial o administrativa, pueda revisarse los fundamentos que excluyen a los trabajadores discapacitados del desempeño de cierta actividad específica.

En consecuencia, aseveró que el Ejecutivo coincide en la necesidad de promover la aprobación de la iniciativa, con la finalidad de favorecer la inclusión efectiva de los trabajadores que padecen algún grado de discapacidad al mundo del trabajo.

EXPOSICIÓN DE LA REPRESENTANTE DE LA Comisión de Discapacidad de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA)

La integrante del Directorio de la Comisión de Discapacidad de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), señora Anita Briones, expuso las observaciones de dicha entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, afirmó que la Comisión de Discapacidad de la Sociedad de Fomento Fabril, en la que confluyen una serie de entidades públicas y privadas, fue constituida en 1992 con la finalidad de promover el ingreso al empleo de las personas que padecen algún grado de discapacidad.

Seguidamente, refiriéndose al proyecto sometido a consideración de la Comisión, sostuvo que resulta erróneo el establecimiento de una cuota equivalente al 2% de los puestos de trabajo para trabajadores que posean alguna discapacidad, toda vez que se generarían una serie de dificultades en la implementación de dicha normativa. 

En efecto, aseveró que los buenos resultados en la contratación de personas con discapacidad dependen de múltiples factores, entre los que se encuentran los incentivos necesarios y la buena gestión de la diversidad de los recursos humanos. Dichos elementos, añadió, mejoran los índices de productividad, la fidelidad de los trabajadores en la prestación de servicios y la disminución de los accidentes laborales.

Por lo tanto, subrayó que debe favorecerse una gestión ordenada de los recursos, particularmente en lo relativo a la capacitación laboral, la evaluación de las características de cada puesto de trabajo y el apoyo y acompañamiento en el ingreso de los trabajadores a sus funciones. 

En ese contexto, detalló que las problemáticas que deben afrontar las empresas en este ámbito dicen relación con las falencias en la infraestructura pública y privada para el transporte y el libre desplazamiento de los trabajadores. Asimismo, sostuvo que se han detectado deficiencias en materia de capacitación, lo que se ve reflejado en las dificultades que éstos deben afrontar al postular a un puesto de trabajo. 

En consecuencia, reiteró la necesidad de establecer incentivos para la contratación laboral en lugar de consagrar una cuota obligatoria para los trabajadores con discapacidad, toda vez que, añadió, la experiencia internacional demostraría la insuficiencia de dicha medida. Asimismo, enfatizó que dichos incentivos deben implementarse con mayor intensidad tratándose de pequeñas y medianas empresas.

Por otra parte, manifestó su conformidad con establecer prioridad en la contratación con la Administración del Estado para aquellos empleadores de personas con discapacidad, y excluir a aquellas empresas que, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención -según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa- hayan sido condenados por discriminación por causa de discapacidad en sede judicial o administrativa.

Finalmente, aseveró que la inclusión de las personas discapacitadas al desempeño de actividades remuneradas constituye un tema país, lo que requiere una cultura inclusiva y una serie de buenas prácticas por parte de las empresas y los empleadores.

Servicio Nacional de la Discapacidad 

(SENADIS)

El Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), señor Mauro Tamayo, expuso el parecer de dicho organismo respecto del proyecto de ley en estudio.

Al iniciar su exposición, sostuvo que la iniciativa dice relación con la protección de los derechos fundamentales de las personas en situación de discapacidad, particularmente en cuanto a la igualdad ante la ley y el derecho a acceder al trabajo en igualdad de condiciones.

En ese contexto, recordó que, en los términos que se consigna en diversos instrumentos internacionales suscritos por Chile, los Estados deben salvaguardar y promover el derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, y adoptar medidas adecuadas para ello, incluida la promulgación de legislación específica. Entre dichas medidas, agregó, debe incluirse la promoción del empleo de las personas con discapacidad en el sector privado mediante políticas y medidas adecuadas, las que pueden incluir programas de acción afirmativa e incentivos, entre otras.

Enseguida, aseveró que la mayoría de las legislaciones que han afrontado dicha problemática lo han hecho mediante un sistema de cuotas reservadas -tal como ocurre en el caso de Francia-, la que equivale al 6% de los trabajadores del sector público y de las empresas de más de veinte trabajadores. Dicha disposición, añadió, ha sido cumplida por el 57% de las empresas, estableciéndose, al mismo tiempo, un sistema de fondos compensatorios para garantizar el acceso al desempeño de actividades remuneradas.

En la misma línea, coincidió en que la incorporación de trabajadores con algún grado de discapacidad contribuye a mejorar el ambiente laboral al interior de las empresas, su imagen corporativa y sus índices de productividad. Con todo, añadió que el establecimiento de una cuota reservada para dichos trabajadores debe ir acompañado de otros mecanismos de inclusión en el ámbito educacional, laboral y social.

Tratándose, en específico, de las disposiciones contenidas en la iniciativa en estudio, afirmó que éstas constituyen un avance en el reconocimiento del principio de igualdad, toda vez que favorecen la inclusión de las personas al ámbito del trabajo.

Con todo, abogó por elevar el porcentaje de la cuota al equivalente al 5% de los trabajadores en aquellas empresas con más de cincuenta trabajadores que, cumpliendo con la idoneidad para el cargo, desempeñen labores permanentes en un contexto de estabilidad laboral y buenas condiciones de empleo, tal como ocurre en el caso de Francia, Italia y Alemania. En la misma línea, detalló que, según las estadísticas que ha recabado el organismo, un 5,8% de los funcionarios que se desempeñan en el sector público padecen algún grado de discapacidad.

Finalmente, manifestó su apoyo a la idea de establecer una mayor ponderación por parte de la Administración a aquellas empresas que postulen a procesos de contratación y posean un mayor número de trabajadores en situación de discapacidad en proporción al número total de trabajadores de la empresa y que presenten mejores condiciones de remuneración en relación a los trabajadores que ejercen funciones similares en otros postulantes.
Asimismo, propuso que las personas que pueden utilizar dicho mecanismo deben haberse inscrito previamente en el Registro Nacional de Discapacidad que administra el Servicio de Registro Civil e Identificación, en tanto que la Dirección del Trabajo deberá velar por el buen funcionamiento de dichas disposiciones.

Consultas

El Senador señor Larraín coincidió en la necesidad de resolver las problemáticas que dificultan la inserción en el trabajo de las personas que padecen algún grado de discapacidad.

En ese sentido, consultó respecto de las medidas necesarias para fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la iniciativa –particularmente en lo relativo a la cuota reservada que, en lugar de operar como un mínimo, podría constituir un objetivo a alcanzar durante los próximos años-, y las medidas que pudieren adoptarse para mejorar la oferta de empleos y la capacitación de los trabajadores.

La Senadora señora Goic sostuvo que el establecimiento de una cuota reservada para personas con discapacidad puede constituir un instrumento adecuado para favorecer su inclusión laboral, sin perjuicio de la relevancia de las políticas de responsabilidad social empresarial que adoptan las empresas.

La Senadora señora Muñoz sostuvo que los procesos de inclusión generalmente suponen un cambio en las condiciones culturales, en materias tan diversas como el mejoramiento de la infraestructura y transporte público y la incorporación al desempeño de actividades remuneradas.

El Senador señor Allamand abogó por compatibilizar el mecanismo de cuotas legales reservadas con un sistema de incentivos a la contratación de personas que padecen algún grado de discapacidad, toda vez que, de ese modo, es posible garantizar la inclusión laboral.

Asimismo, propuso que las normas contenidas en el proyecto deben considerar las particularidades inherentes a la naturaleza de los servicios de que se trate por sobre el número de trabajadores que operen en cada empresa, toda vez que algunos servicios específicos compatibilizan de mejor manera con la discapacidad que puede padecer un trabajador.

SESIÓN CELEBRADA EL 10 DE DICIEMBRE DE 2014
En sesión de esta fecha, la Biblioteca del Congreso Nacional dio cuenta de un informe que se le había solicitado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social respecto de la contratación de personas con discapacidad en los países incorporados a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Biblioteca del Congreso Nacional

 
La asesora legislativa de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, expuso ante la Comisión sobre el contenido del informe elaborado por la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, titulado “Incentivos en la contratación de personas con discapacidad: muestra de países de OCDE”, el que se puede consultar en la página web del Senado vinculado a los Boletines números 7.025-13 y 7.855-13.

 



En primer lugar, detalló que el referido documento da cuenta de una revisión comparada de las medidas de incentivo para la contratación laboral de personas en situación de discapacidad en los países pertenecientes a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y, además, contiene una muestra de datos de empleo y discapacidad en España, Estados Unidos y Canadá.
 



Tratándose de la revisión comparada de las medidas de incentivos en la contratación de personas con discapacidad en países OCDE, sostuvo que, para efectos de la realización del estudio, se seleccionaron 15 países que cuentan con información oficial disponible: Alemania, Australia, Bélgica, Canadá, España, Estados Unidos, Francia, Irlanda, Israel, Italia, México, Nueva Zelanda, Reino Unido, Suiza y Suecia. Con dicha información, agregó, se consideró, en cada caso, la existencia de una ley de cuotas y otras medidas de apoyo económico o fomento a la contratación de personas con algún grado de discapacidad.

 



Respecto a las conclusiones acerca del efecto que producen los incentivos para la contratación de personas con discapacidad, aseveró que todos los países objeto de análisis cuentan con legislación antidiscriminación o leyes de igualdad, las que contemplan la prohibición de discriminación en el empleo o la necesidad de adoptar medidas de acción positiva destinadas a equiparar su situación con aquella que opera respecto de la generalidad de las personas.

 



De ese modo, aseveró que es posible mejorar la situación de las cerca de mil millones de personas que padecen algún grado de discapacidad en edad activa, cuyo potencial no se encuentra bien utilizado, lo que genera hipótesis de desigualdad, pobreza y exclusión.

 



Enseguida, explicó que, con la finalidad de evaluar las medidas adoptadas en cada país para favorecer el ingreso al trabajo, debe distinguirse entre aquellas legislaciones que consagran una ley de cuotas, entre los cuales se encuentran Alemania, Bélgica, España, Francia, Irlanda, Israel, Italia, Japón, México y Portugal. 

 



En ese contexto, sostuvo que en dichos países la obligación contenida en los respectivos ordenamientos opera respecto del sector público y privado -con la excepción de Bélgica e Irlanda, en que sólo resulta aplicable al sector público-, con una cuota que oscila entre el 1,9%, en el caso de Japón, y el 7%, en Italia. Asimismo, detalló que en algunos países dicha regla se aplica sólo para aquellas empresas que cuentan con un mínimo de trabajadores, como en el caso alemán y francés, en que se exigen 20 trabajadores –sin perjuicio que en Alemania, respecto de las pequeñas empresas con menos de 20 trabajadores existe un cupo para uno o dos trabajadores-, España e Italia, con 50, o Israel, con un mínimo de 100 trabajadores.
 



Sin embargo, enfatizó que la ley de cuotas no constituye un incentivo que, por sí mismo, resulte suficiente para promover la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad. En efecto, afirmó que en Alemania y Francia, ante el incumplimiento de la cuota legal, existe un gravamen compensatorio que debe ser asumido por las empresas, destinado a facilitar la accesibilidad de las personas en situación de discapacidad a los lugares de trabajo o financiar la creación de programas de empleo.

 



Asimismo, añadió que en algunos países se han implementado medidas de fomento para el cumplimiento de la cuota obligatoria, mediante la creación de agencia de empleos estatales -como en el caso de Israel, Alemania, Francia y Portugal- o estableciendo modalidades específicas de contratación, como en el caso francés. Al mismo tiempo, agregó que se han adoptado medidas persuasivas para que los empleadores contraten a personas en situación de discapacidad, tales como subsidios a la capacitación o subsidios para el pago de cotizaciones de seguridad social.

 



Tratándose, a su turno, de los ordenamientos que no consagran una ley de cuotas –esto es, el caso de Australia, Canadá, Estados Unidos, Nueva Zelanda, Reino Unido, Suiza y Suecia-, los incentivos para la contratación de personas en situación de discapacidad apuntan a la formación y capacitación de los trabajadores, creación de fondos para compensar los costos en infraestructura de acceso al lugar de trabajo, bolsas o agencias de empleo, subsidios para el pago de la remuneración o cotizaciones del trabajador, descuentos tributarios, agentes de apoyo y preferencia en concursos públicos. 
 



A continuación, afirmó que, respecto de los países que forman parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) –sea que cuenten o no con una ley de cuotas-, se han dispuesto diversos beneficios directos a los empleadores, cuyo propósito apunta a estimular la contratación de personas en situación de discapacidad. Entre dichas medidas, detalló, se encuentran el pago de primas por tutorías (Francia, España, Bélgica, Nueva Zelanda), la vigencia de contratos de trabajo especiales (Bélgica, Portugal), rebaja en el monto de las cotizaciones de seguridad social (Estados Unidos, España) o beneficios tributarios (México); subsidios a la contratación (Alemania, Irlanda, Nueva Zelanda e Italia), fondos para financiar instalaciones especiales (Bélgica, Australia, Canadá, Irlanda, Nueva Zelanda), programas de pasantía para personas en situación de discapacidad (Reino Unido) y fondos para capacitar a los empleadores en materia de discapacidad (Japón).

 



Enseguida, la asesora económica de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo, explicó los alcances del informe de la Biblioteca del Congreso Nacional en lo relativo a los indicadores de inserción laboral de las personas en situación de discapacidad en Canadá, España y Estados Unidos.

 



En primer término, manifestó que el propósito del estudio radica en conocer el porcentaje de personas en situación de discapacidad que se desempeña laboralmente respecto de cada tipo de ocupación y sector productivo.
 



En el caso español –que, como se señaló, cuenta con una ley de cuotas-, detalló que el total de personas en situación de discapacidad que se encuentra desarrollando actividades remuneradas equivale al 24,5%, en comparación al 57,8% correspondiente a la generalidad de las personas. Dichos trabajadores, agregó, se desempeñan fundamentalmente en actividades sanitarias y de servicios sociales, industria extractiva y manufacturera y administración pública, defensa y seguridad social.

 



Tratándose de Estados Unidos, que no cuenta con ley de cuotas, sostuvo que el porcentaje de personas con discapacidad que desarrolla actividades remuneradas equivale al 17,6%, fundamentalmente en empleos en jornada parcial en labores de ventas, administración y servicios, en tanto que el índice general de las personas que se encuentran insertas en el trabajo equivale al 64%.




Respecto de Canadá, explicó que el 47,1% de las personas en situación de discapacidad desempeñan labores remuneradas, lo que constituye el indicador más alto en la materia, pese a no contar con una ley de cuotas.

 



A modo de conclusión, sostuvo que, en principio, las leyes de cuotas generan un mejoramiento en la accesibilidad de las personas en situación de discapacidad al desempeño de labores remuneradas. Con todo, aseveró que, en la práctica, no es posible establecer, necesariamente, una relación de causalidad entre dicho instrumento y el mejoramiento de los índices de empleabilidad de los trabajadores, habida cuenta de los distintos tipos de discapacidad y la regulación legal y situación económica de cada país.
DIRECTOR NACIONAL DEL SERVICIO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD
 



El Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, señor Mauro Tamayo, reiteró sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio.

 



En ese sentido, sostuvo que las leyes de cuotas constituyen un mecanismo adecuado para favorecer la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad. Asimismo, aseveró que los indicadores respecto de su utilidad para la incorporación al empleo presentan gran variabilidad, de lo que deriva la imposibilidad evaluar separadamente los instrumentos dispuestos para ese fin.

Por otra parte, afirmó que la ley de cuotas legales apunta a asegurar la igualdad de oportunidades entre las personas, en cuyo contexto la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, la que fue ratificada por Chile en 2008, resulta plenamente aplicable habida cuenta del tenor del inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República, que establece que el deber de los órganos del Estado consistente en respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.




Dicho instrumento internacional, añadió, aboga por la adopción de acciones positivas que permitan la igualdad de oportunidades que no signifiquen una carga desproporcionada para el empleador, con la finalidad de favorecer la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad.
MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL,

SEÑORA JAVIERA BLANCO
 



La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javier Blanco, aseveró que dicha cartera de Estado ha promovido una serie de planes y programas cuyo propósito apunta a la inclusión laboral de las personas con discapacidad. Al efecto, explicó que se han implementado instrumentos de capacitación específica para dicho sector, sin perjuicio de las falencias en las medidas que incentiven la contratación por parte de los empleadores.

 



Al mismo tiempo, indicó que los planes de capacitación apuntan a proveer las herramientas que permitan el acceso al trabajo de las personas en situación de discapacidad, junto a las medidas necesarias para garantizar su ingreso y estabilidad en el empleo.

 
Asimismo, explicó que, en conformidad al artículo 44 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades en inclusión social de personas con discapacidad, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social debe informar semestralmente a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado respecto del funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados en materia de capacitación e inserción laboral.

 
En la misma línea, agregó que la información recabada por los estudios en la materia dan cuenta que, en nuestro país, un 12% de la población se encuentra en situación de discapacidad, de cuyo universo el mayor porcentaje corresponde a mujeres –con un 60%-, en tanto que sólo el 40% de las trabajadoras se encuentran desarrollando actividades remuneradas, pese a que la mayoría de ellas se encuentra en edad de trabajar.

 
En consecuencia, enfatizó que el desafío más relevante que, en lo sucesivo, debe afrontar el país dice relación con la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad.

Consultas
 



El Senador señor Larraín consultó respecto de la vigencia de leyes de cuotas en aquellos países que no forman parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

 



La asesora legislativa de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, sostuvo que la legislación específica sobre inclusión laboral de personas en situación de discapacidad ha sido adoptada preferentemente por países europeos. 

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó respecto de la aplicación del mecanismo de gravamen compensatorio que se contempla en la legislación comparada, particularmente si éste opera de modo alternativo –esto es, el empleador puede elegir entre el pago de dicho gravamen o incorporar trabajadores en situación de discapacidad en la cuota establecida- o equivale una sanción al empleador en caso de incumplimiento de aquélla.

 



La asesora legislativa de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, sostuvo que dicho mecanismo opera como una sanción al empleador que hubiere incurrido en una infracción a la cuota establecida para las personas en situación de discapacidad.

 



Respecto a la existencia de leyes de cuota legal en Latinoamérica, el Director Nacional de Servicio Nacional de la Discapacidad, señor Mauro Tamayo, aseveró que es posible encontrar diversas legislaciones que contienen una cuota laboral para personas en situación de discapacidad, tal como el caso de Argentina, Ecuador, Colombia y Perú.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que es necesario analizar los requisitos que deben cumplir las personas que, encontrándose en situación de discapacidad, puedan desempeñarse laboralmente. En efecto, aseveró que la iniciativa contempla que la administración deberá calificar la contratación de personas con discapacidad mediante la inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad. En ese contexto, consultó respecto de la forma en que opera la inscripción de las personas en dicho registro, junto a las medidas que deben promoverse para la capacitación de los trabajadores e incentivo para los empleadores.

 
Finalmente, aseveró que, tratándose de la cuota legal para personas en situación de discapacidad, debe evaluarse la pertinencia de aplicar gradualmente dicha normativa, con la finalidad de facilitar su implementación.

 
El Senador señor Letelier subrayó que, sin perjuicio de la necesidad de promover y asegurar la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad, debe evaluarse la necesidad de introducir una reforma constitucional en materia de igualdad ante la ley, de modo de garantizar la aplicación de dicha normativa.

 
Asimismo, coincidió en la necesidad de especificar la autoridad encargada de calificar la situación de discapacidad que afecta a una persona, y los parámetros para determinar aquellos casos en que pueden desempeñar actividades remuneradas.

 
Finalmente, consultó respecto de la necesidad de establecer un sistema de gradualidad en la implementación de los sistemas de cuotas legales.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javier Blanco, señaló que, tratándose de la calificación de los distintos grados de invalidez laboral que pueden afectar a una persona, opera la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (Compin) del Servicio de Salud correspondiente al domicilio del interesado. Dicha regulación, agregó, resulta asimilable al régimen que opera tratándose de personas en situación de discapacidad.


Enseguida, sostuvo que la iniciativa debe establecer no sólo los mecanismos que permitan mejorar los indicadores de acceso de las personas en situación de discapacidad al desempeño de actividades remuneradas, sino, también, su permanencia y estabilidad en el empleo.

 
Subrayó la importancia de promover la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad, habida cuenta de los beneficios que genera para la igualdad de trato entre los trabajadores y la mejora de productividad que produce en las empresas.

 
Por otra parte, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, respecto a la gradualidad en la entrada en vigencia de las disposiciones de la iniciativa, manifestó que la puesta en marcha de la reforma procesal laboral puede constituir un precedente relevante en la materia. De ese modo, añadió, es posible advertir de mejor manera las fortalezas y debilidades de las disposiciones contenidas en el proyecto de ley en estudio.

 
Asimismo, agregó que deben evaluarse las hipótesis en que el empleador incurre en una infracción a la normativa sobre cuotas legales, toda vez que podría ocurrir que, a raíz del aumento en el total de trabajadores, podría vulnerar, involuntariamente, dicha obligación legal.

 



Acerca del Registro Nacional de Discapacidad, el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, señor Mauro Tamayo, coincidió en que en nuestro país opera un sistema de calificación y certificación de discapacidad, mediante el Instrumento de Valoración y Desempeño en Comunidad (IVADEC), que administra la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (Compin). 
 



Finalmente, afirmó que el Servicio de Registro Civil e Identificación administra un Registro Nacional de la Discapacidad, en que se informa el grado de capacidad de desempeño de un trabajador en una función u operación determinada.
INFORMACIÓN ENVIADA POR LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL RESPECTO A LA APLICACIÓN DIFERIDA DE LAS NORMAS QUE ESTABLECEN CUOTAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD 


Dadas las inquietudes expresadas respecto a la implementación inmediata o diferida de las leyes que disponen cuotas para contratar personas en situación de discapacidad, la Biblioteca del Congreso informa que de los países con un sistema de cuotas reservadas para personas con discapacidad, esto es, Alemania, Bélgica, España, Francia, Portugal, Irlanda, Israel, Italia y Japón, sólo tres fijaron una vigencia diferida para la obligación de la cuota reservada (España, Francia e Israel), de modo que en los demás dicha obligación entró en vigor al momento de publicación de la ley.


En cuanto a otras medidas de apoyo económico o fomento al empleo de personas en situación de discapacidad se consignan los siguientes datos:

-Alemania. 5% de reserva para empleadores privados y públicos con más de 20 trabajadores. Existe la Ley federal de igualdad para discapacitados, un Servicio de Integración que ayuda a reunir a los empleadores con los candidatos discapacitados, talleres para integrar a las personas con discapacidad al mercado laboral, un gravamen compensatorio que pagan los empleadores que no cumplan la ley de cuotas, el que se utiliza para financiar lugares de trabajo accesible o programas de empleo para discapacitados, la Ley para la promoción de la formación profesional de discapacitados severamente. Asimismo, se contemplan subvenciones para empleadores por contratación de personas jóvenes o adultos jóvenes con discapacidad en costos de formación profesional.

-Bélgica. 3% de reserva para el sector público como regla general. Existe la Ley antidiscriminación, el Centro de igualdad de oportunidades, que es un servicio público federal para promover la igualdad de derechos y oportunidades para todos y cursos de formación para personas con discapacidad. Por otro lado, existen fondos que se entregan a los empleadores para financiar instalaciones y compensar costos asociados en la contratación de personas con discapacidad, también primas de tutoría y contratos de adaptación profesional para personas con discapacidad.

-España. 2% de reserva para empresas públicas o privadas con más de 50 trabajadores y obligación de reserva del 5% de las plazas en los llamados a empleos públicos. Existe la Ley General de Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, un Registro de Trabajadores con discapacidad que requieren de empleo, Centros especiales de empleo para la inclusión laboral, empleos con apoyo, cursos de formación para empleados públicos y una plataforma de gestión de empleo y formación. Además, los empleadores cuentan con subvenciones o préstamos para la contratación de personas con discapacidad y bonificación en las cuotas de seguridad social para promover la colocación de dichas personas.

-Francia. 6% de reserva para empleadores públicos y privados que tengan más de 20 trabajadores durante más de tres años. Existe la Ley de igualdad de derechos, oportunidades y participación de personas con discapacidad, una Agencia Nacional, que entrega formación, ayuda en la colocación y financia proyectos de inserción de personas con discapacidad, una Agencia pública de ayuda a empleadores públicos para que cumplan con la obligación legal del 6% y en caso de no cumplir deben pagar una contribución al Fondo de inserción para personas con discapacidad. Asimismo, los empleadores cuentan con alternativas de cumplimiento de la ley de cuotas.

-Irlanda. 3% de reserva para el sector público. Existe la Ley de igualdad en el empleo, que reconoce la discapacidad como una de las causas de discriminación. Los empleadores son apoyados con una subvención para costear gastos de adaptación de las instalaciones o compra de equipos para trabajadores con discapacidad y también por la vía del Plan de Subsidio Salarial.

-Israel. 3% de reserva para empleadores con más de 100 trabajadores. Existe una Ley antidiscriminación; una ley de servicio civil por medio de la cual la autoridad deberá procurar que las personas con discapacidad tengan una adecuada representación en dicho servicio.

-Italia. 7% de reserva para el sector público y privado, si tienen más de 50 trabajadores. Existe la ley N° 104, de 1992, marco para la asistencia, la integración social y los derechos de las personas con discapacidad. Los empleadores cuentan con un subsidio de contratación y con un Fondo regional para el empleo.

-Japón. 1,9 a 2% de reserva en el sector público y 1,6 a 1,9% en el sector privado. Existe una Ley antidiscriminación del año 1970, otra ley que establece medidas para mejorar la formación profesional de las personas con discapacidad y ayudarles a encontrar un empleo y otra ley entrega apoyo financiero para capacitación vocacional y búsqueda de trabajo mediante centros de ubicación y entrega fondos a los empleadores para entrenamiento de personas con discapacidad.

-Portugal. 2% de reserva para el sector privado y de 5% para el sector público. Existe una ley de prevención, habilitación, rehabilitación y participación de las personas con discapacidad, un Servicio de información y mediación para personas con discapacidad, contratos de empleo-inserción y un centro de empleo protegido.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 7 DE ENERO DE 2015




En esta sesión, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dando cumplimiento al artículo 44 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, presentó el informe sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados en inclusión y formación para el trabajo.





Expusieron sobre dicho informe los asesores de la Ministra del Trabajo y Previsión Social en esta materia, señora Paula Agurto Spencer y señor Rodney Belmar Altamirano.





En forma resumida los principales datos son los siguientes:





-Programa de la Subsecretaría del Trabajo: “Servicios Sociales”, con 303 beneficiarios y $536.561.844 en inversión.





-Programas del SENCE: “Formación para el trabajo (FOTRAB-Estándar Más Capaz), con 538 beneficiarios y $1.035.598.000 en inversión.





“Piloto Más Capaz”, con 480 beneficiarios y $910.184.550 en inversión.


“Becas Laborales SENCE/SENADIS”, con 106 beneficiarios y $2.612.665.474 en inversión.


El Programa “Servicios Sociales” contempla fondos concursables a instituciones de derecho privado, sin fines de lucro, para financiar proyectos que faciliten la inserción laboral de los beneficiarios, por medio de iniciativas destinadas a incrementar sus oportunidades de acceder al mercado de trabajo. La Fundación Luz contará con 85 cupos para personas con discapacidad visual y la Fundación COANIL con 218 cupos para personas con discapacidad intelectual cognitiva y vulnerabilidad social.


El Programa FOTRAB-Estándar Más Capaz comprende proyectos de capacitación que concluyen con la inserción laboral de los beneficiarios, estos últimos personas vulnerables entre 16 y 65 años. Fundación CHILECAP con 9 cursos que consideran 198 cupos en la Región Metropolitana. La Fundación TACAL con 18 cursos que consideran 340 cupos en la Región Metropolitana (comuna de Independencia).

CONSULTA


La Senadora señora Muñoz quiso saber cuál era el procedimiento para decidir que la inversión se efectúe en la Región Metropolitana.


La asesora de la Ministra del Trabajo, señora Paula Agurto, explicó que ello se debe a los requerimientos del Servicio Nacional de la Discapacidad y a la cantidad de proveedores desplegados en el territorio nacional.


El Programa Piloto Más Capaz-Línea Discapacidad busca dotar a jóvenes con discapacidad de una cualificación profesional y de las habilidades laborales necesarias para poder acceder en igualdad de oportunidades al mercado del trabajo. El primer llamado se efectuó en las Regiones Metropolitana (135 cupos), del Maule (75 cupos) y de Valparaíso (75 cupos). Los cursos se ejecutaron entre septiembre 2014 hasta enero 2015. El segundo llamado se efectuó en Santiago (75 cupos), Maule (60 cupos) y Valparaíso (60 cupos). Se están ejecutando desde diciembre 2014.


Las Becas Laborales es un programa enfocado en el desarrollo de competencias transversales de empleabilidad y de conocimiento técnico para el ejercicio de una actividad productiva o de prestación de servicios. Se ejecuta en 6 regiones (Antofagasta con 25 cupos; La Serena con 16 cupos; Metropolitana con 15 cupos, Talca con 5 cupos, Concepción con 25 cupos y Temuco con 10 cupos).


El Programa Intermediación Laboral-Fortalecimiento OMIL comprende las siguientes procesos: 1) un manual de procesos de intermediación laboral inclusivo para que las OMIL (Oficina Municipal de Intermediación Laboral) desarrollen estrategias para atender a la población sin realizar tratos diferenciados sino que especializados. 2) un convenio de colaboración entre SENCE y SENADIS que contempla la bonificación adicional de personas con discapacidad en el marco del Programa Fortalecimiento OMIL, el Servicio Nacional de la Discapacidad compromete asistencia técnica y acompañamiento a las OMIL por medio de sus equipos regionales.

COMENTARIO

El Senador señor Larraín manifestó que reconocía la importancia de los proyectos que se habían presentado, pero a la vez advertía que el esfuerzo como país en esta materia era menor, dado que los grupos o asociaciones de personas en situación de discapacidad –por ejemplo de la ciudad de Linares- se sienten muy desamparados y la realidad del país deja en evidencia que no existe prioridad para atender a estas personas.


La Senadora señora Muñoz coincidió en que son pocos los esfuerzos que se realizan para ocuparse de la integración laboral de las personas en situación de discapacidad unido a la poca conciencia de que para lograr una igualdad de trato y oportunidades se requiere –entre otras exigencias- destinar fondos para ello que se distribuyan en todas las regiones del país.


Consultó si las Oficinas Municipales de Intermediación Laboral tienen obligación de contar con un registro de personas con discapacidad que solicitan empleo.


La asesora señora Paula Agurto Spencer indicó que no existe una obligación en ese sentido y las solicitudes se pueden canalizar en el Sistema de la Bolsa Nacional de Empleos. 

 
Agregó que el único registro que existe es el que mantiene el Servicio de Registro Civil e Identificación, respecto del cual las personas con discapacidad que reciben la pensión asistencial no tienen la obligación de registrarse y, además, si cuentan con un contrato formal de trabajo pierden dicha pensión, de manera que –reconoció- es necesario realizar una coordinación intersectorial.


Destacó que por intermedio de las becas laborales se abre una línea de capacitación para los familiares de las personas con discapacidad.


Por otro lado, señaló que la labor que se está efectuando con las OMIL es promover la sensibilización del personal que atiende a las personas con situación de discapacidad, conforme al manual que se está elaborando.


El asesor señor Rodney Belmar Altamirano anunció que en el programa del Gobierno existe el compromiso para reestructurar de todo el sistema de intermediación laboral, tarea en la que está trabajando el SENCE.

SESIÓN CELEBRADA EL 7 DE ABRIL DE 2015

 
En esta sesión, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, manifestó que efectuado un repaso del texto despachado por la Cámara de Diputados, consideraba pertinente realizar algunas observaciones a su respecto. 
 
En primer lugar, sostuvo que, considerando la relevancia de establecer cuotas obligatorias que incentiven la contratación de personas con discapacidad, es necesario implementar las condiciones que faciliten su contratación según su grado y tipo de discapacidad -incluyendo las mejoras en infraestructura que ello requiere-, habida cuenta de los efectos que ello produce en materia de inclusión y mejoramiento del ambiente laboral al interior de las empresas. 

 
Aseveró que, tal como han señalado diversos estudios, el sólo establecimiento de una cuota legal no resuelve las problemáticas derivadas de la insuficiente inclusión de dichos trabajadores al ámbito laboral.

 
En la misma línea, recalcó que deben especificarse los tipos de empresas y servicios que pueden contratar a personas con determinados grados de discapacidad, junto a las especialidades o rubros considerados dentro de dicha hipótesis.

 
Agregó que corresponde analizar la necesidad de especificar un procedimiento que permita que el empleador pueda excusarse de proceder a la contratación de dichos trabajadores -en cuyo caso debería implementar mecanismos de aporte sustitutivo para favorecer su inclusión-, y crear planes de capacitación para favorecer su permanencia y estabilidad en el empleo.

 
Por otra parte, aseguró que la inclusión de los trabajadores con discapacidad en el sector público se ve favorecida mediante las mesas de trabajo convocadas con la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, en que se acuerdan condiciones comunes de trabajo y buenas prácticas al interior de los órganos públicos. Asimismo, aseveró que opera un mecanismo de preferencia para personas en situación de discapacidad que hubieren obtenido igual puntaje en una postulación para ingresar a la administración pública.

COMENTARIOS
 
El Senador señor Letelier sostuvo que la iniciativa debe contemplar un mecanismo jurisdiccional para cautelar su eficacia, tal como ocurre con la acción de protección de garantías fundamentales que consagra el artículo 20 de la Constitución Política de la República, o el procedimiento de tutela laboral, que establecen el artículo 485 y siguientes del Código del Trabajo.

 
Asimismo, subrayó que las modificaciones legales que se promuevan en materia de inclusión de personas que padecen algún grado de discapacidad deben ir acompañadas de una reforma constitucional relativa a la garantía fundamental de igualdad ante la ley. 

 
También abogó por detallar los parámetros que deben orientar el tipo de discapacidad en relación a la naturaleza de las actividades que pueden realizar, tanto en el sector público –incluyendo a las municipalidades- y el sector privado.

 
En consecuencia, indicó que debe cautelarse un equilibrio entre la cuota legal que se propone para el sector público y privado, junto a un sistema de gradualidad en la vigencia de dicho régimen, especificando los tipos de calificación de discapacidad y de actividades que pueden desarrollarse en cada caso y las causales que puedan justificar la no aplicación de la cuota legal respectiva. Al mismo tiempo, abogó por implementar las medidas de capacitación que favorezcan la estabilidad laboral de los trabajadores en situación de discapacidad.

 
El Senador señor Allamand coincidió con la necesidad de regular dichas materias, considerando la relevancia de la iniciativa en materia de inclusión e igualdad, derechos estos últimos que, según lo informado a la Comisión, inciden en el mejoramiento de los índices de productividad y de clima laboral al interior de las empresas.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
-------

CONSTANCIA


La Secretaría de la Comisión deja constancia que la enmienda del numeral 1) del artículo 1°, despachada por la Cámara de Diputados con fecha 6 de septiembre de 2012, se efectuó a un inciso primero del artículo 4° de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, que posteriormente fue modificado por la ley N° 20.720, materia que será corregida formalmente en el segundo informe.


La ley N° 20.720 sustituye el régimen concursal por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios:


1) En el inciso primero del artículo 4°, intercálase entre la coma (,) que sigue a la palabra "trabajador" y la preposición "dentro", la frase "o por discriminación por causa de discapacidad, sea en sede judicial o administrativa, conforme a lo establecido en la ley Nº 20.422 e instrumentos internacionales ratificados por Chile,". 


2) En el artículo 6º, intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: 


"La Administración deberá preferir a los postulantes que sean empleadores de personas con discapacidad y, entre ellos, a los que otorguen mejores condiciones de empleo y remuneración a sus trabajadores con discapacidad. Asimismo, la Administración, al contratar, deberá contemplar en sus licitaciones la preferencia en la adjudicación de sus contratos a favor de empresas, públicas o privadas, que tengan en su plantilla de trabajadores un número de personas con discapacidad igual o superior al 2%, siempre que dichas propuestas igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista de los criterios objetivos que sirvan de base para la adjudicación, lo que se determinará en un reglamento, que deberá ser dictado por los Ministerios de Hacienda y de Desarrollo Social.".


3) En el artículo 10, intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


"Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los criterios de evaluación, la Administración deberá calificar la contratación de personas con discapacidad, condición que se acreditará mediante inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad.”.


Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 44 bis en la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad:


"Artículo 44 bis.- Toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2% de sus puestos de trabajo para trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean alguna discapacidad de acuerdo al artículo 5° de la presente ley. La infracción a esta norma acarreará las sanciones y multas señaladas en el artículo 506 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.”.”.

-------

Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 15 de octubre de de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), Senadora señora Carolina Goic Boroevic y Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 10 de diciembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel (Alfonso De Urresti Longton); en sesión de 7 de enero de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel y en sesión de 8 de abril de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández.

Sala de la Comisión, a 10 de abril de 2015.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO CON EL FIN DE PROHIBIR LA DISCRIMINACIÓN POR DISCAPACIDAD EN EL TRABAJO Y ESTABLECE CUOTA MÍNIMA OBLIGATORIA DE TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD EN MEDIANAS Y GRANDES EMPRESAS

(9.394-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic, Isabel Allende Bussi y Adriana Muñoz D´Albora.


Se deja constancia que los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Juan Pablo Letelier Morel manifestaron su adhesión a esta iniciativa, por lo que la Comisión acordó solicitar a la Sala que sean considerados como autores de la misma en conjunto con las señoras Senadoras ya señaladas.


Cabe hacer presente que no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión de Trabajo y Previsión Social lo discutió sólo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducir los perfeccionamientos que sean necesarios durante la discusión en particular.


Asistieron a la Comisión, además de sus miembros, el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), señor Mauro Tamayo Rozas, el Jefe del Área Derecho y Discapacidad de este Servicio, señor Christian Finterbusch Romero, la Jefa de Gabinete, señora Natalia Aliaga y la periodista señora Caty Newmanel; el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río Correa; la asesora y el abogado del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado y señor Héctor Valladares; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el Director y el asesor del Instituto Igualdad, señores Roberto Santa Cruz y Sebastián Divín. El asesor parlamentario de la Senadora Carolina Goic, señor Gerardo Bascuñán.
-------
OBJETIVOS DEL PROYECTO

 
Modificar el Código del Trabajo para incorporar la discapacidad como causal de discriminación en el empleo y la ocupación, quedando sujetos los actos discriminatorios al procedimiento de tutela laboral. Asimismo, se contempla establecer la obligación para las empresas que cuenten con más de cincuenta trabajadores de contratar un porcentaje de personas con discapacidad.
-------
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS




-La Constitución Política de la República, particularmente el numeral 2° de su artículo 19, que establece el derecho fundamental a la igualdad ante la ley.






-El Código del Trabajo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala que, desde la ratificación por parte de Chile de la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, en 2007, nuestro país ha asumido un nuevo paradigma que se centra en el respeto de los derechos de las personas con discapacidad y el fomento de su independencia y autonomía. Dicha Convención, sostiene la iniciativa, genera la obligación para los Estados que la suscriben de adecuar su legislación, debiendo eliminar las barreras que restringen la interacción de las personas con discapacidad con el entorno y su participación en la sociedad en igualdad de condiciones.
En ese contexto, señala la Moción, la principal consecuencia normativa derivada de la ratificación de dicho instrumento ha sido la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, de 2010. Dicho cuerpo legal, añade, aun cuando ha significado un gran avance en la formulación de políticas públicas, resulta ser insuficiente en la promoción de oportunidades de empleo para las personas con discapacidad.

En efecto, la iniciativa detalla que, según la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) del año 2011, un 6,3% la población en Chile tiene alguna discapacidad de larga duración, entre las cuales se encuentran personas con alguna dificultad física y/o de movilidad, mudez o dificultad en el habla, dificultad psiquiátrica, dificultad mental o intelectual, sordera o dificultad para oír aun usando audífonos y ceguera o dificultad para ver aun usando lentes.

De dicha población, agrega, un 78,1% se encuentra en condición de actividad laboral inactiva, mientras que solo un 20,1% desempeña labores remuneradamente, lo que resulta ser inferior, por ejemplo, al porcentaje de personas con discapacidad que se encuentran ocupadas en Perú, equivalente al 23,8%. La referida estadística, añade, resulta aún más alarmante en comparación a las tasas de ocupación de la mayoría de los países europeos, las cuales oscilan entre el 38% y el 62%.

En la misma línea, asevera que la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha señalado que las personas con discapacidad en edad de trabajar experimentan desventajas significativas en el mercado laboral y tienen peores oportunidades de empleo. Asimismo, afirma que la Organización Mundial de la Salud (OMS) ha señalado que una de las razones que explica los bajos índices de inserción laboral de personas con discapacidad radica en el concepto erróneo que tienen los empleadores de que las personas con discapacidad son menos productivas que sus homólogos no discapacitados o no pueden trabajar, aun cuando dicho segmento de la población presenta las mejores tasas de retención en el empleo.
Enseguida, añade que los Estados que han ratificado la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad (CIDPCD) han establecido cuotas obligatorias de empleados con discapacidad para el sector público y privado, o han implementado una preferencia en caso de igualdad de condiciones en los concursos que se realicen. La Moción describe que dicho sistema opera mediante el establecimiento de una cuota única –como en los casos de Argentina, Ecuador, Alemania y Austria-, o cuotas distintas para el sector público y privado -Perú, Brasil, España y Japón-.

En efecto, la expresión de motivos de la iniciativa afirma que nuestro país, mediante la referida ley N° 20.422, ha establecido que en los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público seleccionarán preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.
Con todo, sostiene que dicha disposición no ha sido suficiente para la promoción de oportunidades de empleo para personas con discapacidad, lo que genera la necesidad de establecer mecanismos de inserción laboral más efectivos, incluyendo al sector público, como lo constituyen los sistemas de cuota mínima obligatoria de contratación.

Agrega la Moción, que el establecimiento de un sistema de cuotas en medianas y grandes empresas constituye una medida de acción positiva que promueve en forma directa la inserción en el mercado laboral de personas con discapacidad, asegurando su inclusión en el trabajo y permitiendo su independencia económica.

DISCUSIÓN EN GENERAL 


El texto del proyecto de ley se compone de un artículo único que propone modificar el Código del Trabajo y en el numeral 1) incorpora la discapacidad como una de las causales que pueden generar actos discriminatorios, que alteren la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación. En el numeral 2) se establece la obligación, para las empresas que cuenten con más de cincuenta trabajadores, de contratar a personas con discapacidad en una proporción no inferior al 2% del total de quienes presten servicios en ella. Finalmente, la disposición transitoria contenida en el texto de la Moción establece la entrada en vigencia del artículo 2° bis, nuevo –que dispone la obligación precedentemente reseñada-

a partir del 1° de enero del año subsiguiente al de su publicación.

SESIÓN DE 15 DE OCTUBRE DE 2014


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión escuchó la opinión del Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), señor Mauro Tamayo Rozas, quien expresó que el contenido de la iniciativa guarda concordancia con los estándares contemplados en los tratados internacionales sobre derechos humanos que nuestro país ha ratificado. A su vez, añadió, busca hacer efectivo el principio de igualdad material con el objeto de acelerar la igualdad de facto para las personas en situación de discapacidad y materializar su inclusión en la sociedad.

A continuación, el Director de SENADIS, señor Mauro Tamayo, presentó las siguientes observaciones:

1) El número 1 del artículo único corresponde a la modificación del artículo 2° del Código del Trabajo, que en su inciso cuarto dispone las causales de discriminación en el empleo, la que no contempla la variable “discapacidad”, propuesta que agrega la iniciativa.
Opinión de SENADIS:
Se encuentra plenamente de acuerdo con el contenido de la moción antes indicada.
2) Artículo 2° bis “nuevo”

El texto de la Moción señala:
“2. Incorpórese el artículo 2° bis, nuevo:

"Art. 2° bis. Las empresas que cuenten con más de cincuenta trabajadores, deberán contratar a personas con discapacidad de carácter permanente en una proporción no inferior al 2%.
Para los efectos de este artículo, se entenderá como personas con discapacidad de carácter permanente aquellas que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad con dicha condición.
Para computar la proporción a que se refiere el inciso primero, se tomará en cuenta el número total de trabajadores que un empleador ocupe dentro del territorio nacional y no el de las distintas sucursales separadamente, cualquiera que sea la forma de contratación laboral que los vincule directamente.
Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 50 unidades tributarias mensuales por cada trabajador que el empleador, en conformidad  a esta norma, debía contratar.".”.
Opinión de SENADIS:
SENADIS posee las siguientes apreciaciones de fondo respecto del proyecto tal cual como se encuentra redactado:

a) Porcentaje de población en situación de discapacidad

SENADIS estima que el 2% de contratación de es bajo en consideración a la cantidad de personas en situación de discapacidad, que en Chile alcanza el 12,9 % de la población, por lo que el porcentaje podría ser de un 5%. 
b) Número de trabajadores por empresa.

SENADIS se encuentra de acuerdo con el número mínimo de trabajadores por empresa para la aplicación del porcentaje, esto es 50 trabajadores como mínimo. Sin perjuicio de lo anterior, estima que se debe tener en cuenta lo que podría suceder con aquellas empresas que contratan trabajadores por temporada, por ejemplo los trabajadores requeridos en épocas de cosechas o aquellos contratados por períodos altos de ventas, como los trabajadores del comercio en época de fin de año.
Con el objeto de no generar problemas ante esta situación, SENADIS es de la opinión de incluir en moción que los 50 trabajadores que deben trabajar en forma permanente en la empresa, no en trabajos ocasionales.

c) Trabajo ocasional.

Para los efectos de poder aplicar los criterios relativos al número mínimo de cincuenta trabajadores que trabajen en la empresa en un trabajo de forma permanente en contraposición con el trabajo ocasional o temporal, se deberá entender a éste como aquella relación laboral de corta duración para actividades excepcionales.

Es el caso de lo dispuesto en el artículo 93 y siguientes del Código del Trabajo que trata del trabajo agrícola o por temporada. El artículo 93 dispone que: “Para los efectos de este párrafo, se entiende por trabajadores agrícolas de temporada, todos aquellos que desempeñen faenas transitorias o de temporada en actividades de cultivo de la tierra, comerciales o industriales derivadas de la agricultura y en aserraderos y plantas de explotación de madera y otras afines.”.

d) Discapacidad con carácter de permanente.

Es un concepto que se encuentra superado, la ley N° 20.422 dispone que la discapacidad puede ser permanente o temporal. A su vez, el Reglamento del Registro de la Discapacidad del Servicio de Registro Civil e Identificación al efectuar la certificación de la discapacidad dispone que la inscripción de las personas en situación de discapacidad debe contener una serie de menciones, entre ellas la “temporalidad de la discapacidad y fecha de la próxima reevaluación”. 
Por consiguiente, SENADIS sugiere eliminar la palabra “permanente” en relación a la discapacidad y dejar sólo aquellas personas inscritas en el Registro de la Discapacidad del Servicio de Registro Civil.

e) Ajustes Razonables.

SENADIS estima que los cargos que se asignen a las personas en situación de discapacidad no deben impedir su desempeño, presentar obstáculos para su acceso al puesto de trabajo, ni exceder de la capacidad para desempeñarlo, lo que debería plasmarse en el texto de la disposición normativa a través de la realización por parte de las empresas de los ajustes razonables requeridos adaptando sus espacios físicos y planes y procedimientos a los efectos de posibilitar el trabajo de las aquellas con el máximo de sus potencialidades.

f) Obligación de capacitación a los trabajadores de la empresas

SENADIS estima que, para los efectos que se produzca una real inclusión de los trabajadores en situación de discapacidad en las empresas, deben existir capacitaciones permanentes a todos los trabajadores en los ámbitos de discapacidad, no discriminación y derechos humanos, lo que debería plasmarse en el texto de la disposición normativa.

g) Trabajo de calidad.

SENADIS estima que para los efectos de evitar que los trabajadores en situación de discapacidad terminen trabajando sólo en empleos menores o básicos, es que deberá reservarse un número de plazas laborales en todas las líneas, departamentos o áreas que componen la empresa, incluidos ejecutivos, ejecutivas, empleados, empleadas, obreros u obreras. 

h) Redacción alternativa propuesta por SENADIS al nuevo artículo 2° bis del Código del Trabajo. 

2. Incorpórese el artículo 2° bis, nuevo:
"Art. 2° bis. Las empresas que cuenten con más de cincuenta trabajadores, deberán contratar a personas en situación de discapacidad, que reúnan las condiciones de idoneidad para el cargo, en forma permanente en una proporción no inferior al cinco por ciento (5%) del total de trabajadores.
Para los efectos de este artículo, se entenderá como personas en situación de discapacidad aquellas que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.
Para computar la proporción a que se refiere el inciso primero, se tomará en cuenta el número total de trabajadores o trabajadoras que se encuentren trabajando para dicha empresa dentro del territorio nacional y no el de las distintas sucursales separadamente y que cumplan con un trabajo en forma permanente en ellas, cualquiera que sea la forma de contratación laboral que los vincule directamente. 
Para los efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo precedente se entenderá por trabajo permanente aquel distinto del trabajo ocasional o por temporada regulado en el Código del Trabajo.
Las empresas se encontrarán en la obligación de realizar los ajustes razonables en el lugar de trabajo.
Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 50 unidades tributarias mensuales por cada trabajador que el empleador, en conformidad  a esta norma, debía contratar.
Corresponderá a la Dirección del Trabajo velar por el fiel cumplimiento de la presente disposición normativa.”.

i) Propuesta de nuevo artículo 181 bis del Código del Trabajo.
En consideración a la importancia de generar una verdadera inclusión de los trabajadores en situación de discapacidad, SENADIS entiende la necesidad de efectuar capacitaciones a todos los trabajadores de las empresas, por lo que sugiere la incorporación al Código del Trabajo de un nuevo artículo en el Capítulo IV, que trata de la “Capacitación Ocupacional”, pudiendo encontrarse situado como un artículo 181 bis o donde la Comisión lo considere mayormente pertinente, del siguiente tenor:
“Las empresas se encuentran en la obligación de realizar capacitaciones periódicas a todos sus trabajadores respecto de los derechos de las personas en situación de discapacidad y del derecho antidiscriminación.”.

La Senadora señora Goic destacó que el proyecto de ley, al incluir la discapacidad dentro de las causales de actos discriminatorios, comprende una acción judicial para garantizar la eficacia de la inclusión laboral de las personas que padecen algún tipo de discapacidad. Asimismo, manifestó su conformidad con la necesidad de facilitar las medidas que debe implementar el empleador para favorecer la incorporación de dichos trabajadores. En la misma línea, reiteró que la iniciativa apunta a incorporar a la discapacidad como una de las causales que constituye un acto de discriminación, esto es, como una de aquellas conductas que genera una distinción, exclusión o preferencia, cuyo objeto consiste en anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación. De ese modo, enfatizó que se incorpora el conocimiento de dicha causal en el marco del procedimiento de tutela laboral que regulan los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.

La Senadora señora Muñoz coincidió con las consideraciones manifestadas por la Senadora señora Goic y estimó oportuno aprobar en general el proyecto, dado que agregar a la discapacidad entre las causales de actos de discriminación – actos que son contrarios a los principios de las leyes laborales- importa un gran paso en la tarea de poner fin a las diferencias arbitrarias que impiden el ingreso al mundo laboral de las personas en situación de discapacidad.
- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar en general el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:

1) Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación de la palabra "edad," el término “discapacidad,”.
2) Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:

"Artículo 2° bis.- Las empresas que cuenten con más de cincuenta trabajadores, deberán contratar a personas con discapacidad de carácter permanente en una proporción no inferior al 2%.

Se entenderá, para los efectos de este artículo, como personas con discapacidad de carácter permanente aquellas que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad con dicha condición.

Para computar la proporción a que se refiere el inciso primero, se tomará en cuenta el número total de trabajadores que un empleador ocupe dentro del territorio nacional y no el de las distintas sucursales separadamente, cualquiera que sea la forma de contratación laboral que los vincule directamente.

Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 50 unidades tributarias mensuales por cada trabajador que el empleador, en conformidad a esta norma, debía contratar.".


Artículo transitorio.- El artículo 2° bis que se introduce al Código del Trabajo por esta ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero del año subsiguiente a su publicación.”.
-------


Acordado en sesión celebrada el día 15 de octubre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), Senadora señora Carolina Goic Boroevic y Senadores señores Andrés Allamand Zavala, y Hernán Larraín Fernández y en sesión celebrada el día 8 de abril de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández.

Sala de la Comisión, a 10 de abril de 2015.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO PARA REGULAR LOS MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS Y EVITAR  LA INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

(9.914-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín, señora Carolina Goic Boroevic y señores Manuel José Ossandón Irarrázabal, Fulvio Rossi Ciocca y Andrés Zaldívar Larraín.


El proyecto no contiene normas que requieran un quórum especial de aprobación ni afecta a la organización o a las atribuciones de los tribunales de justicia.
La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.



A la sesión en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: El Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows Oyarzún; El Jefe de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, doctor Tito Pizarro Quevedo, y los asesores legislativos, doctores Enrique Accorsi Opazo y Rafael Méndez Mella.

De la Subsecretaría de Salud Pública: los asesores legislativos, señora Carolina Mora y señor Felipe Vargas.

De la Subsecretaría de Redes Asistenciales: La encargada de comunicaciones, señora Antonieta Caro.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: La coordinadora, señora Camila Sanhueza.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: El analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

Del Honorable Senador señor Chahuán: Los asesores, señora Marcela Aranda y señores Marcelo Sanhueza y Benjamín Lor.

Del Honorable Senador señor Girardi: El Jefe de Gabinete, señor Nicolás Fernández.

De la Honorable Senadora señora Goic: El asesor legislativo, señor Gerardo Bascuñán.

De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe: El Jefe de Gabinete, señor Juan Paulo Morales.

De la Fundación Jaime Guzmán: El Abogado, señor Máximo Pavez.

Del Instituto Igualdad: La asesora, señora Nicole Reyes.

De la Fundación Libertad y Desarrollo: La Abogada, señora Cristina Torres.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Al tenor de la moción que le da origen, esta iniciativa de ley persigue dos objetivos: 1) ajustar la legislación con miras a fomentar la disponibilidad y penetración en el mercado de los medicamentos genéricos bioequivalentes; para ello se incorpora la exigencia de que las recetas prescritas por los profesionales habilitados para ese efecto incluyan expresamente la denominación de los medicamentos que posean dicha calidad, y 2) prohibir la integración vertical entre laboratorios y farmacias.



El proyecto consta de un artículo único, conformado por cinco numerales.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· Código Sanitario, especialmente el artículo 101.

· Decreto N° 466, del Ministerio de Salud, de 1985, Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que da origen a esta iniciativa de ley señala que el renombrado caso “farmacias” evidenció no sólo la colusión en la que incurrieron las tres empresas controladoras del mercado farmacéutico -FASA (AHUMADA), CRUZ VERDE Y SALCOBRAND- en la fijación de precios de los medicamentos, sino que develó también una situación bastante más preocupante y sobre la cual ya existían serias advertencias, cual es, que los actores del mercado de medicamentos, esto es, farmacias, distribuidores, laboratorios, médicos y dependientes de las farmacias, participan de un industria que opera en condiciones que tienden a la colusión y al abuso de posición dominante en todos los niveles de la cadena productiva.

Esto no es una particularidad del modelo chileno, continúa la moción, toda vez que el mercado de medicamentos comparte una estructura similar a nivel mundial, en que la producción es realizada por grandes laboratorios trasnacionales que alcanzan enormes utilidades a nivel global, y en que el mecanismo de incentivo por prescripción es una práctica generalizada, lo que facilita la existencia de una demanda cautiva. Por otro lado, la distribución del mercado minorista se concentra en cadenas y goza de una alta predictibilidad de los patrones de demanda. De consiguiente, tanto en la Unión Europea como en Estados Unidos, el mercado farmacéutico es uno de los sectores más sensibles a conductas anticompetitivas.

Agregan los autores que si se entiende el concepto de libre competencia como la concurrencia libre en el mercado de ofertantes que producen bienes o servicios similares y, a su vez, de consumidores que toman decisiones libres sobre sus compras en el mercado, con información suficiente sobre las características de precio y calidad de los productos y sin que en estas decisiones intervengan fuerzas distintas a las del mercado mismo, resulta evidente que la industria farmacéutica presenta condiciones altamente vulnerables a las denominadas "imperfecciones de mercado".

Aseguran los autores de la moción que en Chile el flujo del mercado farmacéutico puede describirse en tres niveles:

a) Producción de medicamentos: a la fecha existen 29 laboratorios de producción de medicamentos, 5 laboratorios farmacéuticos acondicionadores y 219 empresas o personas con registro para importador medicamentos en Chile.

b) Distribución de medicamentos: ésta puede llevarse a cabo por distribuidores públicos o privados. El distribuidor público es la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de los Servicios de Salud, CENABAST; en el sector privado existen 169 droguerías al año 2012.

c) Dispensación de medicamentos: se divide en la dispensación otorgada  en hospitales y consultorios del sistema público, y la comercialización por parte de farmacias privadas.

Entonces, de conformidad con los estudios realizados, es posible caracterizar este mercado como uno en el cual existe un reducido número de competidores –laboratorios-, que poseen la mayoría de los registros farmacéuticos; tres cadenas de farmacias que concentran más del 90% de la comercialización privada de farmacéuticos, y en el cual se evidencia una integración vertical del proceso productivo de medicamentos, dado que los laboratorios fabrican los medicamentos que se venden luego en las cadenas, fijando el precio y las condiciones de compra y venta en el mercado. 
Agrega la iniciativa de ley que otras anomalías detectadas son una frecuente interacción entre competidores y una baja elasticidad del precio ante la variación de la demanda de medicamentos para cuya venta se requiere receta médica, lo cual facilita el aumento arbitrario de las utilidades.

En otro aspecto, los autores informan que en el año 2012 los medicamentos de venta directa representaron un 23,3% de los ingresos de las farmacias, mientras que los medicamentos expendidos con receta corresponden al 76,7% restante; que los productos de mayor participación en los ingresos de las tres principales cadenas farmacéuticas fueron los medicamentos similares con un 47%, los de marcas con un 41%, los de marcas propias con un 7% y los genéricos con un 5%; y que la mayor participación que ostentan los medicamentos de marca y similares se explica por su variedad y mayor precio unitario. 
En promedio, los medicamentos similares y de marca tuvieron un precio de $3.641 y $6.061, respectivamente, el año 2012, mientras que los medicamentos de marca propia tuvieron un precio promedio de $1.716 y los genéricos de $562.

Con relación a los ingresos por ventas, consigna la exposición de motivos, el mayor crecimiento en los últimos años se ha dado en los productos de marcas propias, con un 100% de aumento entre el 2008 y 2012, en tanto que el menor incremento en las utilidades acaece respecto de los productos genéricos. Si bien estos últimos han elevado su precio en un 40,5%, ha caído el número de unidades vendidas y su precio es significativamente inferior al de los otros tipos de fármacos, lo que explica el menor crecimiento y el reducido interés de las farmacias en la comercialización de estos productos.

Consigna la moción que la Fiscalía Nacional Económica ha sostenido que existen elementos estructurales en esta industria que hacen que la competencia en precios resulte desviada hacia variables que no benefician a los consumidores, como la promoción médica, la entrega de incentivos a las farmacias y la creación y proliferación de marcas. En un contexto caracterizado por fuertes asimetrías de información y problemas de agencia, dichas variables introducen distorsiones que afectan en forma considerable el proceso competitivo y perjudican, por tanto, a los consumidores. Es por ello que, en atención al objeto al cual están destinados los medicamentos, la Organización Mundial de la Salud ha postulado como directriz en esta materia que los gobiernos procuren un uso racional de los medicamentos, esto es, que "los pacientes reciban los fármacos apropiados para sus necesidades clínicas, con dosis ajustadas a su situación particular, durante un periodo adecuado de tiempo y al mínimo costo posible para ellos y para la comunidad", principio reconocido en el inciso segundo del artículo 129 del Código Sanitario
.

Es preciso comprender, afirman los autores,  que en esta materia las fallas del mercado de medicamentos imposibilitan a los pacientes, en la relación de intercambio, acceder a los fármacos genéricos bioequivalentes, que alcanzan un valor promedio tres veces menor que el de los de marca propia, situación que consideran alarmante, si se tiene en cuenta que en Chile los medicamentos representan el 55% del gasto total de bolsillo que deben desembolsar las familias en salud, perdiéndose de esa forma el acceso a otros bienes destinados a recuperar la salud perdida, prevenir enfermedades o atenuar sus síntomas.

En este contexto, el presente proyecto se fundamenta en la necesidad de proveer un marco regulatorio en materia de medicamentos que no analice esta industria únicamente bajo el prisma de la libre competencia, ya que ello invisibiliza el costo social aparejado a las prácticas no competitivas, que se traduce finalmente en una conculcación de derechos humanos fundamentales relacionados con la salud y, por lo tanto, con la vida de las personas. 

En definitiva, el proyecto de ley tiene como objetivo ajustar la legislación, con miras a fomentar la disponibilidad y la penetración en el mercado de los medicamentos genéricos bioequivalentes, mediante las siguientes acciones:

1. Proscribir la integración vertical como organización empresarial entre laboratorios y farmacias, puesto que incentiva que en dependencias farmacéuticas se ofrezcan “sobre el mesón” los medicamentos bioequivalentes de marca propia, cuyos costos son tres veces mayor que los denominados medicamentos genéricos bioequivalentes. 
Esta medida se justifica por el hecho de que las características del mercado nacional de medicamentos lo hacen particularmente vulnerable a que las estructuras organizadas verticalmente desarrollen prácticas anticompetitivas, lo cual se suma a la dificultad de fiscalizar la multiplicidad de formas en que los laboratorios pueden incentivar la dispensación de fármacos específicos por parte de las farmacias, especialmente cuando las principales cadenas se encuentran verticalmente integradas con determinados laboratorios o canalizan a través de ellos la producción de marcas propias. 

2. Establecer que en la obligación informativa que tienen los profesionales habilitados para prescribir recetas médicas, se incluya la denominación del medicamento genérico bioequivalente. 
Con ello, aseguran los parlamentarios promotores de la iniciativa, se disminuirán las barreras de información de los pacientes, entregándose aquella efectivamente necesaria para el acceso al menor costo posible a los medicamentos que requieren.

Otro ámbito que se aborda en la exposición de motivos del proyecto se encuentra ligado a la forma en que debe garantizarse el ejercicio del Derecho a la Salud, ya que, tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ello implica "el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos".

En ese escenario, concluyen los autores, para una adecuada protección del derecho a la salud en lo referido al mercado farmacéutico, resulta necesario que el Ejecutivo patrocine un proyecto de ley que propugne la radicación de las competencias para autorizar y fiscalizar los establecimientos relacionados con productos farmacéuticos en las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, por encontrarse asignadas a estos órganos la potestad fiscalizadora de las normas sanitarias, el deber de velar por el cumplimiento de las normas, planes, programas y políticas nacionales de salud fijados por la autoridad en las regiones y la prerrogativa de adoptar las medidas sanitarias que correspondan según su competencia. De esa forma, señalan los parlamentarios, se otorgará mayor coherencia y fortaleza institucional en el cumplimiento de las obligaciones relacionadas con el derecho a la salud.

Lo anterior, en consideración a que bajo un enfoque de derechos, importa distinguir y regular particularmente aquellos mercados que, bajo la estructura de un intercambio económico desregulado, pueden conculcar derechos humanos fundamentales, como lo es el de medicamentos en relación con la salud y la vida de las personas.

- - - - - 

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE LEY 


La iniciativa de ley se estructura en un artículo único, conformado por cinco numerales, que introducen diversas modificaciones al Código Sanitario.

El numeral 1.- consigna las siguientes enmiendas al artículo 101:

- En el inciso primero, sustituye la frase “el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación de fantasía, debiendo agregar, a modo de información, la denominación común internacional que autorizará su intercambio, en caso de existir medicamentos bioequivalentes certificados, en los términos del inciso siguiente.” por “el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional que autorizará su intercambio y su denominación de fantasía, debiendo agregar, en caso de existir, el medicamento genérico bioequivalente que autorizará su sustitución.”.

En el inciso segundo reemplaza la frase "el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito", por “el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará producto bioequivalente genérico del prescrito".

El artículo 101 del Código Sanitario, en sus dos primero incisos, contiene la definición de receta médica y los requisitos que deben cumplirse para su adecuada expedición, y las condiciones requeridas para que el químico farmacéutico practique el intercambio de los medicamentos prescritos en la receta.

- El numeral 2.- incorporar el siguiente inciso tercero al artículo 121:

“Ninguna farmacia o almacén farmacéutico podrá instalarse o funcionar sin que previamente se le haya otorgado la correspondiente concesión de servicio público. Las condiciones y requisitos de estas concesiones serán objeto de un reglamento dictado por el Ministerio de Salud.”.

El artículo 121 del Código Sanitario se encarga de la regulación de los establecimientos del área de la salud, que corresponden a aquellas entidades públicas o privadas que realizan o contribuyen a la ejecución de acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas enfermas.

- El numeral 3.- agrega el siguiente artículo 128 bis, nuevo:

"La propiedad y administración de un laboratorio farmacéutico será incompatible con la de una farmacia, almacén farmacéutico o droguería.

Esta incompatibilidad es extensiva a las sociedades y personas relacionadas o coligadas con las que pudieren estar en cuestión.

Sin perjuicio de las sanciones establecidas en la presente ley, la infracción a la presente disposición traerá aparejada la cancelación de la autorización sanitaria para operar.

No existirá incompatibilidad en la elaboración de los preparados farmacéuticos que pueden realizar las farmacias conforme a lo establecido en los incisos quinto y sexto del artículo 127.".

- El numeral 4.- sustituye en el inciso primero del  artículo 129B la palabra "podrán" por "deberán". 

Dicha modificación tiene como finalidad hacer imperativa la disposición en farmacias y almacenes farmacéuticos de repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos que permitan el acceso directo del público a medicamentos de venta directa.

- El numeral 5.- reemplaza el Artículo 129 E por el siguiente:

 "La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en Libro 4° se hará efectiva procedimentalmente de conformidad al Libro Décimo. En el caso de establecerse infracción a estas normas por parte de establecimientos de producción o dispensa de productos farmacéuticos la sanción aparejada será el de clausura del establecimiento".”.

El artículo 129 E dispone que la responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en esta ley se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo, esto es, mediante la instrucción de un sumario sanitario.
- - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL


El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que la ley N° 20.724
, que entró en vigor a comienzos del año recién pasado, modernizó la institucionalidad relativa a las farmacias y los medicamentos, en respuesta al abuso que cometieron por largo tiempo las cadenas farmacéuticas, situación que se ha radicado en sede jurisdiccional, a raíz de una querella incoada a iniciativa de Su Señoría. Dichas conductas, en su opinión, coartan el acceso a la salud de las personas y constituyen un atentado a los derechos humanos fundamentales. En efecto, consignó, las empresas del rubro se coludían con el objetivo de incrementar los precios de los fármacos, lo que se facilitaba, además, por el hecho de que el sector farmacéutico presenta una conformación oligopólica, toda vez que las tres mayores cadenas de farmacias poseen una participación cercana al 90% en dicho mercado.


Por otra parte, la ley a que se ha hecho referencia tenía también como finalidad impedir la entrega de incentivos –denominados “canela”- a los dependientes de las farmacias, derivados de la venta de marcas de medicamentos previamente determinadas, particularmente las propias. Sin embargo, a pesar del avance promovido por la legislación, las entidades farmacéuticas aún no cumplen su rol de prestadores de salud y han continuado realizando el reemplazo de fármacos en el punto de venta, dado que los contratos colectivos de sus trabajadores aún no han incorporado las nuevas reglas impuestas por la ley.


Asimismo, al haberse dispuesto que la sustitución de remedios sólo podía efectuarse por aquellos que tenían el carácter de bioequivalentes, se ha detectado que en la actualidad solamente se realizan estudios que otorgan dicha certificación a medicamentos genéricos de ciertas marcas de alto costo que, generalmente, corresponden a productos propios de las mismas farmacias o de aquellos laboratorios con los que aquéllas tienen convenios. Con ello, puntualizó, se pretende destruir la institución de los remedios genéricos propiamente tales, que en el pasado se transformaron en un instrumento relevante de salud pública, pero que son cada vez más difíciles de adquirir. 


En virtud de las consideraciones antes expuestas, la moción en debate propone que sólo se podrá sustituir un medicamento recetado por otro que tenga las calidades de bioequivalente y genérico, debido a que el objetivo de ese cambio es que el paciente acceda a un fármaco de menor valor y de eficacia similar.


El segundo objetivo de la iniciativa de ley, destacó, es poner término a la integración vertical que hoy se presenta entre laboratorios y farmacias.


A modo de sustento de la propuesta antes referida, indicó que en muchos países las farmacias toman la forma de un servicio público al que pueden acceder los privados mediante un procedimiento licitatorio y con regulaciones estrictas en materia de precios. Lo anterior, a diferencia del sistema nacional, cuya libertad absoluta ha derivado en la concentración del mercado en sólo tres grandes cadenas, las que, además, participan de la propiedad de laboratorios dedicados a la producción de fármacos.


Así las cosas, Su Señoría adujo que mientras se mantenga la posibilidad de que las empresas farmacéuticas produzcan marcas propias, se fomentará el incentivo para que las vendan a través de su canal de distribución, prefiriendo su expendio por sobre el de otros medicamentos de tipo genérico.  Igual anomalía se presentaría si, por ejemplo, se permitiese que los médicos pudieran ser dueños de farmacias, situaciones que, en su opinión, atentan contra la salud pública y la libre competencia.


Luego, requirió el patrocinio del Ejecutivo en lo concerniente a la fiscalización del sector farmacéutico, la que consideró inexistente en la práctica hoy en día, por cuanto el órgano que detenta esa función es el Instituto de Salud Pública, entidad eminentemente técnica que, además, posee una exigua cantidad de funcionarios para cumplir esa tarea y cuenta con instalaciones únicamente en la ciudad de Santiago.


Entonces, las atribuciones en materia de fiscalización debiesen recaer, a su juicio, en organismos que cuenten con experiencia, capacidad y medios materiales y humanos apropiados para realizar dicha labor, esto es, en las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud.


Otro punto que toca la moción y que debe ser subsanado, añadió, es el precepto de la ley N° 20.724
 que hace facultativa la disposición en góndolas de medicamentos que no requieren la presentación de una receta médica para su expendio. En su parecer, esa situación debería transformarse en una exigencia para las farmacias, con el fin de aumentar la posibilidad de que los consumidores elijan los productos que necesitan.


Al concluir su intervención, hizo notar que en conversaciones mantenidas con autoridades del Ministerio de Salud, se ha tratado otras materias que podrían ser incorporadas como indicaciones al proyecto de ley en el trámite de discusión en particular, con la finalidad de perfeccionar de forma integral la reglamentación del sector farmacéutico.   


A su turno, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe concordó en que en el país se presenta una situación escandalosa en materia de precios de los medicamentos, los que consideró extremadamente caros e inalcanzables para un importante sector de la población.


Sin perjuicio de lo precedentemente expuesto, llamó a actuar con prudencia en este ámbito, toda vez que de exigir que la sustitución se efectúe solamente por un fármaco genérico, que corresponden precisamente al grupo sobre el cual no se están realizando análisis de bioequivalencia, se limitará sobremanera las opciones a las que puede acceder el paciente. De consiguiente, si bien estimó relevante el fomento de la utilización de medicamentos genéricos de probada equivalencia terapéutica, también consideró fundamental garantizar la existencia de una amplia gama de alternativas a disposición de los usuarios. 


Otro asunto que le mereció reparos es el propuesto en el numeral 2 del artículo único del proyecto de ley, que  consigna que ninguna farmacia  podrá funcionar sin que previamente se le otorgue la correspondiente concesión de servicio público, puesto que, no obstante  estar de acuerdo en que el modelo que ha adoptado el sector farmacéutico en el país posee caracteres únicos, hizo presente que una norma tan radical como la propuesta podría afectar el buen funcionamiento de los establecimientos que ya se encuentran instalados, sobre todo los de menor tamaño y los situados en puntos alejados. En consecuencia, de aprobarse esa disposición, sostuvo que necesariamente debería realizarse mediante un proceso paulatino que permita que las empresas se adecúen a la nueva regulación. 


En seguida, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Rossi, quien manifestó que en la última modificación legal en esta materia se estableció que sería obligación del profesional que prescriba una receta consignar el medicamento según su denominación común internacional, además de su nombre de fantasía. Ello inició un arduo debate en cuanto a la eficacia clínica que poseían los fármacos genéricos, lo que se zanjó al agregar el requisito de que además debían tener el carácter de bioequivalentes.


Sin embargo, en la práctica, los medicamentos que las farmacias ofrecen a los pacientes para el intercambio corresponden a genéricos de ciertas marcas, lo que no contribuye a disminuir el excesivo “gasto de bolsillo” que las personas deben asumir para adquirir los remedios que requieren.  


Aunque concedió que probablemente será necesario perfeccionar durante el segundo trámite reglamentario la redacción de algunas de las normas puestas en debate, Su Señoría recalcó la necesidad de garantizar el acceso a la salud a un bajo costo. En la misma línea, apuntó, se dirigen los preceptos destinados a evitar la integración vertical en la propiedad de laboratorios y farmacias.


En último término, coincidió en la necesidad de imponer como una exigencia el hecho de que las farmacias dispongan en góndolas los medicamentos que no requieren de receta médica para su expendio.


Por su parte, el Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows, afirmó que los temas abordados por la iniciativa en debate son considerados de suma importancia en la repartición a su cargo y, en ese contexto, dio cuenta de la preparación de un proyecto de ley en un sentido similar y cuyas ideas podrían plasmarse en la presente moción mediante la formulación de las indicaciones correspondientes.


Aunque manifestó estar de acuerdo con la generalidad de los aspectos planteados en la iniciativa parlamentaria, anunció un análisis detallado de la moción, a modo de afinar algunas de sus disposiciones, como aquella relativa a la forma en que deberán prescribirse los medicamentos, con el fin de priorizar el consumo de genéricos bioequivalentes mediante su adecuada disponibilidad en las farmacias y no sólo mediante la exigencia de que el intercambio se lleve a cabo por remedios de esa categorización.


Ahondando en los puntos en que concordó con la propuesta legislativa, hizo mención a la proscripción de la integración vertical entre farmacias y laboratorios y el traspaso de las facultades fiscalizadoras desde el Instituto de Salud Pública a la autoridad sanitaria.


Asimismo, al referirse a la venta de medicamentos en góndolas, previno que, sin perjuicio de que se intentará mejorar la redacción de la norma que rige esa materia, se precaverá que ello no afecte a las farmacias independientes, que generalmente corresponden a aquellas de menor tamaño y a las que se sitúan en puntos alejados de los centros urbanos de mayor población, y que claramente tendrían serias dificultades para implementar una exigencia como la ya explicitada.

 
En definitiva, anunció que se explorará un camino intermedio que permita, por un lado, aumentar el acceso de los pacientes a fármacos que no requieren de receta médica para su expendio y, por otro, no interferir con el buen funcionamiento de los locales farmacéuticos de menor entidad.


Otro aspecto que abordará la iniciativa del Ejecutivo es lo tocante a la proscripción de los incentivos o “canela” que se entrega a los trabajadores por la venta de ciertas marcas de medicamentos previamente determinadas, ya que, si bien para las autoridades de Salud el alcance de dicha prohibición es claro, para otras instituciones públicas no lo ha sido. En consecuencia, se precisará el texto de la disposición respectiva, a fin de ratificar su real sentido.


De la misma manera, la autoridad de Gobierno aseguró que se adoptarán medidas para aumentar las capacidades de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, CENABAST, a efectos de que pueda vender medicamentos a las farmacias privadas, con el objetivo de presionar a la baja los precios, medida que beneficiará especialmente a aquellos locales farmacéuticos de menor tamaño.


Finalmente, el personero anunció también una mayor regulación de los dispositivos de uso médico, dado que en la actualidad los instrumentos legales y reglamentarios con que cuentan las autoridades para fiscalizar y exigir ciertos estándares técnicos a su respecto son escasos. En efecto, precisó que los únicos dispositivos sobre los cuales el Instituto de Salud Pública tiene control son los guantes, los condones, las agujas hipodérmicas y las jeringas.  


Al culminar el debate en general de la iniciativa, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo presente su posición contraria a la integración vertical de empresas en los distintos ámbitos del mercado, debido a que, en general, tiende a aumentar los costos que deben pagar los consumidores finales por los servicios prestados, no obstante lo cual acotó que esa situación está amparada por la normativa legal correspondiente. De conformidad con lo expuesto, sugirió hacer un análisis constitucional al respecto, con la finalidad de aclarar si la prohibición pudiera contrariar las reglas establecidas en la Carta Fundamental. 


- Sometido a votación en general el proyecto de ley, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto, cuya aprobación general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo Único: Refórmase el Código Sanitario en la siguiente forma:

1.- Modifícase los incisos primero y segundo del artículo 101 en lo siguiente:

En el inciso primero reemplazar la frase “el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación de fantasía, debiendo agregar, a modo de información, la denominación común internacional que autorizará su intercambio, en caso de existir medicamentos bioequivalentes certificados, en los términos del inciso siguiente." por la siguiente: “el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional que autorizará su intercambio y su denominación de fantasía, debiendo agregar, en caso de existir, el medicamento genérico bioequivalente que autorizará su sustitución".

En el inciso segundo sustituir la frase "el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito", por la siguiente: “el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará producto bioequivalente genérico del prescrito".

2.- Incorpórase el siguiente inciso tercero al artículo 121:

“Ninguna farmacia o almacén farmacéutico podrá instalarse o funcionar sin que previamente se le haya otorgado la correspondiente concesión de servicio público. Las condiciones y requisitos de estas concesiones serán objeto de un reglamento dictado por el Ministerio de Salud.”.
3.- Agrégase el siguiente artículo 128 bis:

"Artículo 128 bis.- La propiedad y administración de un laboratorio farmacéutico será incompatible con la de una farmacia, almacén farmacéutico o droguería.

Esta incompatibilidad es extensiva a las sociedades y personas relacionadas o coligadas con las que pudieren estar en cuestión.

Sin perjuicio de las sanciones establecidas en la presente ley, la infracción a la presente disposición traerá aparejada la cancelación de la autorización sanitaria para operar.

No existirá incompatibilidad en la elaboración de los preparados farmacéuticos que pueden realizar las farmacias conforme a lo establecido en los incisos quinto y sexto del artículo 127.".
4-. En la frase "Los medicamentos de venta directa podrán estar disponibles en farmacias y almacenes farmacéuticos en repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público", del inciso primero del artículo 129 B, reemplázase la palabra "podrán" por "deberán".

5-. Reemplázase el Artículo 129 E del Código Sanitario por el siguiente "Artículo 129 E.- La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en Libro Cuarto se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo. En el caso de establecerse infracción a estas normas por parte de establecimientos de producción o dispensa de productos farmacéuticos la sanción aparejada será la clausura del establecimiento".”.
- - - - - - -


Acordado en sesión de fecha 7 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Guido Girardi Lavín y Francisco Chahuán Chahuán.


Valparaíso, 8 de abril de 2015.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE BANCOS PARA OBLIGAR A ESTOS A CAMBIAR BILLETES DE ALTA DENOMINACIÓN POR BILLETES O MONEDAS DE MENOR VALOR

(9.979-05)

El mercado es una mediación que tiene la sociedad para satisfacer sus necesidades. En esa línea, primero, no es ni puede ser un fin en sí mismo y segundo, debe estar - como la racionalidad más básica lo indica - regulado para facilitar su función mediadora. En igual sentido, el mercado es una mediación necesaria, pues a partir de la división social del trabajo se sigue la imposibilidad para un individuo de producir todos los valores de uso que requiere para reproducir su vida (material y espiritual), debiendo apoyarse los unos con los otros, tanto en las labores de producción, como en las de circulación.
Sin duda el mercado, como proceso global de circulación de mercancías, está compuesto por diferentes instancias, cada una con sus particularidades y necesidades de regulación específicas, pero es la instancia de intercambio mercantil "minorista" la que convoca a este proyecto, pues es en ella donde, en última instancia, los ciudadanos particulares y sus familias, tienen acceso a la posibilidad de satisfacer sus necesidades. Es decir, es el intercambio mercantil "minorista" la instancia que realiza la racionalidad concreta de toda economía.
Resulta pues, que el intercambio mercantil "minorista" como mediación está mediado por el dinero; por un equivalente general que en un momento dado, es capaz de expresar todos los valores de cambio existentes en una sociedad. De ahí que para que el intercambio mercantil "minorista" pueda realizarse de manera ágil, en una sociedad de desarrollada división del trabajo, es que se establece como condición la posesión de dinero para el intercambio. La relación de intercambio mercantil "minorista" - como bien es sabido - es, como mínimo, una relación entre dos partes: una parte que compra (que entrega dinero) y otra que vende (que entrega una mercancía), intercambiando valores que tienden a la equivalencia.
De lo anterior se sigue qué el Estado chileno, que tiene como compromiso primero "promover el bien común (y) (...) crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible"1, deba resguardar las condiciones de posibilidad del intercambio mercantil "minorista", para que este se desarrolle de la manera más eficaz posible. Vale decir: Estado chileno debe resguardar el libre acceso a las condiciones de posibilidad de satisfacción de las necesidades de sus ciudadanos particulares. Lo cual implica, entre otras cosas, el propender a asegurar el acceso a la utilización del dinero justamente ganado por cada persona.
Por otra parte, pero complementario al argumento general, el propender a asegurar el acceso a la "utilización" del dinero justamente ganado, implica no solo garantizar el acceso a las sumas totales del dinero ganada en el trabajo, sino el acceso al mismo en los montos y expresiones que lo vuelvan operativo en el intercambio mercantil "minorista". Es por ello que el Estado debe propender mediante sus instituciones financieras, ya sean de carácter público o privado, no solo al acceso a dinero en efectivo (como de hecho lo hace al cambiar cheques y permitir el retiro de dinero efectivo desde cuentas corrientes, de ahorro, etc.), sino al acceso al mismo en cantidades manipulables y directamente intercambiables en el proceso de intercambio mercantil "minorista", en términos formales y también reales.
A la luz de lo expuesto, y considerando que de hecho, gran parte del comercio minorista vende productos de valor inferior al valor de muchas de las expresiones concretas de la unidad monetaria circulante (un producto de $500, tiene un valor considerablemente menor, en términos minoristas, al valor contenido en un billete de $10.000) y que muchas veces el comerciante "minorista" no cuenta con las expresiones concretas de dicha unidad ya sea en términos cuantitativos o cualitativos, que le permitan devolver la diferencia a la parte compradora (sencillo y vuelto), lo que imposibilita la realización del intercambio mercantil "minorista" o hace necesario establecer a un tercero mediador; en rigor externo a la relación mercantil "minorista", como es el caso de las tarjetas de crédito o débito, que además lucran por cada transacción. Es que es necesario establecer la obligatoriedad para los bancos, que a tiendan a personas naturales en el territorio nacional, de cambiar en términos de equivalencia expresiones de alto valor monetario por expresiones más sencillas de dicho valor.
POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUEINTE:
PROYECTO DE LEY
Créese el siguiente nuevo artículo 70 en el título VIII del DFL 3 de 1997 del Ministerio de Hacienda "Ley General de Bancos", pasando el presente artículo 70 a ser el artículo 71 y repitiéndose idéntica operación con todos los artículos que le siguen:
Los bancos tendrán el deber, para con todas las personas naturales que lo soliciten, de cambiar billetes no menores a $10.000 y por un monto de hasta $40.000, por su equivalente en billetes y/o monedas de menor valor.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
1Artículo primero de la Constitución Política  de la República de Chile. Disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=242302
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y GOIC Y SEÑORES ARAYA, DE URRESTI Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL CON EL FIN DE AUMENTAR LAS PENAS A LOS DELITOS DE COHECHO, SOBORNO Y TRÁFICO DE INFLUENCIAS

(9.977-07)

ANTECEDENTES

1. De acuerdo a Transparency International nuestro país se encuentra, junto a Uruguay, en el lugar 21°(1) (de un total de 175 países) del ranking sobre percepción de corrupción del año 2014. Ocupando el primer lugar en Latinoamérica pero retrocediendo uno respecto de 2012, esto sin perjuicio de mantenerse dentro de las naciones menos corruptas de la región y del planeta; le siguen Puerto Rico (31°), Costa Rica (54°), Cuba (63°) y Brasil (69°). Lo anterior no es sino resultado de las políticas anticorrupción implementadas por el Estado de Chile y particularmente al desarrollo, desde hace algunos años, de un proceso de fortalecimiento y consolidación de la probidad y transparencia de los actos de la Administración, como una de las bases para el más eficiente funcionamiento de la misma.

2. En el ámbito legislativo esto se ha manifestado, por ejemplo, en la incorporación en nuestra Carta Fundamental -con motivo del proceso de reforma constitucional de 2005- de un nuevo artículo 8° que dispone que el ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones y en la dictación de la ley 20.285 del año 2008 sobre acceso a la Información Pública que, a su vez, creó el Consejo para la Transparencia, organismo público autónomo, encargado de promover la transparencia en el sector público, fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información y garantizar el derecho de acceso a la información a las personas. En el ámbito internacional Chile ha suscrito la Convención para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, una iniciativa de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que busca prevenir estas prácticas entregando a los Estados recomendaciones para que tipifiquen correctamente este delito en su ordenamiento jurídico.

3. Los esfuerzos anteriores, tuvieron como antecedentes aquellos hechos que afectaron gravemente la imagen dé la función pública, así por ejemplo los casos Chispas (1997), MOP-Gate y los sobresueldos (2000); Inverlink (2002, 2003); y la intervención del ex Presidente Sebastián Piñera en la compra de acciones LAN en Septiembre del 2009, entre otros.

4. Como se puede apreciar, todos los casos anteriores tuvieron como figuras comunes los delitos de cohecho, soborno y tráfico de influencias. El cohecho se ha definido como "la conducta activa o pasiva de un funcionario público destinada a recibir una retribución no debida en el ejercicio de su cargo, así como la conducta activa o pasiva de un particular destinada a dar a un funcionario público una retribución no debida en el ejercicio del cargo de éste"; el soborno, por su parte, es aquel "delito que comete un particular que le ofrece o consiente dar a un empleado público un beneficio económico indebido para que éste ejecute un acto de su cargo, lo omito, infrinja sus deberes, ejerza influencia o cometa un delito funcionario", y el tráfico de influencias que consiste en una "actividad de intercambio entre dos partes, cada una de las cuales resulta beneficiada directa o indirectamente. El objeto central de este intercambio es una influencia, esto es, la posición de predominio o posición favorable que tiene una persona en relación con determinados centros de decisión, que es ejercida para incidir en el proceso motivador que conduce a un funcionario a adoptar una decisión". Estos tres ilícitos están regulados entre los artículos 248 y 251 ter del Código Penal y se agrupan entre aquellos delitos contra la función pública.
5. Una de las principales críticas a esta regulación es su baja penalidad lo que ha implicado que en numerosos casos de corrupción los condenados no sean sometidos a sanciones proporcionales al daño causado a la imagen de la función pública y al  fraude cometido en desmedro de las arcas fiscales.
Por consiguiente, vengo en presentar y en proponer a ustedes un proyecto de ley, que contempla una serie de modificaciones legales en la línea de endurecer y hacer efectivas las penas en esta clase de delitos:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO: Modifíquense los siguientes artículos, correspondientes al párrafo 9 del Código Penal, que a continuación se señalan:
a) reemplácese en el artículo 248° del Código Penal la expresión: "mínimo", por la expresión: "medio"
b) reemplácese en el artículo 248° bis del Código Penal la expresión: "medio", por la expresión: "máximo" 

c) reemplácese en el artículo 249° inciso segundo del Código Penal la expresión:

"medio", por la expresión: "máximo"
d) reemplácese en el artículo 250° inciso segundo del Código Penal la expresión:

"mínimo", por la expresión: "medio".
En el inciso segundo sustitúyase la expresión: "medio" por la expresión: 
"máximo"; y la frase: "mínimo a medio", por la frase: "medio a máximo".
Luego, en el: inciso tercero sustitúyase la expresión: "medio" por la expresión:

"máximo"; y la frase: "mínimo a medio" por la frase: "medio a máximo"
ARTICULO SEGUNDO: Agréguese el siguiente artículo 259 bis:

"Art.259 bis- Tráfico de influencias. El que ejerciere una influencia indebida sobre un funcionario público para que éste ejecute u omita una acción en el desempeño de  su función o cargo, de modo favorable al interés del hechor o de un tercero; será sancionado con presidio menor en su grado medio.

Si quien ejerciere influencia fuere una autoridad o funcionario público, la pena será de presidio menor en su grado máximo.

Si se obtuviere el beneficio perseguido, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo".

ARTÍCULO TERCERO.- Agréguense los siguientes artículos 260 bis y artículo 260 ter nuevos, al Código Penal: 

"Art 260 bis: Para determinar la pena de los delitos comprendidos en el Título V del libro II, no se considerará lo establecido en los artículos 65 a 69 del presente Código   se aplicarán las reglas que a continuación se señalan:

1a. Dentro del límite del grado o de los grados señalados por la ley al delito, el tribunal determinará la cuantía de la pena en atención al número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes concurrentes, así como la mayor o menor extensión del mal causado, fundamentándolo en su sentencia.
2a. Sin embargo, tratándose de condenados reincidentes, en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la pena conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, dentro del grado inmediatamente superior al señalado por la ley, tratándose de simples delitos. Tratándose de condenados reincidentes de crímenes, se deberá excluir el grado mínimo de la pena si esta es compuesta o la mitad inferior si consta de un solo grado.
3a. Sólo en los casos que el imputado acepte los hechos y su participación en el juicio oral, los hechos y los antecedentes de la investigación en que se fundaren en un procedimiento abreviado o admitiere su responsabilidad en los hechos contenidos en el requerimiento en un procedimiento simplificado, según sea el caso, la pena se rebajará hasta el tramo comprendido en la mitad superior del grado inferior al mínimo de los señalados por la ley. Esta rebaja se aplicará después de efectuados los aumentos que establece el número anterior y las restantes disposiciones legales que fueren aplicables.
4a. En el caso de condenados por los delitos señalados en el inciso primero, que merezcan pena de crimen y que hayan sido condenados a una pena sustitutiva, la ejecución de esta quedará en suspenso por un año, tiempo durante el cual el condenado deberá cumplir en forma efectiva la pena privativa de libertad a la que había sido condenado originalmente.
Art. 260 ter: Se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo cuando la cuantía del beneficio obtenido exceda de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a menos que el hecho constituya un crimen, caso en el que se impondrá la pena prevista para cada delito, con exclusión de su grado mínimo"."

(1) Corruption Perceptions lndex Disponible en:  http://transparency.org/country#CHL.DataResearch
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GUILLIER Y QUINTEROS, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE LIMITA LA REELECCIÓN DE AUTORIDADES QUE SEÑALA, ESTABLECE ELECCIONES COMPLEMENTARIAS, AMPLÍA CAUSALES DE CESACIÓN Y RENUNCIA DE LOS CARGOS PARLAMENTARIOS Y ELIMINA EL FUERO PROCESAL DE DIPUTADOS Y SENADORES
(9.978-07)
Exposición de motivos
I. Crisis que afecta al sistema político-institucional

Es indudable que nuestro país atraviesa por una severa crisis de confianza y credibilidad en algunas de sus instituciones políticas. Esto ha motivado un cuestionamiento no sólo hacia los comportamientos de algunas autoridades, sino también una revisión del sistema jurídico-político en su conjunto, con sus valores, normas e instituciones.

En consecuencia, la respuesta a esta crisis de confianza debe ser en términos integrales. No basta con que los tribunales de justicia sancionen tal o cual comportamiento de un parlamentario reñido con la legalidad, sino que es necesario, además, un cambio de actitud o temperatura moral de los servidores públicos. Esto es tan necesario cuanto más comprendamos que ningún cambio estructural, por sí solo, garantizará que quienes ostenten puestos de influencia actúen con sentido ético y valores coherentes con el compromiso comunitario.

Pero el cambio personal o en las actitudes individuales no es suficiente. Se requiere también un ajuste institucional de magnitud, capaz de dar algunas garantías de que los vicios hasta ahora cometidos no seguirán ocurriendo bajo un aparente velo de impunidad o encuadre al límite de la juridicidad. Para ello hay que dar muestras elocuentes de que los cambios profundos y estructurales posibilitan en gran medida la renovación de los hábitos, prácticas y mentalidades de nuestra clase política.

Las transformaciones que permitan retornarle el valor y el prestigio a la labor política, y desde luego parlamentaria, pasan por reformas constitucionales y ciertamente legales. El presente proyecto de reforma tiene por objeto hacerse cargo de algunas mejoras urgentes al texto constitucional que nos rige. Tales son, de esta forma, el poner límite a la reelección indefinida de los diputados, senadores, alcaldes, concejales y consejeros regionales; establecer un mecanismo de elecciones complementarias en caso de vacancia, para que sea la ciudadanía quien manifieste su voluntad sobre el nuevo reemplazante; subir el estándar para el ejercicio de las funciones parlamentarias, de tal modo que también la comisión de un delito castigado con 61 o más días de privación de libertad genere la cesación en el cargo del diputado o senador involucrado; consagrar la posibilidad de renuncia de un parlamentario por motivos políticos o personales, distintos a la enfermedad grave; y eliminar el histórico privilegio denominado fuero parlamentario.

II. La necesidad de reformas constitucionales robustas
1. Fin a la reelección indefinida de diputados, senadores, concejales, alcaldes y consejeros regionales
La Constitución no señala límites para que diputados, senadores, concejales, alcaldes y consejeros regionales puedan reelegirse en sus cargos. Esto ha generado que algunas altas autoridades de elección popular permanezcan grandes períodos de tiempo como tales, lo que no se debe necesariamente a una destacada labor de representación. Antes bien, es debido a que su calidad de incumbentes les otorga un grado de conocimiento y visibilidad popular mayor que la que pueden tener otros candidatos más novatos, por lo que se transforman en competidores con un triunfo casi seguro.

Entre los argumentos a favor de la reelección de diputados y senadores se encuentra el que ellos representan, en virtud de su experiencia legislativa, un aporte sustantivo al proceso de generar leyes. Ciertamente esto queda muchas veces fuera de discusión. Lo discutible, en cambio, es el período por el que ellos están en ese cargo. Por eso, parece un tiempo más que suficiente el que los diputados puedan ser reelegidos hasta por dos períodos consecutivos, lo que equivale a 12 años en su cargo. A su vez, que los senadores lo hagan hasta por un período, lo que equivale 16 años en el puesto. 

Un razonamiento parecido cabe aplicar a concejales, alcaldes y consejeros regionales, donde lo problemático no es su expertise técnica que adquieren en el ejercicio del cargo, sino la ausencia de límites a los períodos en que pueden desempeñarse en ese escaño. Pues esto los transforma en autoridades cuasi vitalicias, lo que conspira directamente contra el principio de la participación. Por eso parece razonable establecer como límite a la reelección un número de dos períodos para concejales, dos períodos para alcalde y dos períodos para los consejeros regionales. 

Con esta modificación se permite que nuevos liderazgos y nuevas miradas a los problemas comunes puedan llegar al Congreso, a las Municipalidades y a los Consejos Regionales, lo que profundiza nuestra comprensión de la participación cívica. Pero posibilita, además, el necesario traspaso de sabiduría y praxis desde los más experimentados hacia las nuevas generaciones de servidores públicos, lo que beneficia al sistema político en su conjunto.

Por esta razón, se propone modificar el artículo 51 del texto constitucional, en su inciso segundo, para reemplazar el precepto existente por otro que señale que los parlamentarios no podrán ser reelegidos en sus cargos sino hasta por dos períodos consecutivos los diputados (en total sumarían tres períodos: un de elección y dos de reelección) y hasta por un período consecutivo los senadores (un período de elección y uno de reelección). Con esto, los diputados podrán durar como máximo 12 años en sus cargos y los senadores 16.

Asimismo, en lo que respecta a los concejales, se propone modificar el artículo 119 de la Constitución a fin de precisar que ellos sólo podrán ser reelegidos hasta por dos períodos consecutivos. En cuanto a los alcaldes, es preciso modificar el artículo 118, para agregar en su inciso tercero que los alcaldes no podrán ser reelegidos por más de dos períodos. Finalmente, respecto de los consejeros regionales, conviene modificar el artículo 113 a fin de establecer que ellos sólo podrán ser reelegidos hasta por dos períodos.

2. Elecciones complementarias
Frente a la vacancia de un diputado o senador, el artículo 51, inciso tercero, de la Constitución señala: “Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán con el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido”. El inciso final dispone: “En ningún caso procederán elecciones complementarias”.

A juicio del constitucionalista Alejandro Silva Bascuñán, la prohibición expresa del inciso final del artículo 51 es, en principio, absolutamente innecesaria. Esto porque cualquier mandato del constituyente de carácter institucional u orgánico envuelve implícitamente el rechazo de toda otra preceptiva discrepante. Por lo tanto, el motivo de esta frase va dirigida como una prohibición al legislador, a fin de desalentar toda iniciativa de introducir una solución diversa1.

Con todo, lo importante es recabar el mérito o conveniencia de esa norma constitucional. Pues ella reconoce una fe absoluta en los partidos políticos como agentes fundamentales del proceso democrático, por lo que serían ellos quienes, a su arbitrio, deben proponer el ciudadano reemplazante de un parlamentario. Sin embargo, son hoy los partidos políticos y, en general, toda la clase política, la que se ve expuesta al desprestigio y a una crisis de confianza. Ellos aparecen como los principales, aunque no los únicos, responsables del malestar colectivo.

Por esto, es razonable buscar una solución diversa al mecanismo de reemplazo que propone la Constitución y abrirse a la posibilidad de celebrar elecciones complementarias, a fin de que sea la ciudadanía quien nuevamente manifieste la voluntad popular. Sin embargo, esta elección debiera realizarse al interior del pacto o coalición política a la que pertenecía el parlamentario cesado en su cargo. La razón de optar por convocar a una elección dentro de ese pacto es porque la ciudadanía no sólo votó por una persona determinada, sino que también lo hizo por un programa o proyecto país que ofrecía alguna de las coaliciones existentes. Por eso, de manera de preservar los equilibrios de fuerzas políticas que se generaron al momento de la elección periódica, es plausible que dicha elección complementaria se realice con los candidatos pertenecientes a la coalición del parlamentario cesado.

Por este motivo, se proponen los siguientes cambios al texto constitucional. En primer lugar, reemplazar el actual inciso tercero del artículo 51, a fin de consagrar que las vacantes de diputados y de senadores se proveerán mediante un mecanismo de elecciones complementarias a celebrarse en el distrito o circunscripción del parlamentario que produjo la vacante y donde se postularán los candidatos pertenecientes a los partidos conformantes del pacto o coalición política del parlamentario cesado en su cargo. Sin embargo, el diputado o senador no será reemplazado si la vacante se produce dentro del último año de ejercicio del parlamentario que produjo la vacante, por lo cual se esperará el tiempo de la siguiente elección periódica. Esto se debe a un motivo de economía electoral, a fin de no incurrir en gastos más allá de lo razonable.

En segundo lugar, se propone eliminar el inciso final del artículo 51, que señala que en ningún caso podrán realizarse elecciones complementarias.

3. Cesación en el cargo por delito que merezca una pena igual o superior a 61 días de privación de libertad
El artículo 60, inciso séptimo, de la Constitución dispone que cesará en sus funciones el diputado o senador que, durante su ejercicio, pierda alguno de los requisitos de elegibilidad. Entre estos requisitos se encuentra el ser ciudadano con derecho a sufragio, lo cual se pierde cuando la persona es condenada por un delito que merezca pena aflictiva; es decir, que se le imponga una pena de presidio por un tiempo igual o superior a 3 años y un día.

A contrario sensu, si un parlamentario es condenado con una pena no aflictiva, por ejemplo con presidio menor en su grado mínimo o medio (que comprende desde 61 días hasta 3 años de privación de libertad), no pierde el requisito de elegibilidad de ser ciudadano con derecho a sufragio, por lo que, en consecuencia, no cesa en sus funciones. Sólo llevan aparejada, de acuerdo al artículo 30 del Código Penal, la suspensión del cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

De esta manera, bajo los vigentes textos constitucional y penal, hoy en día no cesan en sus funciones los parlamentarios condenados por delitos que contengan asignada una pena no aflictiva, es decir, cuando cometen delitos que llevan asociada una pena de privación de libertad inferior a tres años y un día. 

Con todo, el estatus de representantes de la ciudadanía que ostentan los parlamentarios debiera llevar a que observen en su comportamiento no sólo un estándar ético más alto, sino también jurídico. Por ello, es razonable que un diputado o senador cese en sus funciones también cuando sea condenado por un delito que, en abstracto, merezca una pena que, siendo no aflictiva, sea igual o superior a 61 días de privación de libertad. Esto es, si el hecho ilícito cometido se encontrare castigado con presidio menor en su grado mínimo (desde 61 días hasta 540 días) o con presidio menor en su grado medio (541 días hasta 3 años).

Por esta razón, a fin de elevar el estándar ético y normativo del representante de la soberanía popular, se propone reformar el artículo 60 de la Constitución, agregándose en el inciso séptimo que el diputado o senador cesará siempre en sus funciones cuando sea condenado por un delito que merezca una pena igual o superior a 61 días de privación de libertad2, aun cuando esta sanción no importe la pérdida de los requisitos de elegibilidad. En cambio, si recibe una pena de prisión (que va desde uno a sesenta días) o cualquier otra pena no privativa de libertad (multa, suspensión de licencia de conducir, etc.), no cesarían en sus cargos.

4. Renuncia por motivos distintos a enfermedad grave
De acuerdo al inciso final del artículo 60 de la Constitución, los diputados y senadores podrán renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucional. No se contempla otra causal de renuncia en el texto constitucional, más allá de las discusiones doctrinarias de quienes sostienen que la Carta Fundamental no excluiría expresamente invocar motivos distintos a los de salud para presentar la renuncia3.

Frente a esto, se hace necesario zanjar en la propia Constitución esta controversia, estableciendo expresamente la posibilidad de renuncia por razones distintas a la enfermedad grave. Así, por ejemplo, motivos de crisis familiares (que no necesariamente representen un problema de salud) o cuestionamientos políticos severos, debieran ser motivos plausibles para que un parlamentario pueda presentar la renuncia. Esto, sin embargo, deberá calificarlo el Tribunal Constitucional como motivo suficiente para presentar la renuncia, de manera que no se pueda invocar cualquier razón, pues se entiende que la ciudadanía al elegir al parlamentario le mandató por un período determinado y en general esto debe respetarse.

Por esto, se propone agregar en el inciso final del artículo 60 de la Constitución que los diputados y senadores, además de la enfermedad grave, “podrán renunciar a sus cargos cuando invoquen cualquier otra razón justificada y que sea calificada como motivo político o personal suficiente por el Tribunal Constitucional”.

5. Eliminación del fuero parlamentario
El fuero parlamentario es uno de los tres privilegios parlamentarios que consagra nuestra Constitución. Los otros dos son la inviolabilidad y la dieta.  El fuero, en consecuencia, es “el privilegio de que gozan los diputados y senadores, desde el día de su elección, en virtud del cual no pueden ser afectados en su libertad personal por ningún medio o resolución de autoridad, sin que previamente la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva declare que ha lugar a formarles causa criminal”4.

Es una excepción al principio de la igualdad ante la ley establecido en beneficio de los elegidos por la ciudadanía. Consagrado en lo esencial desde la Constitución de 1833 en adelante, el fuero se justifica en “la necesidad de mantener la independencia de los mandatarios del pueblo, tanto en relación al Ejecutivo, como a las demás autoridades y a los particulares, defendiéndolos de persecuciones ligeras, apasionadas o infundadas, que pueden perturbar innecesariamente el ejercicio de su función y por ende la del Parlamento”5.

El desafuero consagrado en los incisos segundo, tercero y final del artículo 61 de la Constitución produce, como efectos, la suspensión en el cargo del diputado o senador y, además, el sometimiento de ese parlamentario la jurisdicción del tribunal competente como cualquier otro ciudadano.

A nuestro juicio, el fuero o inmunidad parlamentaria ha perdido importantes grados de legitimidad social y cultural, por lo que conviene revisar este instituto con un sentido de grandeza republicana. Los hechos de corrupción, tráfico de influencias y cuestionable relación entre el dinero y la política que han afectado a algunas autoridades, varios de ellos parlamentarios, han llevado a un descrédito de la actividad política que conviene remediar. En este sentido, el hecho que un diputado o senador no pueda ser juzgado como cualquier ciudadano ante la presunta comisión de un delito, sino que debe previamente procederse a su desafuero por la Corte de Apelaciones respectiva, no encuentra mayor justificación, toda vez que la presunción de inocencia le asiste hasta que no se dicte una sentencia condenatoria.

Por ello, parece razonable y necesario en vistas de un mayor prestigio de la actividad política el considerar la eliminación de este privilegio parlamentario con todos sus efectos. Es decir, en adelante no sólo será innecesario acudir al trámite del desafuero para acusar a un parlamentario, sino también este no quedará suspendido del ejercicio de su cargo, ya que goza de la presunción de inocencia que asiste a cualquier otro ciudadano. Con esto se salvaguarda, además, el equilibrio de fuerzas políticas, el cual se ve afectado bajo la figura del parlamentario suspendido del ejercicio de su cargo, que no se puede reemplazar en ese interregno. 

Para este fin, se propone como reforma constitucional eliminar los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 61 de la Constitución, donde se encuentra consagrado el privilegio denominado fuero parlamentario. En cambio, la inmunidad parlamentaria, consagrada en el artículo 61, inciso primero, no debe ser eliminada, porque se estima como necesaria y razonable para el ejercicio de la labor parlamentaria.

 III. Quórum de votación
Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 127, inciso segundo, de la Constitución, por tratarse de una proyecto de reforma constitucional, este requerirá en cada cámara de la votación conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

Por las razones antes expuestas, sometemos a vuestra consideración el siguiente 
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo Primero: A los efectos de poner término a la reelección indefinida de diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales, modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente forma:

1. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 51 la expresión “Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos” por la frase que diga: “Los parlamentarios no podrán ser reelegidos en sus cargos sino hasta por dos períodos consecutivos los diputados y hasta por un período consecutivo los senadores.”.

2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 113 la expresión “podrán ser reelegidos” por la frase que diga “no podrán ser reelegidos sino por hasta dos períodos consecutivos”. 

3. Agrégase en el inciso tercero del artículo 118, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente expresión: “Los alcaldes sólo podrán ser reelegidos hasta por dos períodos consecutivos.”.

4. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 119 la expresión “podrán ser reelegidos” por la frase que diga “podrán ser reelegidos sólo hasta por dos períodos consecutivos”.

Artículo Segundo: A los efectos de establecer el mecanismo de elecciones complementarias para la vacancia en el cargo de un diputado o senador, modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente forma:

1. Reemplázase el inciso tercero del artículo 51 por el siguiente: “Las vacantes de diputados y de senadores se proveerán mediante un mecanismo de elecciones complementarias a celebrarse en el distrito o circunscripción del parlamentario que produjo la vacante, en la cual participarán como candidatos los miembros pertenecientes al pacto o coalición política que pertenecía el parlamentario que hubiere renunciado o cesado en su cargo. Sin embargo, el diputado o senador no será reemplazado si la vacante se produce dentro del último año de ejercicio del parlamentario que produjo la vacante, por lo cual se esperará el tiempo de la siguiente elección periódica.”.

2. Elimínase el inciso final del artículo 51 que señala: “En ningún caso procederán elecciones complementarias.”.

Artículo Tercero: A los efectos de extender la causal de cesación en el cargo al diputado o senador condenado con una pena de simple delito, modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente forma:

1. Agrégase en el inciso séptimo del artículo 60, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la expresión: “Con todo, el diputado o senador cesará siempre en sus funciones cuando sea condenado por delito que merezca una pena igual o superior a 61 días de privación de libertad, aun cuando esta sanción no importe la pérdida de los requisitos de elegibilidad.”.

Artículo Cuarto: A los efectos de consagrar la renuncia de los diputados y senadores por motivos distintos a la enfermedad grave, modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente forma:

1. Agrégase en el inciso final del artículo 60, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente expresión: “Asimismo, podrán renunciar a sus cargos cuando invoquen cualquier otra razón justificada y que sea calificada como motivo político o personal suficiente por el Tribunal Constitucional.”.

 Artículo Quinto: A los efectos de poner término al fuero parlamentario, modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente forma:

1. Elimínanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 61.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.

1SILVA BASCUÑÁN, Alejandro, “Tratado de Derecho Constitucional. Tomo VI. Congreso Nacional”, Editorial Jurídica de Chile, Segunda Edición, 2000, Santiago, p. 89.
2  Al respecto, cabe recordar que el artículo 21 del Código Penal contiene el detalle de las penas asignadas a las tres clases de delitos. Así, para los crímenes se contemplan el presidio perpetuo calificado; presidio perpetuo; reclusión perpetua; presidio mayor; reclusión mayor; relegación perpetua; confinamiento mayor; extrañamiento mayor; relegación mayor; inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares; inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad; inhabilitación especial perpetua para algún cargo u oficio público o profesión titular; inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad; inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos y profesiones titulares; inhabilitación especial temporal para algún cargo u oficio público o profesión titular.
El mismo artículo 21 del Código Penal señala que las penas para simples delitos son el presidio menor; reclusión menor; confinamiento menor; extrañamiento menor; delegación menor; destierro; inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad; inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas; suspensión de cargo u oficio público o profesión titular; inhabilidad perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o animal; suspensión para conducir vehículos a tracción mecánica o animal. 
Por último, el artículo 21 mencionado señala que las penas de faltas son la prisión (que dura de uno a sesenta días); inhabilidad perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o animal; y suspensión de la licencia para conducir vehículos a tracción mecánica o animal.
3NÚÑEZ, J. Ignacio, “¿A propósito del Penta: ¿puede renunciar un parlamentario?”, Diario Constitucional. Artículo disponible en internet: http://diarioconstitucional.cl/articulos/a-proposito-del-caso-penta-puede-renunciar-un-parlamentario
4EVANS ESPIÑEIRA, Eugenio, “La Constitución explicada”, tercera edición actualizada, 2010, Abeledo Perrot-Legal Publishing, Chile, p.112.
5SILVA BASCUÑÁN, Alejandro, “Tratado de Derecho Constitucional. Tomo VI. Congreso Nacional”, Editorial Jurídica de Chile, Segunda Edición, 2000, Santiago, p. 358.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC, MUÑOZ, PÉREZ SAN MARTÍN, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES ARAYA, CHAHUÁN, COLOMA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HARBOE, LARRAÍN, LETELIER, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTEROS, ROSSI, WALKER, DON IGNACIO, WALKER, DON PATRICIO Y ZALDÍVAR, CON EL QUE EXPRESAN LA VOLUNTAD DEL SENADO PARA REQUERIR DEL GOBIERNO DE VENEZUELA LA LIBERACIÓN DE TODOS LOS PRESOS POLÍTICOS, SIMBOLIZADOS EN LOS SEÑORES LEOPOLDO LÓPEZ Y ANTONIO LEDEZMA; EL APEGO DEL PROCESO ELECTORAL FUTURO A  LAS REGLAS DEMOCRÁTICAS Y DE IMPARCIALIDAD, EN UNA FECHA ESTABLECIDA CON LA DEBIDA ANTELACIÓN, Y EL EJERCICIO DE UNA ADHESIÓN IRRESTRICTA A LOS DERECHOS HUMANOS Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN

(S 1.804-12)

Considerando:

a) Que la situación política de Venezuela ha derivado en una profunda crisis democrática, con un debilitamiento importante de sus Instituciones y un menoscabo permanente en las condiciones de vida de su pueblo.

b) Que Chile tiene un compromiso irrestricto con la defensa universal de los derechos humanos y la democracia. 

c) Que la crisis de Venezuela ha llevado últimamente a una gran polarización, y encarcelamiento de líderes políticos, democráticamente electos, por el hecho de pensar distinto al gobierno, que solo se puede resolver a través del dialogo y los procesos institucionales.

d) Que nuestro país tiene una larga relación de amistad con el pueblo venezolano, cimentado en la solidaridad con Chile y su gente durante la dictadura.

e) Que el testimonio de Lilian Tintori y Mitzi Capriles en su visita a Chile nos ha conmovido. Son la voz clara de una Venezuela que clama por libertad y democracia para su gente.

f) Valoramos que la Presidenta Michelle Bachelet haya realizado gestiones como Mandataria, tanto en el ámbito bilateral y multilateral, para que algunos de los principales presos políticos venezolanos sean liberados.

Por Tanto:

El Senado de la República de Chile aprueba el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de Chile acuerda:

1.- Solicitar la libertad de todos los presos políticos en Venezuela, todos aquellos que por ser representantes democráticos o por pensar distinto han sido privados de su libertad. En Leopoldo López y Antonio Ledezma simbolizamos esta demanda de libertad.

2.- Exigir a dicho Gobierno que el proceso electoral futuro se dé en un contexto de garantías e imparcialidad, y en una fecha establecida con la debida antelación, pues promover y cuidar la democracia supone procesos electorales justos y transparentes.

3.- Reclamar al Ejecutivo venezolano una defensa irrestricta a los derechos humanos y la libertad de expresión. La represión a la protesta, tortura y encarcelamiento sin pruebas, vulneran  la dignidad de la persona y afectan gravemente los principios democráticos y el respecto al principio de separación de poderes, base fundamental para la correcta aplicación del estado de derecho.

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

� Dichas disposiciones facultaban a la Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de la ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, dictara las nuevas normas estatutarias que regularán la organización, atribuciones y funcionamiento de la Universidad de Santiago y de la Universidad de Valparaíso, como asimismo, los contenidos mínimos que debían contemplar los estatutos de dichas casas de estudios.


� Esta referencia hace relación al contenido inicial del proyecto de ley en informe, el cual, como se señaló precedentemente fue modificado, suprimiéndose las normas referidas a los estatutos de las universidades de Santiago y de Valparaíso.


�    “Las farmacias son centros de salud, esto es, lugares en los cuales se realizan acciones sanitarias y, en tal carácter, cooperarán con el fin de garantizar el uso racional de los medicamentos en la atención de salud. Serán dirigidas por un químico farmacéutico y contarán con un petitorio mínimo de medicamentos para contribuir a las labores de fármacovigilancia.”.


� Modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos.


� “Artículo 129 B.- Los medicamentos de venta directa podrán estar disponibles en farmacias y almacenes farmacéuticos en repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público, considerando medidas de resguardo general para evitar su alcance y manipulación por niños o infantes, todo conforme lo determine el reglamento que se dicte para regular lo dispuesto en este artículo.


 Al efecto, la puesta a disposición al público deberá efectuarse en un área especial y exclusivamente destinada para ello, la que deberá permitir su adecuada conservación y almacenamiento. 


Las farmacias y almacenes farmacéuticos que expendan medicamentos de venta directa conforme al inciso anterior, además, deberán: 


1) Instalar infografías en espacios visibles al público, que permitan la lectura de una advertencia sobre el adecuado uso y dosificación de medicamentos con condición de venta directa. 


2) Mantener en un lugar visible al público, números telefónicos de líneas existentes que provean gratuitamente información toxicológica, ya sea de servicios públicos o privados. 


El texto y formato de la infografía, como también la información sobre líneas telefónicas a que se refiere este artículo, serán aprobados por resolución del Ministro de Salud.”.





_1394022858

